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1. Resumen ejecutivo. 
 
El procedimiento administrativo sancionador es uno de los diversos instrumentos o 

técnicas para la protección de los principios electorales que deben regir en el 

sistema democrático federal.  

 

El procedimiento administrativo sancionador en materia electoral es una especie 

de ius puniendi del Estado por lo cual le son aplicables, mutatis mutandi, los 

principios que imperan en la materia penal (por extensión, en la procesal penal). 

 

En la constitución federal se establecen los fundamentos del procedimiento 

administrativo sancionador electoral, desde una perspectiva general, así como los 

relacionados a las materias de financiamiento, medios de comunicación social, 

procesos partidistas de selección y postulación de candidatos, precampañas y 

campañas, fiscalización de las finanzas de los partidos y sanciones administrativas 

a los servidores públicos. 

 

En el régimen legal de los procedimientos administrativos sancionadores se 

distinguen entre cuatro diversos que son: i) Procedimiento sancionador ordinario; 

ii) Procedimiento especial sancionador; iii) Procedimiento en materia de quejas 

sobre financiamiento y gasto de los partidos políticos, y iv) Procedimiento para la 

determinación de responsabilidades administrativas. 

 

El primero corresponde a la materia genérica a fin de conocer de las faltas y la 

aplicación de sanciones administrativas. El segundo tiene por objeto la 

investigación de conductas que violen las disposiciones constitucionales relativas 

a uso de los medios de comunicación social o sobre las condiciones para la 

emisión de propaganda por servidores públicos, así como las normas sobre 

propaganda política o electoral establecidas para los partidos políticos, así como 

las conductas que constituyan actos anticipados. El tercero esta relacionado con 

las quejas sobre el financiamiento y gasto de los partidos políticos nacionales, y de 
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las agrupaciones políticas nacionales. En tanto que, el cuarto corresponde al 

procedimiento para determinar las responsabilidades de los servidores públicos 

del IFE. 

 

Como se puede apreciar en el COFIPE, existe una regulación más profusa de los 

distintos actos que integran cada uno de los procedimientos administrativos 

sancionadores en la materia, los cuales comprenden desde la denuncia, en forma 

invariable, o inicio de oficio hasta la resolución. Sin embargo, no se advierten 

previsiones relativas a la ejecución de las determinaciones ni algunas otras por las 

que se aclare la situación relativa a las infracciones cometidas en procesos 

electorales locales que sean desarrollados por el IFE, a través de un convenio. 

 

Por lo que respecta a las sanciones, el catálogo se incrementó en forma notable, 

porque va desde una amonestación hasta la cancelación del registro como partido 

o agrupación política nacional, o bien, la suspensión de la transmisión del tiempo 

comercial por cierto número de horas. 

 

2. Tipología y aspectos conceptuales. 
 
2.1 Instrumentos para la protección de los principios del Estado 
constitucional y democrático. 
 

En la materia electoral existen diversos instrumentos para asegurar la vigencia del 

Estado constitucional y democrático de derecho. Tales mecanismos pueden 

invalidar, modificar  o revocar los actos o resoluciones de las autoridades 

administrativo-electorales que no cumplen con las condiciones mínimas o 

contenido esencial de  las normas constitucionales, o bien, aplicar sanciones 

administrativas, políticas o penales a los infractores de la normativa electoral. 

 

Dichos mecanismos o instrumentos jurídicos están dirigidos a asegurar: i) La 

realización de elecciones libres, auténticas y periódicas; ii) El sufragio universal, 

igual, libre, secreto y directo; iii) La libre e igual participación de los ciudadanos y 
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los partidos políticos nacionales en los procesos electorales; iv) El pluralismo 

político; v) Las condiciones equitativas para la competencia electoral; vi) El 

principio de imparcialidad de los servidores públicos de todos los ámbitos de 

gobierno, y vii) La vigencia de los principios rectores de la función electoral 

(legalidad, certeza, objetividad, imparcialidad e independencia).1 

 

El proceso electoral federal, cuyo diseño culmina con la jornada electoral, está 

provisto de una serie de medidas que articulan y blindan cada una de sus fases y 

distintas etapas.2 Cuando una de ellas no se cumple o se cumple de manera 

deficiente pero trascendente para el desarrollo del proceso electoral federal, o 

bien, para los resultados electorales, puede dar lugar a consecuencias que van 

desde la nulidad de la elección, su revocación o modificación hasta la sanción a 

los infractores de la normativa electoral. 

 

La sanción administrativo-electoral es una de las diversas técnicas que garantizan 

el cumplimiento de las normas jurídicas. En el siguiente esquema se pueden 

advertir cuatro grandes tipos de consecuencias jurídicas y los procesos o 

procedimientos correlativos:3 

 

i) En primer término están aquellos que corren a cargo de autoridades 

administrativo-electorales y pueden acarrear la ineficacia de los hechos o 

actos. Por ejemplo, cuando el Consejo General del Instituto Federal Electoral 

no otorga el registro como partido político nacional a una agrupación política 

nacional por incumplir alguno de los requisitos legales correspondientes, en 

                                                 
1
 Cfr., OROZCO HENRÍQUEZ, José de Jesús, Justicia electoral y garantismo jurídico, México, 

coed. Instituto de Investigaciones Jurídicas y Porrúa, 2006, pp. 302-320. 
2
 Vid., WOLDENBERG, José, La construcción de la democracia, México, Plaza y Janés, 2002, pp. 

213-228. 
3
 Cfr., SILVA ADAYA, Juan Carlos, Comentario al artículo 80 de la Ley del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral del Estado de Guerrero, en Derecho electoral guerrerense. 
Comentarios a la legislación electoral del estado de Guerrero, Chilpancingo, coed. Tribunal 
Electoral del Estado de Guerrero y El Colegio de Guerrero, 2004, pp. 521-531. 
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términos de lo dispuesto en el artículo 31, párrafo 1 y 2, y 118, párrafo 1, inciso 

k), del COFIPE. 

 

ii) En segundo lugar están algunos otros por los cuales una autoridad 

administrativa y excepcionalmente jurisdiccional realiza una revisión ex officio 

del acto o hecho, a través de un procedimiento previsto legalmente, cuya 

decisión tiene efectos correctivos o reparadores e, incluso, anulatorios o 

invalidantes. 

 

En el primer caso (los efectos correctivos) estarían, verbi gratia, cuando el 

Consejo Distrital  Electoral, durante el desarrollo del procedimiento de cómputo 

distrital de la elección de diputados o senadores al Congreso de la Unión, o 

bien, de presidente de la República, por sí mismo, realiza nuevamente el 

escrutinio y cómputo de la casilla y levanta el acta correspondiente. Esto es, 

cuando los resultados de las actas no coinciden, se detectan alteraciones 

evidentes en las actas que generan duda fundada sobre el resultado de la 

elección en la casilla, no exista el acta de escrutinio y cómputo en el 

expediente de la casilla ni obra en poder del Presidente del Consejo, o bien, 

cuando existan errores o inconsistencias evidentes en los distintos elementos 

de las actas (salvo que puedan corregirse o aclararse con otros elementos a 

satisfacción plena de quien los haya solicitado), el número de los votos nulos 

sea mayor a la diferencia entre los candidatos ubicados en el primero y 

segundo lugares en la votación, así como cuando todos lo votos hayan sido 

depositados a favor de un mismo partido [artículos 295, párrafo 1, incisos b) y 

d); 297, párrafo 1, inciso a), y 298, párrafo 1, inciso a), del COFIPE]. 

 

En el segundo supuesto (los efectos anulatorios) se ubicarían aquellas 

hipótesis en que, por ejemplo, los integrantes de la mesa directiva de casilla 

determinan que un voto es nulo porque el elector no marca el cuadro que 
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contiene el emblema del partido político o la coalición, o bien, lo hace de una 

forma distinta [artículo 277, párrafo 1, incisos a) y b), del COFIPE]; 

 

iii) En el tercer sitio figuran unos más que serían los contenciosos, los cuales 

inician a instancia de parte o por vía de acción y en ciertos casos corresponde 

resolverlos a una autoridad administrativa o jurisdiccional. En el primer caso, 

como sucede con el recurso de revisión que corresponde resolver al consejo 

electoral jerárquicamente superior al órgano que haya dictado el acto o 

resolución impugnado, según lo previsto en los artículos 35, párrafo 1, y 36 de 

la LGSMIME. Mientras por lo que respecta al segundo supuesto, como 

ejemplos, se puede aludir al recurso de apelación y, sobre todo, al juicio de 

inconformidad, el cual es un auténtico juicio de nulidad, y de los cuales 

conocen las salas Superior y regionales del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación según lo previsto en los artículos 40, párrafo 1, inciso 

b); 49, y 50 de la LGSMIME], y 

 

iv) Por último se encuentran aquellos que tienen un carácter represivo o 

punitivo, porque son la clara manifestación del poder coactivo o ius puniendi 

del Estado, y mediante los cuales se determina la comisión de infracciones 

administrativo-electorales o delitos y aplican las sanciones o penas 

respectivas, a través del procedimiento administrativo sancionador electoral. 

Estos procedimientos inician de manera oficiosa, por ejemplo, cuando el 

Consejo General del IFE requiere a la Junta General Ejecutiva que, por los 

medios a su alcance, investigue hechos que afecten de modo relevante los 

derechos de los partidos políticos o el proceso electoral federal (artículo 118, 

párrafo 1, inciso t), en relación con el 361, ambos del COFIPE). También, 

comienzan a instancia de parte, como se puede ilustrar con los procedimientos 

administrativo-electorales ordinario, especial, en materia de quejas sobre 

financiamiento y gasto de los partidos políticos y para la determinación de 
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responsabilidades administrativas (artículos 40; 361; 367; 372, y 381, párrafo 1, 

del COFIPE). 

 

2.2. Aspectos conceptuales y principios. 

 

El derecho penal y el derecho administrativo sancionador son especies de lo que 

se denomina Sistema sancionador constitucional.4 Por ello puede advertirse que 

los principios jurídicos que rigen en el  derecho penal también tienen vigencia en el 

derecho administrativo sancionador, así como en las subespecies de este último, 

entre las cuales figura el derecho administrativo sancionador electoral. 

 

El derecho administrativo sancionador electoral comprende las normas jurídicas 

relativas a las infracciones administrativo-electorales (también conocidas como 

faltas, irregularidades o contravenciones), las cuales atañen a la parte sustantiva, 

aunque también, en un sentido más amplio, podrían incluirse las normas adjetivas 

y ejecutivas que regulan el procedimiento sancionador e, inclusive, las normas 

orgánicas que están relacionadas con las autoridades sancionadoras, 

especialmente en lo que corresponde a la potestad sancionadora.5 

                                                 
4
 Navarro Cardoso, Fernando, Infracción administrativa y delito: Límites a la intervención del 

derecho penal,  Madrid, coed. COLEX y Universidad de las Palmas de Gran Canaria, 2001, p. 13. 
5
 La bibliografía que se recomienda sobre el derecho administrativo sancionador es: a) Aguado i 

Cudolà, Vincen  y Trayter Jiménez, J. Manuel, Derecho administrativo sancionador: Materiales, 
España, CEDECS, 1995, 819 pp; b) Carnevali Rodríguez, Raúl, Derecho penal y derecho 
sancionador de la Unión Europea, Madrid, Comares, 2001, 472 pp.; c) Cano Mata, Antonio, Las 
infracciones administrativas en la doctrina del Tribunal Constitucional, Madrid, Editoriales de 
Derecho Reunidas, 1984, 285 pp.; d) Dannecker, Gerhard, Evolución del derecho penal y 
sancionador comunitario europeo, tr. Carmen Bascón Granados, Barcelona, Marcial Pons, 2001, 
214 pp.; e) Domínguez Vila, Antonio, Constitución y derecho sancionador administrativo, España, 
Marcial Pons, 1997, 382pp; f) Entrena Cuesta, Rafael, Curso de derecho administrativo, t. I, 11ª 
ed., España, Tecnos, 1995, pp. 210-22; g) Fuentes Bardají, Joaquín de (dirección), Manual de 
derecho administrativo sancionador, Madrid, coed. Ministerio de Justicia y Thomson Aranzadi, 
2005, 1864 pp.; h) Garberí Llobregat, José y Guadalupe Buitrón Ramírez, El procedimiento 
administrativo sancionador, 4ª ed., Valencia, Tirant lo Blanch, 2001, obra en dos tomos; i) García 
de Enterría, Eduardo y Tomás Ramón Fernández, Curso de derecho administrativo, t. II, 4ª. ed., 
España, Civitas, 1995, pp. 163-204; j) Garrido Falla, Fernando, Tratado de derecho administrativo, 
vol. II, 10ª. ed., España, Tecnos, 1992, pp. 146-165; k) Gómez Pavajeau, Carlos Arturo, Dogmática 
del derecho disciplinario, 2ª ed., Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2002, 422 pp.; l) 
Maljar, Daniel E., El derecho administrativo sancionador, Buenos Aires, Ad Hoc; 2004, 425 pp.; m) 
Ossa Arbeláez, Jaime, Derecho administrativo sancionador. Hacia una teoría general y una 
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Es infracción administrativa electoral, en sentido genérico, la conducta tipificada en 

la ley que se realiza principalmente por los sujetos político-electorales, como lo 

son los partidos políticos; las agrupaciones políticas nacionales; los aspirantes, 

precandidatos y candidatos; los ciudadanos y cualquier persona física o moral; los 

observadores electorales o sus agrupaciones; la autoridades o los servidores 

públicos; los notarios públicos; los extranjeros; los concesionarios y permisionarios 

de radio o televisión; las organizaciones de ciudadanos que pretendan formar un 

partido político; las organizaciones sindicales, laborales o patronales o de 

cualquier otra agrupación con objeto social diferente a la creación de partidos 

políticos, así como sus integrantes o dirigentes, en lo relativo a la creación y 

registro de los partidos políticos; los ministros de culto, asociaciones, iglesias o 

agrupaciones de cualquier religión y los servidores públicos del IFE, a través de la 

cual se conculca, contraviene, incumple, infringe, transgrede, viola o vulnera lo 

dispuesto en las normas jurídicas relativas al derecho del ciudadano para: a) 

Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos; b) Votar y ser elegido en elecciones libres, 

auténticas y periódicas, realizadas por voto universal, libre, secreto y directo, y c) 

Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas. 

 

En sentido restringido o estricto, falta o infracción administrativa electoral es la 

conducta que vulnera el régimen electoral,6 la cual posee una gravedad menor y, 

                                                                                                                                                     
aproximación para su autonomía, Bogotá, Legis, 2000, 700 pp.; n) Parada, Ramón, Derecho 
administrativo. Parte general, t. I, 10ª. ed., España, Marcial Pons, 1998, pp. 500-576; Pérez-Madrid, 
Francisca, Derecho administrativo sancionador en el ordenamiento canónico. Una propuesta para 
su construcción, Navarra, Universidad de Navarra, 1994, 266 pp.;   o) Rubio Llorente, Francisco, La 
forma del poder. Estudios sobre la constitución, España, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, 1997, pp. 3454-359, y p) Serra Rojas, Andrés, Derecho administrativo. Segundo 
curso, t. I, 18ª ed., México, Porrúa, 1997, 613-630. 
6
 Nohlen, Dieter, Sistemas electorales y partidos políticos, 2ª ed., México, Fondo de Cultura 

Económica, 1998, p. 35. 
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por esa razón, principalmente tiene una sanción no privativa de la libertad y cuya 

investigación y sanción corresponde a una autoridad administrativa.7 

 

Falta o infracción electoral, en sentido amplio, coincide con un ilícito8 por tratarse 

de toda acción u omisión por la cual se viola o atenta contra los derechos, 

prerrogativas y valores políticos propios de un Estado constitucional democrático 

de derecho que, de acuerdo con un estándar mínimo internacional para la región 

Latinoamericana, son los que se enumeran y prevén en el artículo 25 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 23 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos.9 

 

En la definición de infracción administrativo electoral, como se ha precisado, 

destacan dos elementos importantes: Por una parte, figura el supuesto normativo 

o tipo por el que se prevé la conducta prohibida, el cual, al propio tiempo, 

constituye el presupuesto de la sanción10 y, en el otro extremo, está precisamente 

la consecuencia jurídica, pena o sanción, misma que se actualiza cuando en el 

mundo fáctico se colman los extremos o elementos del supuesto normativo, en el 

entendido de que, para comprobar que la falta electoral se realizó y acreditar que 

ésta corresponde a cierto autor o sujeto activo, así como para la aplicación de la 

                                                 
7
 Cfr., Silva Adaya, Juan Carlos, “Faltas electorales”, en Diccionario Electoral,  2ª. ed., t. I, San 

José, Costa Rica, IIDH-CAPEL y AECI, 2000, pp. 531-552. 
8
 Acosta Romero, Miguel. Compendio de derecho administrativo. Parte general, México, Porrúa, 

1996, pp. 518-520. 
9
 Lo anterior resulta pertinente, además, en la medida en que en ciertos países como, por ejemplo, 

lo son Argentina, nación en la cual dichos tratados, entre otros, tienen jerarquía constitucional 
(artículo 75, parágrafo 22, de la Constitución de la Nación Argentina); Guatemala, país en el cual 
existe el principio general de que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones 
aceptados y ratificados por dicha nación tienen preeminencia sobre el derecho interno (artículo 46 
de la Constitución Política de la República de Guatemala), y Venezuela, lugar en el cual los 
tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por dicha 
nación, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden interno, en la medida en que 
contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas por la propia 
Constitución y la ley de la República, siendo de aplicación inmediata y directa para los tribunales y 
demás órganos del Poder Público (artículo 23 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela). 
10

 Vid., Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, tr. Roberto Vernengo, México, UNAM, 1979, pp-17-
70. 
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correspondiente consecuencia jurídica, se debe atender a ciertas reglas 

procesales. 

 

El objeto del derecho administrativo sancionador tiene dos vertientes. Una primera 

de carácter general, porque pretende proteger bienes jurídicos superiores propios 

del Estado constitucional y democrático de derecho, mediante una técnica jurídica 

eminentemente represiva o punitiva que tiene efectos preventivos generales, por 

cuanto a que mediante la amenaza de la imposición de una sanción se conmina a 

todos los sujetos a cumplir con sus deberes jurídicos y así proteger esos valores 

jurídicos superiores del sistema jurídico nacional, federal o estatal. La segunda 

orientación sería de carácter específico, porque está dirigida a prevenir que se 

cometa una ulterior infracción electoral por aquel que violó alguna disposición 

jurídica en la materia, mediante la imposición de una sanción proporcional a la 

infracción.11 Esto es, el derecho administrativo sancionador electoral, de acuerdo 

con un régimen preventivo, debe estar orientado a la motivación de la conducta de 

los sujetos (el cumplimiento de sus deberes jurídicos), a través de la norma 

primaria que es incondicionada, y no a la norma secundaria cuya naturaleza es 

hipotética y prioritariamente obedece al principio retributivo o expiatorio. De esta 

manera, la sanción en el derecho administrativo sancionador electoral tiene como 

función la protección de bienes jurídico-electorales con un carácter fragmentario, y 

la prevención de la lesión o puesta en peligro de dichos bienes, considerando las 

circunstancias y la gravedad de la falta, así como la reincidencia. 

 

En las faltas o infracciones electorales, como se anticipó, está implícito el ius 

puniendi del Estado o coacción pública,12 sin que este facultamiento de los 

depositarios del poder público sea omnímodo. En efecto, en la medida que dicha 

                                                 
11

 Crf., Mir Puig, Santiago, Derecho penal. Parte general, 5ª ed., Barcelona, Reppertor, 1998, pp. 
50-61. 
12

 Vid., Mir Puig, Santiago, Función de la pena y teoría del delito en el Estado Social y democrático 
de Derecho, 2ª. ed., España, Bosch, 1982, pp. 25-48, y Novoa Monreal, Eduardo,”Algunas 
reflexiones sobre el derecho de castigar del Estado”, en El poder penal del Estado. Homenaje a 
Hilde Kaufmann, Argentina, Depalma, 1985, pp. 185-203.  
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potestad conlleva la posibilidad de limitar, restringir o privar del ejercicio o disfrute 

de algún derecho, libertad o bienes de la persona, así como la imposición de una 

obligación o carga jurídica extraordinaria, es que, en el derecho administrativo 

sancionador electoral, deben seguirse una serie de principios y normas jurídicas 

que acotan dicha atribución sancionatoria, a fin de impedir los abusos de poder, 

asegurando la supremacía del derecho, la limitación y la racionalización en el 

ejercicio del poder, la división de poderes y la protección de los derechos 

humanos. 

 

La propia Sala Superior ha concluido que los principios que rigen en el derecho 

penal, con ciertos matices, son aplicables en materia de faltas e infracciones 

electorales, considerando que ese derecho administrativo sancionador (en el cual 

está incluida la subespecie del derecho administrativo sancionador electoral), al 

igual que el derecho penal, son manifestaciones del ordenamiento punitivo del 

Estado.13 Sin embargo, la aplicación de dichos principios en el ámbito electoral 

tiene un escaso desarrollo en la ley y la doctrina, lo cual explica el tímido acervo 

de la parte general del derecho administrativo sancionador electoral, en su 

acepción más amplia.14 Empero, el desarrollo en el ámbito jurisdiccional ha sido 

                                                 
13

 Cfr., la tesis de jurisprudencia que tiene el rubro RÉGIMEN ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
ELECTORAL. PRINCIPIOS JURÍDICOS APLICABLES, y la tesis relevante que tiene por acápite 
DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS 
PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL, la primera de 
la cuales apareció publicada en las páginas 276 a 278 y 483 a 485, respectivamente, de 
Compilación oficial Jurisprudencia y tesis relevantes 19997-2005, ts. Tesis de jurisprudencia y 
Tesis relevantes, respectivamente. En el mismo sentido se han pronunciado Antonio Domínguez 
Vila, Eduardo García de Enterría, Francisco Rubio Llorente y Ramón Parada, en sus obras citadas, 
supra, nota 2, respectivamente, pp. 198-207, 168-174, 351 y 529-532.  
14

 Entre las obras que pueden mencionarse destacan: Álvarez González, Juan Manuel, Algunos 
principios del derecho penal sustantivo aplicables al derecho sancionador electoral, Guanajuato, 
México, Tribunal Estatal Electoral de Guanajuato, 2004, 53 pp.; Fernández Segado, Francisco y J. 
Fernando Ojesto Martínez Porcayo, “Delitos y faltas electorales”, en Tratado de derecho electoral 
comparado de América Latina, Dieter Nohlen, et al (compiladores), 2ª. ed.,  México, Fondo de 
Cultura Económica, 2007, pp. 1020-1071;  Llanderal Zaragoza, María de los Ángeles, Nociones 
básicas de derecho administrativo sancionador electoral, Michoacán, México, Tribunal Electoral del 
Estado de Michoacán, 2006, 249 pp., así como Orozco Henríquez, José de Jesús y Juan Carlos 
Silva Adaya, “El régimen represivo electoral (con especial referencia a las infracciones 
administrativas)”, en Revista mexicana de justicia, 6ª época, n. 3, México, Procuraduría General de 
la República, 2002, pp. 371-411. 
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menos exiguo, como se puede apreciar en los numerosos recursos de apelación y 

los juicios de revisión constitucional electoral, en los que la Sala Superior viene 

fijando los principios y reglas que configuran el derecho administrativo sancionador 

electoral mexicano, tanto federal como de las entidades federativas, según, en 

forma palmaria, también se constata en sus tesis de jurisprudencia y relevantes. 

 

En el derecho administrativo sancionador electoral federal cabe realizar una 

interpretación sistemática y funcional de la legislación electoral federal, incluidas 

las prescripciones aplicables que derivan del derecho internacional público que, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 133 de la Constitución federal, también 

forman parte del derecho nacional,15 para delinear las reglas y principios que 

deben atenderse en los diversos aspectos sustantivos, procedimentales o 

procesales y ejecutivos del derecho administrativo electoral sancionador, esto es, 

el marco normativo mexicano de las faltas e infracciones electorales. En términos 

de lo dispuesto en el artículo 3°, párrafo 2, del COFIPE, en la interpretación 

gramatical, sistemática y funcional de lo previsto en dicho ordenamiento jurídico, 

se debe atender al artículo 14, párrafo 2, de la Constitución federal, en cuyo texto 

se prescribe que, a falta de ley, la sentencia o resolución se debe fundar en los 

principios generales del derecho. Esto permite sostener la pertinencia de aplicar 

los principios de la materia penal que, aún siendo parcialmente aptos, haciendo la 

adecuación respectiva pueden dar una solución razonable a cierto asunto. 

 

No toda inobservancia de una norma jurídica o ilícito da lugar a su tipificación 

como infracción administrativa electoral, ya que sólo lo serán aquellas que resulten 

relevantes para el orden jurídico de que se trate, puesto que una situación distinta 

                                                 
15

 Al respecto resultan trascendentales las tesis aisladas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que tiene por rubro TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE 
POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, y TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE 
LA LEY SUPREMA DE LA UNIÓN Y SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LEYES 
GENERALES, FEDERALES Y LOCALES, la primera de las cuales tiene el número LXXVII/1999 y 
fue aprobada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su sesión del 28 de octubre de 
1999 y la segunda, IX/2007, en la del 20 de marzo de 2007. 
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en la cual se regularan o sancionaran en forma omnicomprensiva las variadas 

facetas del quehacer humano sería propia de un régimen totalitario. Cuando se 

trate de conductas ilícitas no relevantes o siendo graves, se deberá establecer si 

su proscripción o rechazo, o bien, la tutela del bien o principio jurídico afectado 

precisa de una consecuencia distinta a las sanciones penales o administrativas, 

previéndose, en su caso, algún instrumento o mecanismo específico, según las 

diversas técnicas o instrumentos jurídicos precisados. Esto porque es claro que en 

cada sistema jurídico nacional y aún de cada entidad federativa, así como 

dependiendo de la materia de que se trate (administrativa, constitucional, penal, 

etcétera), se adoptarán distintas reglas que articularán el propio sistema electoral 

y asegurarán su vigencia.16 

 

En efecto, en el derecho administrativo sancionador electoral se busca proteger 

bienes jurídicos relevantes para la construcción y vivencia de una sociedad 

democrática (principio de bien jurídico tutelado);17 es una de dichas técnicas 

posibles, entre otras más, para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en la ley, 

por lo que tiene un carácter fragmentario (principio de protección fragmentaria). En 

el derecho de las faltas o infracciones administrativas, incluidas las electorales, se 

protegen bienes jurídicos que, en la mayoría de las veces, no son de una menor 

relevancia que los tutelados en la legislación penal, aunque tratándose de las 

infracciones que están asociadas directamente con el desarrollo del proceso 

electoral federal y sus resultados, pueden ser graves, a tal grado que pueden 

conducir a la nulidad de la elección o, bajo ciertas circunstancias, a la cancelación 

                                                 
16

 En efecto y por ejemplo, en Argentina, de acuerdo con lo que se prescribe en los artículos 5°; 37; 
49; 75, parágrafos 23, 30 y 32; 121 a 123, y 126 de la Constitución de la Nación Argentina, se 
establece el sistema de distribución de competencias entre el Gobierno Federal y las provincias, lo 
que posibilita la existencia de un Código Electoral Nacional que regula lo relativo a la elección de 
Presidente y Vicepresidente de la Nación, así como de senadores y diputados nacionales, en el 
cual también se prevén ciertas “faltas” y delitos electorales (artículos 125 a 146), así como de 
diversos ordenamientos provinciales, como ocurre, por ejemplo, con el Código Electoral de la 
Provincia de Córdoba, en el cual se regula lo concerniente a la elección de Gobernador, 
Vicegobernador, diputados y senadores provinciales, así como Tribunal de Cuentas, mismo 
ordenamiento jurídico en el que igualmente se regula lo relativo a faltas y delitos electorales 
(artículos 104 a 115), en forma diversa a lo que se prevé en el primer código citado en esta nota. 
17

 Orozco Henríquez, José de Jesús y Juan Carlos Silva Adaya, op. cit., pp. 392-394. 
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del registro de un partido político y la aplicación de multas elevadas (recuérdense 

el monto elevado de las multas impuestas en los asuntos PEMEX Gate y Amigos 

de Fox).18 

 

Las normas que implican la restricción o limitación de derechos son un recurso de 

ultima ratio (principio de intervención mínima), de ahí que, antes de acudir a tal 

expediente punitivo (dicho en una acepción general), deben agotarse otros medios 

jurídicos con consecuencias o efectos menos drásticos o graves (principio de 

subsidiariedad), como sería la ineficacia del acto irregular o su nulidad, por 

ejemplo. Así lo ha reconocido la Sala Superior, como se puede advertir, en el 

criterio relevante que tiene por rubro NORMATIVA PARTIDARIA. SU VIOLACIÓN 

NO IMPLICA, NECESARIAMENTE, LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN.19 

 

2.3. El tipo administrativo sancionador electoral. 

 

El tipo administrativo sancionador electoral está integrado, como se anticipó, por 

dos elementos: Un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. El legislador 

ordinario, a partir de un principio de reserva legal, establece cuáles son las 

conductas relevantes para el derecho administrativo sancionador (como en el 

penal), en función de una valoración normativa, en la cual, además, se tienen 

como base datos ontológicos, según deriva de lo dispuesto en los artículos 41, 

fracciones II, inciso c), segundo párrafo, III, apartado D, IV, tercer párrafo, y V, 

décimo párrafo; 73, fracción XXI, párrafo primero, 109, fracción III, y 113, párrafo 

primero, de la Constitución federal. 

  

Mediante un ejercicio de abstracción, se crean los tipos administrativos, los cuales 

son construcciones lingüísticas conformadas por oraciones que describen las 

                                                 
18

 Vid., Cárdenas Gracia, Jaime, Lecciones de los asuntos PEMEX y Amigos de Fox, México, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2004, y Lorenzo Córdova y Ciro Murayama, Elecciones, dinero y 

corrupción. Pemexgate y Amigos de Fox, México, Cal y Arena, 2006. 
19

 Vid.,  Compilación oficial Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2005, t. Tesis relevantes, pp. 
708-711. 
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constantes genéricas de un hecho para ser considerado como prohibido y la 

sanción a imponer a quien realice la conducta generadora del hecho. Es en esta 

medida que el tipo tiene una función preventiva y de garantía.20 Así, tiene sentido 

hablar de “conducta-típica” como aquélla que lesiona o pone en peligro bienes 

jurídicos electorales relevantes. Esto es, el fundamento de la conducta-típica 

reside en la inobservancia de un deber jurídico de abstención, de hacer o de 

protección. 

 

En el derecho de las infracciones administrativo electorales tiene vigencia el 

principio de tipicidad (nullum crimen, nulla poena sine lege praevia, scripta, stricta 

e certa), que constituye una proyección específica del de legalidad, reserva de ley 

o exigencia de ley habilitante. Dicho principio implica: a) La necesidad de que toda 

conducta que se pretenda reputar como falta debe estar prevista en una ley; b) La 

ley en que se disponga el presupuesto de la sanción, la conducta ilícita, infracción 

o falta, así como la correlativa sanción, necesariamente debe ser escrita y anterior 

a la comisión del hecho, a fin de que sus destinatarios inmediatos conozcan con 

precisión cuáles son las conductas ordenadas y las prohibidas, así como las 

consecuencias jurídicas de su inobservancia;21 c) Las normas jurídicas en que se 

prevea una falta electoral y su sanción sólo admiten una interpretación y aplicación 

exacta y estricta (odiosa sunt restringenda), ya que el ejercicio del ius puniendi 

debe actualizarse sólo en aquellos casos en los que exista coincidencia plena 

entre los elementos del supuesto jurídico y el hecho, y d) Las penas deben ser 

determinadas, en cuanto a su tipo y cuantía. Esto no impide que la sanción sea 

                                                 
20

 Díaz Aranda, Enrique, Derecho penal. Parte general, México, coed. Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM y Porrúa, 2003, pp. 185-186. 
21

 Sobre el particular es importante atender al texto de las tesis relevantes de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que, respectivamente, tienen por rubro: 
FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES. PRINCIPIOS APLICABLES, y 
RÉGIMEN ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL APLICABLE A LOS PARTIDOS 
POLÍTICOS EN EL MANEJO DE SUS RECURSOS. SE APEGA A LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES DE CERTEZA Y LEGALIDAD, las cuales fueron publicadas en la 
Compilación oficial Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2006, tomo tesis relevantes, páginas 
574 y 575, así como 874 y 875, respectivamente. 
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individualizable.22 Es decir, la conducta debe encuadrar en el tipo en forma precisa 

para que se pueda aplicar la consecuencia jurídica, quedando así proscrita la 

analogía; asimismo, ese poder coactivo debe ser acotado y limitado, puesto que 

los supuestos en que se autoriza su aplicación son estrechos o restrictivos por 

significarse como limitaciones, restricciones, suspensiones o privaciones de un 

concreto sujeto activo o infractor. 

 

2.4. El procedimiento administrativo sancionador electoral. 

 

Por procedimiento administrativo sancionador se alude al sistema concatenado de 

actos realizados preponderantemente por la autoridad administrativo-electoral, el 

cual, a partir de una denuncia o mediante la incoación oficiosa, da lugar a una 

etapa de instrucción (incluso, de defensa), alegatos, juicio y resolución. Dicho 

procedimiento tiene por objeto la comprobación de la infracción administrativo-

electoral y de la responsabilidad del sujeto infractor, así como la determinación de 

la sanción y, en un sentido amplio, su ejecución. 23 

 

El procedimiento administrativo sancionador está sujeto a una serie de 

condiciones o formalidades destinadas a asegurar los derechos de la parte sujeta 

al mismo procedimiento como probable infractor. Está proscrito todo exceso o 

abuso de poder. 

 

Los actos de molestia que implica la sujeción a un procedimiento para los 

probables infractores deben observar ciertos criterios, como lo son los de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad, según lo propone la Sala Superior.24 Los 

                                                 
22

 Vid. La tesis de jurisprudencia cuyos datos de publicación se precisan en la nota 10 y que tiene 
el rubro  RÉGIMEN ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. PRINCIPIOS JURÍDICOS 
APLICABLES, así como la obra de Roxin, Claus, Derecho penal. Parte General, tr. Diego Manuel 
Luzón peña, et al, Madrid, Civitas, 1997, pp. 140-141. 
23

 Bardají Fuentes, Joaquín de, op. cit., p. 303, así como Jesús González Pérez, Manual de 
derecho administrativo, Madrid, Civitas, 2000, pp. 74-75. 
24

 La tesis de jurisprudencia con el rubro PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 

ELECTORAL. DEBE REALIZARSE CONFORME A LOS CRITERIOS DE IDONEIDAD, NECESIDAD 



 
 

18 

 

actos del procedimiento deben ser aptos para la consecución de sus fines; la 

intervención mínima o necesidad obliga a la autoridad responsable de la 

instrucción y resolución, así como de la ejecución, a optar por aquellas medidas 

que incidan en menor medida en los derechos del presunto infractor, salvo que lo 

contrario esté plenamente justificado y no exista una opción menos lesiva, y la 

proporcionalidad significa la ponderación de los bienes que están en juego o 

conflicto, para establecer una solución razonable que justifique plenamente por 

qué se considera que debe privilegiarse la primacía de un principio o valor sobre 

otro, atendiendo a las propiedades fácticas relevantes. 

 

Dichas formalidades, como lo destacó la Sala Superior, comprenden la noticia, 

queja o denuncia que cumpla con ciertos elementos formales, o bien, el 

conocimiento de un hecho sobre el que existan elementos mínimos de prueba, así 

sean leves y con carácter indiciario, para dar comienzo al procedimiento, cuya 

nota distintiva es su aproximación al procedimiento inquisitivo.25  

 

La queja debe colmar ciertos extremos como son el que aluda a hechos que 

puedan configurar una infracción, es decir, que cumplan con el mandato de 

tipificación; que existan elementos circunstanciales de modo, tiempo y lugar que 

hagan verosímil la versión de los hechos, esto es, que tengan la apariencia de ser 

verdaderos o creíbles, y que existan elementos probatorios suficientes, así sea 

leves y con un valor indiciario, par hacer probable la comisión de la infracción y la 

responsabilidad del sujeto.26 

                                                                                                                                                     
Y PROPORCIONALIDAD, la cual aparece publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis 

Relevantes 1997-2005, t. Jurisprudencia, pp. 235-236, está dirigida a las diligencias orientadas a la obtención 

de elementos de prueba, cabe aplicarla, por extensión, a todo el procedimiento, desde el comienzo de la 

indagatoria hasta su ejecución, dada la persistencia de las razones que inspiran su establecimiento en toda la 

secuela del procedimiento. 
25

 Cfr. La tesis de jurisprudencia que tiene por acápite PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

SANCIONADOR ELECTORAL PARA LA ATENCIÓN DE QUEJAS SOBRE EL ORIGEN Y LA 

APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS 

POLÍTICOS. ES ESENCIALMENTE INQUISITIVO, publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia 

y Tesis Relevantes 1997-2005, t. Jurisprudencia, 242-243. 
26

 Vid.,  QUEJAS SOBRE EL ORIGEN Y APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL 

FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS Y AGRUPACIONES POLÍTICAS. REQUISITOS 
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Al sujeto implicado debe corrérsele traslado, para que, en forma oportuna, 

conozca los elementos probatorios que existen en su contra y que son causa del 

procedimiento, así como para que manifieste lo que a su interés convenga o fije su 

posición sobre los datos de la causa, y ofrezca y aporte las pruebas que existen 

en su favor, o bien, a señalar aquellas que deben requerirse porque tenga 

impedimento válido o justificación suficiente para no aportarlas, y la posibilidad de 

desahogar dichas pruebas y alegar sobre las pruebas que obren en el 

expediente.27 

 

Igualmente, comprende el despliegue de la actividad indagatoria o instructora de la 

autoridad administrativa competente, para corroborar los indicios que se 

desprendan de los elementos de prueba aportados por el denunciante o que la 

misma autoridad u otra posee con motivo del ejercicio de sus atribuciones, para 

allegarse de elementos probatorios idóneos y necesarios que permitan verificar o 

desvanecerlos, a fin de determinar si los datos iniciales están suficientemente 

sustentados y llevan a considerar como probables los hechos, llevando a cabo la 

actividad de investigación por aquel cauce que los fortalezca y si de ello no se 

verifica algún hecho o avance, o bien, se desvanecen o destruyen los existentes, 

sin generarse nuevos indicios, estará plenamente justificado que la instructora no 

realice más diligencias. 

 

En cambio, si la indagatoria lleva al fortalecimiento de las pruebas iniciales sobre 

los hechos materia del procedimiento, se debe ponderar el vínculo de inmediatez 

entre los hechos iniciales y los nuevos que resulten, de manera que si se produce 

un nexo directo, inmediato y natural, se denotará que la averiguación tiene una 

                                                                                                                                                     
DERIVADOS DE ADMISIÓN DE DENUNCIA, la cual aparece publicada en la Compilación Oficial de 

Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, t. Jurisprudencia, pp. 257-258. 
27

 Cfr .la tesis de jurisprudencia con el rubro AUDIENCIA. ELEMENTOS QUE CONFIGURAN TAL 

GARANTÍA EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 49-A, 

PÁRRAFO 2, DEL CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, 

la cual aparece publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, t. 

Jurisprudencia, pp. 31-33. 
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ruta sólida y que la línea de investigación se ha extendido, con posibilidades de 

reconstruir la línea fáctica denunciada, por lo cual, a partir de dichos extremos, se 

pueden decretar nuevas diligencias que permitan reconstruir nuevos eslabones 

inmediatos y así nuevas rutas de investigación.28 

 

3. Fundamento constitucional. 

Las disposiciones constitucionales que son fundamento de las infracciones 

administrativo-electorales, los procedimientos administrativo sancionador electoral 

y sus sanciones son: 

 

En general (artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, de la constitución 

federal): 

 

El Congreso de la Unión tiene facultad para establecer las faltas contra la 

Federación y fijar los castigos que por ellas deban imponerse. 

 

En materia de financiamiento de los partidos políticos y demás recursos con 

que cuenten [artículo 41, fracción II, inciso c), párrafo segundo, de la 

Constitución federal] 

 

En la ley se fijarán las sanciones que deban imponerse  por el incumplimiento de 

las disposiciones en materia de financiamiento de los partidos políticos y, en 

general, de los recursos con que cuenten. 

 

En materia de medios de comunicación social [artículo 41, fracción HI, 

aparatado D, de la Constitución federal] 

 

                                                 
28

 Vid., la tesis de jurisprudencia con el rubro PROCEIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 

ELECTORAL. RELACIONADO CON LA FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTDOS 

POLÍTICOS. NORMAS GENERALES PARA LA ACTIVIDAD INVESTIGADORA, la cual aparece 

publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, t. Jurisprudencia, pp. 

243-244. 
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Las infracciones al uso de los medios de comunicación social por los partidos 

políticos son sancionadas por el IFE, mediante procedimientos expeditos, que 

podrán incluir la cancelación inmediata de las transmisiones en radio y televisión, 

de concesionarios y permisionarios, que violen la ley. 

 

En materia de procesos partidistas de selección y postulación de 

candidatos,  precampañas y campañas [artículo 41, fracción IV,  de la 

constitución federal] 

 

La violación a las disposiciones sobre procesos partidistas de selección y 

postulación de candidatos, así como las reglas de precampañas y campañas 

electorales, así como su duración, por los partidos o cualquier persona física o 

moral será sancionada conforme a la ley. 

 

En materia de fiscalización de las finanzas de los partidos (artículo 41, 

fracción V, párrafo décimo, de la Constitución federal). 

 

Los procedimientos para la aplicación de sanciones por el Consejo general, en 

materia de fiscalización de las finanzas de los partidos políticos nacionales, está a 

cargo de un órgano técnico del Consejo general. 

 

En materia de sanciones administrativas a los servidores públicos (artículos 

109, fracción III, y 113, párrafo primero, de la Constitución federal). 

 

Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u 

omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 

que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Las 

leyes sobre responsabilidades administrativas, además, determinarán sus 

obligaciones a fin de salvaguardar dichos principios, y los procedimientos y las 
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autoridades para aplicarlas. Las sanciones consistirán en suspensión, destitución 

e inhabilitación, así como en sanciones económicas. 

 

4. Régimen legal de los procedimientos administrativo sancionadores.29 

 

En razón de los temas encomendados sólo se hará referencia a los subtemas de 

procedimientos y sanciones. 

 

 “Derecho administrativo sancionador electoral: procedimientos y 
sanciones” 

 
Tipos de infracciones y sanciones 
 

 Las infracciones de los partidos políticos se castigarán con: 
- Multa de hasta 10 mil (antes de 50 a cinco mil) días de salario 

mínimo general vigente para el Distrito Federal, según la gravedad 
de la falta (la legislación anterior no consideraba la gravedad de la 
falta). 

- En caso de infracción a los topes de gastos de campaña, a los límites 
a donativos o aportaciones de simpatizantes, o de los candidatos 
para sus propias campañas, con un tanto igual al del monto ejercido 
en exceso. En caso de reincidencia, la sanción será de hasta el doble 
de dicho monto;  

- Según la gravedad de la falta, con la reducción de hasta 50% de las 
ministraciones del financiamiento público que les corresponda, por el 
periodo que señale la resolución (antes no se consideraba la 
gravedad de la falta); 

- Con la interrupción de la transmisión de la propaganda política o 
electoral, durante el tiempo que asigne el IFE; 

- La violación de abstenerse a usar en la propaganda electoral, 
expresiones que denigren a las instituciones y a los partidos, se 
sancionará con multa; durante las precampañas y campañas 
electorales, en caso de reincidencia, se podrá sancionar con la 
suspensión parcial del acceso a medios de comunicación;  

- En los casos de conductas violatorias graves y reiteradas, 
especialmente a sus obligaciones en materia de origen y destino de 
sus recursos, con la cancelación de su registro como partido político. 

 

                                                 
29

 En el presente documento se utiliza gran parte del material preparado en el CDD y el CCJE, así como en el 

cuadro comparativo que se reproduce en los anexos. 
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¿La multa debe cuantificarse con valores vigentes al momento de la 
comisión de la infracción o de su determinación? 
 

Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 269.1 Cofipe, artículo 354.1, a) 

 

 Las infracciones de las APN se sancionarán con: 
- Multa de hasta 10 mil (antes de 50 a cinco mil) días de salario 

mínimo general para el Distrito Federal, según la gravedad de la falta 
(antes no se consideraba la gravedad de la falta), y 

- Suspensión o cancelación de su registro, que en primer caso no 
podrá ser menor a seis meses (antes no se establecía periodo de 
suspensión). 

 
Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 269.1 Cofipe, artículo 354.1, b) 

 

 Las infracciones de los aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de 
elección popular se sancionarán con: 
- Amonestación pública; 
- Multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general para el 

Distrito Federal; y 
- Pérdida del derecho del precandidato infractor a ser registrado como 

candidato. Si ya fue registrado, será cancelado. 
- Si las infracciones cometidas por aspirantes o precandidatos a 

cargos de elección popular, son imputables sólo a ellos, no 
procederá sanción alguna en contra del partido político. Cuando el 
precandidato resulte electo en el proceso interno, el partido político 
no podrá registrarlo como candidato. 

 
¿Siempre se deberá emplazar al procedimiento al candidato y al 
partido político o a la coalición y, en su caso, a la agrupación política 
nacional, si existe acuerdo de participación (!?), a pesar de que no 
existan indicios de la responsabilidad partidaria o de la agrupación? 

 
¿Se puede sancionar a la coalición, en caso de infracciones a los 
precandidatos o candidatos, y qué ocurre con las agrupaciones 
políticas nacionales si existe un acuerdo de participación y el 
precandidato o el candidato comete una infracción, podrá celebrar un 
nuevo acuerdo con otro partido político o coalición y podrá ser 
sancionada? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 354.1, c) 
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 Las infracciones de los ciudadanos, dirigentes y afiliados a los partidos 
políticos, o de cualquier persona física o moral se sancionarán con: 
- Amonestación pública; 
- Respecto de los ciudadanos, de los dirigentes y afiliados a los 

partidos políticos, con multa de hasta 500 días de salario mínimo 
general vigente para el Distrito Federal. 

- Para las personas morales con multa de hasta 100 mil días. En el caso 
de aportaciones que violen lo dispuesto en el COFIPE, o tratándose de 
la compra de tiempo en radio y T.V. para la difusión de propaganda 
política o electoral, con el doble del precio comercial de dicho tiempo. 

 
¿Qué debe entenderse por doble del precio comercial del tiempo, en 
caso de la aplicación de la sanción por aportaciones que violen lo 
dispuesto en el COFIPE o compra de radio y televisión, para la 
difusión de tiempo en radio y televisión? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 354.1, d) 

 
 

 Las infracciones de los observadores electorales u organizaciones de 
observadores electorales, además de la cancelación inmediata de su 
acreditación, se sancionarán con: 
- Amonestación pública 
- Multa de hasta 200 (antes de 50 a 200) días de salario mínimo 

general vigente para el Distrito Federal, tratándose de las 
organizaciones a las que pertenezcan los observadores electorales. 

 
Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 264.1 y 2 Cofipe, artículo 354.1, e) 

 
 

 Las infracciones de los concesionarios o permisionarios de radio y T.V. se 
sancionarán con: 
-  Amonestación pública; 
-  Multa de hasta 100 mil días de salario mínimo general vigente para 

el Distrito Federal, que en el caso de concesionarios o permisionarios 
de radio será de hasta 50 mil días de salario mínimo; en caso de 
reincidencia hasta con el doble de dicho monto; 

- Cuando no transmitan los mensajes, conforme a las pautas 
aprobadas por el IFE, además de la multa correspondiente, deberán 
subsanar de inmediato la omisión utilizando el tiempo comercial o 
para fines propios que la ley les autoriza. 

- En caso de infracciones graves y reiteradas, con la suspensión de la 
transmisión del tiempo comercial correspondiente a una hora y hasta 
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el que corresponda por 36 horas, por la autoridad competente, previo 
acuerdo del CG. 

- Cuando la sanción anterior sea impuesta, el tiempo de la publicidad 
suspendida será ocupado por la transmisión de un mensaje de la 
autoridad en el que se informe al público de la misma. Tratándose de 
permisionarios, la sanción será aplicable durante el tiempo destinado 
a patrocinios. 

- Cuando la sanción haya sido aplicada y el infractor reincida en forma 
sistemática en la misma conducta, el CG dará aviso a la autoridad 
competente a fin de que aplique la sanción que proceda conforme a 
la ley de la materia. 

 
¿Puede cancelarse o revocarse una concesión o permiso en materia 

de Radio y Televisión por reincidencia en infracción en forma 
sistemática (revisar artículos 31 a 39 y 101 a 106 de la Ley 
Federal de Radio y Televisión)? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 354.1, f) 

 
 

 Las infracciones de las organizaciones de ciudadanos que pretendan 
constituir partidos políticos se sancionarán con: 
- Amonestación pública; 
- Multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente para 

el Distrito Federal, según la gravedad de la falta; y 
- La cancelación del procedimiento tendiente a obtener el registro 

como partido político nacional. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 354.1, g) 

 
 

 Las infracciones de las organizaciones sindicales, laborales o patronales, o 
de cualquier otra agrupación con objeto social diferente a la creación de 
partidos políticos, así como sus integrantes o dirigentes, en lo relativo a la 
creación y registro de partidos políticos, se sancionará con: 
- Amonestación pública y multa de hasta cinco mil días de salario 

mínimo general vigente para el Distrito Federal, según la gravedad 
de la falta. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 354. h) 
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 Cuando las autoridades federales, estatales o municipales no cumplan las 
órdenes de la autoridad electoral, no proporcionen en tiempo y forma la 
información que les sea solicitada, o no presten el auxilio y colaboración 
que les sean requeridos por los órganos del IFE, la Secretaría integrará un 
expediente que será remitido al superior jerárquico de la autoridad 
infractora, quien comunicará al IFE las medidas que haya adoptado. 

 

 Se especifica que si la autoridad infractora no tuviese superior jerárquico, el 
requerimiento será turnado a la Auditoría Superior de la Federación, o su 
equivalente en la entidad federativa que se trate, a fin de que se proceda en 
los términos de las leyes aplicables. 

 
¿A qué procedimiento se debe sujetar al presunto infractor, cuando se 
trate de una autoridad federal, estatal o municipal? ¿Tienen intervención 
(garantía de audiencia) en la integración del expediente? 

 
Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 264.3 Cofipe, artículo 355.1 

 
 

 Cuando el IFE conozca del incumplimiento por parte de los notarios 
públicos a las obligaciones que el Cofipe les impone, la Secretaría integrará 
un expediente que se remitirá al Colegio de Notarios para que proceda 
conforme a la legislación de la materia, e informe al IFE, dentro del plazo de 
un mes, las medidas que haya adoptado y las sanciones impuestas (antes 
no se precisaba que la Secretaría era la encargada de conocer estas 
infracciones, se especificaba que se daría aviso al Colegio de Notarios y no 
existía plazo para que la autoridad competente informara resultados al IFE). 

 
¿A qué procedimiento se debe sujetar al presunto infractor, cuando se 
trate de un notario? ¿Tiene intervención (garantía de audiencia) en la 
integración del expediente? 

 
Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 266.2 y 3 Cofipe, artículo 355.2 

 
 

 Para que una sanción se pueda imponer de manera individual, la autoridad 
electoral deberá tomar en cuenta las circunstancias que rodean la violación 
de la norma administrativa, entre otras, la gravedad de la falta y la 
convivencia de suprimir prácticas que violen el COFIPE; las circunstancias 
de modo, tiempo y lugar de la infracción; las condiciones socioeconómicas 
del infractor; las condiciones externas y los medios de ejecución; la 
reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y el monto del beneficio, 
lucro, daño o perjuicio derivado del incumplimiento de obligaciones. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 355. 

 
 

 Será reincidente el infractor que habiendo sido declarado responsable del 
incumplimiento a alguna obligación, incurra nuevamente en la misma 
conducta infractora al COFIPE. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 355.6 

 

 Las multas se pagarán en la DEA del IFE, pero si el infractor no cumple con 
su obligación, el IFE dará vista a las autoridades hacendarias para que 
realicen el cobro, de acuerdo a la legislación aplicable. 

 
 
En el supuesto de que la multa no se a pagada ante la DEA del IFE y el cobro 
lo realice una autoridad hacendaria, qué órgano jurisdiccional será 
competente para conocer de impugnaciones de actos de autoridad en dicha 
fase de ejecución que provengan de esta última? 

 

 En el caso de los partidos políticos, el monto de las multas se restará de 
sus ministraciones de gasto ordinario, conforme con lo que se determine en 
la resolución (antes se señalaba un plazo improrrogable de 15 días para 
realizar el pago y, de no realizarse, se notificaba a la Tesorería de la 
Federación). 

 
Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 270.7 y 
272.2 

Cofipe, artículo 355.7 

 
 
Procedimiento sancionador, en general 
 

 Reglas para las notificaciones. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 357 

 
 

 Son objeto de prueba los hechos controvertidos y no lo son el derecho, los 
hechos notorios o imposibles ni los reconocidos. La Secretaría del CG y el 
CG podrán hacer referencia a hechos notorios no alegados por el 
denunciado o el quejoso. Cuando haya comparecido el denunciado ante el 
procedimiento de investigación, en el desahogo de las pruebas se respetará 
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el “principio contradictorio de la prueba”, siempre que no implique la demora 
del proceso o el riesgo de ocultar o destruir material probatorio. 

 
¿Debe precisarse cuáles son los hechos notorios para que las partes puedan 
alegar sobre los mismos en el procedimiento administrativo sancionador? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 358.1 

 
 
 

 Reglas para el ofrecimiento de pruebas. Las pruebas deberán ofrecerse en 
el primer escrito que presenten las partes en el procedimiento, expresando 
claramente el hecho o hechos que se tratan de acreditar y las razones por 
las que se estima su demostración. Podrán admitirse las pruebas 
confesional y testimonial cuando se presenten en acta levantada ante 
fedatario público que las haya recibido directamente de los declarantes, y 
siempre que estos últimos queden debidamente identificados y en el 
expediente conste su declaración. 

 
Texto anterior Texto vigente 

Cofipe, artículo 271.2 Cofipe, artículo 358.2 y 4 

 

 Reconocimientos, inspecciones y periciales. La autoridad encargada de 
conocer el procedimiento podrá ordenar el desahogo de reconocimientos o 
inspecciones judiciales, así como de pruebas periciales, cuando la violación 
reclamada lo amerite, los plazos permitan su desahogo y se estimen 
determinantes para el esclarecimiento de los hechos denunciados. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 358.5 

 

 Pruebas supervenientes. El quejoso o el denunciado podrán aportar 
pruebas supervenientes hasta antes del cierre de la instrucción; si éstas se 
admiten, se dará vista al quejoso o denunciado, según corresponda, para 
que en el plazo de cinco días manifieste lo que a su derecho convenga. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 358.6 y 7 

 

 La Secretaría del CG o el CG podrán admitir aquellas pruebas que hayan 
sido ofrecidas en el primer escrito y solicitadas a las instancias 
correspondientes, que no se aportaron antes de aprobar el proyecto de 
resolución y se aporten hasta 24 horas antes de la sesión respectiva. El CG 
advertirá a las autoridades en caso de que éstas no atiendan en tiempo y 
forma el requerimiento de las pruebas. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 358.8 

 

 El CG podrá admitir aquellos elementos probatorios que, habiendo sido 
solicitados pro los órganos del IFE dentro de la investigación, no se 
hubiesen recibido sino hasta 24 horas antes de la sesión respectiva. En 
estos casos el CG ordenará la devolución del expediente a su Secretaría 
para que ésta estudie las pruebas, ponga el expediente a la vista de las 
partes (durante 5 días para que manifiesten lo que a su derecho convenga) 
y elabore el proyecto de resolución respectivo en un término no mayor a 
diez días. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 358.9 

 

 Sistema de valoración mixto. Las pruebas admitidas y desahogadas serán 
valoradas en su conjunto, atendiendo a las reglas de la lógica, la 
experiencia y de la sana crítica, así como a los principios rectores de la 
función electoral, con el objeto de que produzcan convicción sobre los 
hechos denunciados. 

 
¿Cuáles son los alcances de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana 
crítica que rigen en materia de valoración de pruebas? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 359.1 

 

 Sistema mixto para la valoración de la prueba. Las pruebas tienen un valor 
tasado, pero, en el caso de las que no tienen valor probatorio pleno, se 
admite su “concatenación” con los demás elementos del expediente, las 
afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la 
relación que guarden entre sí. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 359.2 al 4 

 

 Reglas para la acumulación de expedientes. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 360 
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Procedimiento sancionador ordinario 
 

 Es el medio para conocer de las faltas y la aplicación de sanciones 
administrativas. Inicia a solicitud de parte o de oficio, cuando cualquier 
órgano del IFE tenga conocimiento de las conductas infractoras. 

 Prescripción de la facultad investigadora. La facultad de la autoridad 
electoral para fincar responsabilidades por infracciones administrativas 
prescribe en cinco años. 

 
¿A partir de qué momento comienza a computarse el plazo de prescripción 
para que la autoridad finque responsabilidades por infracciones 
administrativas, continúa corriendo el plazo cuando esta en curso el 
procedimiento administrativo sancionador? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 361 

 

 Legitimación para presentar una queja o denuncia e instancia receptora. 
Las personas morales por medio de sus representantes y las personas 
físicas por su propio derecho podrán presentar (por escrito, en forma oral o 
por medios de comunicación eléctricos o electrónicos) quejas o denuncias 
por presuntas violaciones a la ley electoral ante los órganos centrales o 
desconcentrados del IFE. 

 
-Requisitos de la queja y la denuncia. 

 

 Personalidad para presentar una queja o denuncia. 
 

 Ante la omisión de cualquiera de los requisitos antes señalados, la 
Secretaría del CG prevendrá al denúnciate para que la subsane dentro del 
plazo improrrogable de tres días y aclare su denuncia, cuando ésta sea 
imprecisa, vaga o genérica. En caso de no enmendarse, la denuncia se 
tendrá por no presentada. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 362.1 al 3 

 

 Queja o denuncia oral o por medios de comunicación eléctricos o 
electrónicos. La autoridad que conozca de la presentación de una queja o 
denuncia en forma oral, por medios de comunicación eléctricos o 
electrónicos, deberá hacerla constar en acta y requerir al denunciante que 
ratifique su escrito. En caso de no acudir a ratificar dentro del término de 
tres días contados a partir de haber sido notificado, se tendrá por no 
presentada la audiencia. 
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¿Qué debe entenderse por medios electrónicos para la presentación de 
una queja o denuncia? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 362.4 

 

 Luego de ser presentada la queja o denuncia, será remitida dentro de 48 
horas a la Secretaría del CG para su trámite. Si es necesario ratificarla 
luego de esto será remitida. Los órganos desconcentrados que reciban una 
queja o denuncia sobre cualquier material, procederán a enviarla a la 
Secretaría del CG dentro del plazo señalado, una vez que realicen las 
acciones necesarias para impedir el ocultamiento, menoscabo o 
destrucción de pruebas, así como para allegarse de elementos probatorios 
adicionales que puedan aportar elementos para la investigación, sin que 
dichas medidas impliquen el inicio anticipado de la misma. El órgano del 
IFE que promueva la denuncia la remitirá inmediatamente a la Secretaría, 
del CG para que la examine junto con las pruebas aportadas. 

 
¿Qué acciones deben considerarse como necesarias para impedir el 
ocultamiento, menoscabo o destrucción de pruebas y pueden ser dictadas 
por los órganos desconcentrados? 
 
¿A qué tipo de formalidades deben sujetarse dichas acciones? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 362.5 l 7 

 

 Recepción de la queja o denuncia por la Secretaría del CG y trámite 
subsecuente. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 362.8 y 9 

 

 La queja o denuncia será improcedente en los casos siguientes: 
- Por presuntas violaciones a la normativa interna de un partido 

político, cuando el quejoso o denunciante no acredite su pertenencia 
al partido político o su interés jurídico, 

-  Cuando el quejoso no agote previamente las instancias internas del 
partido denunciado, si la queja versa sobre presuntas violaciones a 
su normatividad interna. 

- Por actos o hechos imputados a la misma persona impugnados en 
otra queja o denuncia que cuente con resolución del CG y ésta no se 
haya impugnado ante el TEPJF, o habiendo sido impugnada haya 
sido confirmada. 
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- Se denuncien actos de los que el IFE resulte incompetente para 
conocer, o cuando los actos, hechos u omisiones denunciados no 
constituyan violaciones al Cofipe. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 363.1 

 

 Se sobreseerá una queja o denuncia en los casos siguientes: 
- Cuando se haya admitido la queja y sobrevenga alguna de las 

causales de improcedencia. 
- El denunciado sea un partido político que, después de la admisión de 

la queja o denuncia, haya perdido su registro, y 
- Si el denunciante presenta escrito de desistimiento antes de la 

aprobación del proyecto de resolución por parte de la Secretaria el 
CG, y que a su juicio o por avance de la investigación, no se trate de 
hechos graves ni que vulneren los principios de la función electoral. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 363.2 

 

 Estudio oficioso de las causas de improcedencia o sobreseimiento de la 
queja o denuncia y propuesta respectiva por la Secretaría del CG. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 363.3 

 

 Si durante la sustanciación de una investigación, la Secretaría del CG 
advierte hechos distintos al objeto del procedimiento motivo de la queja o 
denuncia que puedan constituir distintas violaciones electorales, o la 
responsabilidad de actores diversos a los denunciados, la Secretaría del 
CG, sin que medie solicitud de alguna de las partes, podrá ordenar el inicio 
de un nuevo procedimiento de investigación. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 363.4 

 

 Registro de quejas desechadas. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 363.5 

 

 Emplazamiento. Una vez admitida la queja o denuncia, la Secretaría del CG 
emplazará al denunciado, sin perjuicio de ordenar las diligencias de 
investigación que estime necesarias. Con la primera notificación se le 
entregará al denunciado una copia de la queja o denuncia, así como de las 
pruebas que en su caso haya aportado el denunciante o hubiera obtenido a 
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prevención la autoridad que la recibió. El denunciado tendrá un plazo de 
cinco días para contestar, de no hacerlo ya no podrá ofrecer pruebas sin 
generar presunción sobre la veracidad de los hechos denunciados.  

 

 Requisitos del escrito de contestación. 
 

¿Puede ampliarse el plazo para contestar el emplazamiento, si, por 
ejemplo, el presunto infractor tiene su domicilio fuera de la sede de la 
Secretaría del CG, o bien, cuando el asunto contenga un gran número de 
fojas y legajos? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 364 

 

 Principios aplicables en materia de investigación. La investigación para el 
conocimiento cierto de los hechos se realizará por el IFE de forma sería, 
congruente, idónea, eficaz, expedita, completa y exhaustiva. 

 Medidas precautorias. Cuando la Secretaría del CG tenga conocimiento de 
los hechos denunciados, en su caso, dictará de inmediato las medidas 
necesarias para dar fe de los mismos, para impedir que se pierdan, 
destruyan o alteren las huellas o vestigios, y en general para evitar que se 
dificulte la investigación. 

 Integración del expediente. Admitida la queja o denuncia, la Secretaría del 
CG se allegará de los elementos de convicción que estime necesarios para 
integrar el expediente respectivo. Solicitará mediante oficio a los órganos 
centrales o desconcentrados del IFE que lleven a cabo las investigaciones 
o recaben las pruebas necesarias. 

 Palazo para la investigación. El plazo para llevar a cabo la investigación no 
podrá exceder de 40 días, contados a partir de la recepción del escrito de 
queja o denuncia en la Secretaría del CG, o del inicio de oficio del 
procedimiento por parte del secretario del CG. Dicho plazo podrá ser 
ampliado de manera excepcional por una sola vez, hasta por otros 40 días, 
por medio de un acuerdo que emita la Secretaría del CG. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 365.1 al 3 

 
Medidas provisionales. Si durante el plazo fijado para admitir la queja o denuncia, 
la Secretaría del CG valora que deben dictarse medidas provisionales, lo 
propondrá a la Comisión de Quejas y Denuncias para que esta resuelva en un 
plazo de 24 horas, con el fin de lograr la suspensión de los actos o hechos, evitar 
la producción de daños irreparables, la afectación de los principios que rigen los 
procesos electorales o la vulneración de los bienes jurídicos tutelados por la ley 
electoral. 
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¿Existe contradicción entre el artículo 52 y el 365, párrafo 4, y el 368, párrafo 
8, del COFIPE y, en su caso, cómo debe resolverse? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 365.4 

 

 Solicitudes a las autoridades y requerimientos a las personas físicas y 
morales. El secretario del CG podrá solicitar a las autoridades federales, 
estatales o municipales, los informes, certificaciones o el apoyo necesario 
para las diligencias que sirvan para indagar y verificar la certeza de los 
hechos denunciados. Con la misma finalidad podrá requerir a las personas 
físicas y morales la entrega e informaciones y pruebas que sean 
necesarias. Las diligencias que realice la Secretaría del CG serán a través 
del servidor público o el apoderado legal que éste designe, o bien por los 
vocales ejecutivos, quienes excepcionalmente podrán designar a alguno de 
los vocales de las juntas. En todo caso, los vocales ejecutivos serán 
responsables de la investigación. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 365.5 y 6 

 

 Alegatos. Cuando concluya el desahogo de las pruebas y se agote la 
investigación, la Secretaría del CG pondrá el expediente a disposición de 
las partes para que, en un plazo de cinco días, manifiesten lo que a su 
derecho convenga. 

 Plazo para la elaboración del proyecto de resolución. Transcurrido dicho 
plazo, elaborará el proyecto de resolución en un término máximo de diez 
días contados a partir del desahogo de la última vista, que podrá ser 
ampliado por el secretario por un periodo igual mediante acuerdo que 
señale las causas que lo motiven. El proyecto de resolución será enviado a 
la Comisión de Quejas y Denuncias, dentro del término de cinco días, para 
su conocimiento y estudio. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 366.1 y 2 

 

 Conocimiento del dictamen por la Comisión de Quejas y Denuncias. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 366.3 

 

 Decisión sobre el proyecto de resolución por el CG.  
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 366.4 y 5 
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 Conocimiento del proyecto de resolución por el CG. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 366.6 al 8 

 
 
Procedimiento especial sancionador 
 

 El CG, a propuesta motivada y fundada de la Comisión de Quejas y 
Denuncias, está facultado para ordenar la suspensión inmediata de 
cualquier propaganda política o electoral en radio o televisión que sea 
violatoria del COFIPE, sin perjuicio de las sanciones adicionales que deban 
aplicarse a los infractores. 

 
¿En razón del precedente establecido en el SUP-RAP-17/2006 y el SUP-JRC-
163/2006, se puede ampliar el procedimiento de suspensión a propaganda 
política y electoral que sea transmitida en medios distintos de la radio y la 
televisión? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Constitución, artículo 41, 
Base III, Apartado D 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 52 

 

 Durante los procesos electorales, la Secretaría del CG instruirá el 
procedimiento especial sancionador por la comisión de conductas que: a) 
Violen las disposiciones constitucionales relativas al uso de los medios de 
comunicación social o sobre las condiciones para la emisión de propaganda 
por servidores públicos; b) Contravengan las normas sobre propaganda 
política o electoral establecidas para los partidos políticos en el COFIPE, y 
c) Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 367 

 

 Cuando la conducta infractora se relacione con propaganda política o 
electoral en radio y T.V. durante los procesos electorales de las entidades 
federativas, la autoridad electoral administrativa competente presentará la 
denuncia ante el IFE.  

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 368.1 

 

 Los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que 
denigre o calumnie sólo podrán iniciar a instancia (solicitud) de parte 
afectada. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 368. 2 

 

 Requisitos de la denuncia por infracciones relacionadas con propaganda 
política o electoral en radio y T.V. durante la realización de los procesos 
electorales locales. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 368.3 

 

 El órgano del IFE que reciba o promueva la denuncia por infracciones 
relacionadas con propaganda política o electoral en radio y T.V. durante la 
realización de los procesos electorales locales, la remitirá inmediatamente a 
la Secretaría del CG, para que sea examinada junto con las pruebas 
aportadas. 

 
Existe contradicción entre lo dispuesto en los párrafos 2 y 4 del 
artículo 368 del COFIPE? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 368.4 

 

 Causas de desechamiento de la denuncia por infracciones relacionadas con 
propaganda política o electoral en radio y T.V. durante la realización de los 
procesos electorales locales y plazo. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 368.5 y 6 

 

 Una vez emitida la denuncia por infracciones relacionadas con propaganda 
política o electoral en radio y T.V. durante la realización de los procesos 
electorales locales, se emplazará (hará del conocimiento) al denunciante y 
al denunciado para que asista a una audiencia de pruebas y alegatos 
dentro de las 48 horas siguientes. En el escrito respectivo se informará al 
denunciado de la infracción que se le imputa y se le correrá traslado (se le 
entregará copia) de la denuncia con sus anexos. Si la Secretaría del CG 
considera necesaria la adopción de medidas provisionales, las propondrá a 
la Comisión de Quejas y Denuncias dentro de 48 horas. 

 
¿Existe contradicción entre lo dispuesto en el artículo 52 y el 365, párrafo 4, 
y el 368, párrafo 8, del COFIPE y, en su caso, cómo debe resolverse? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 368.7 y 8 
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 Audiencia de pruebas y alegatos. En el procedimiento especial no serán 
admitidas más pruebas que la documental y la técnica, esta última siempre 
y cuando quien la ofrezca aporte los medios para su desahogo (análisis y 
estudio) en el curso de la audiencia. 

 
¿A pesar del texto expreso pueden admitirse otro tipo de pruebas en el 
procedimiento especial, como podrían ser la inspección y la pericial? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 369.1 y 2 

 
 

Audiencia de pruebas y alegatos. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 369.3 

 

 Proyecto de resolución y sesión de resolución. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 370 

 

 Durante los procesos electorales, el vocal ejecutivo de la junta distrital que 
corresponda por demarcación territorial conocerá de las denuncias sobre 
infracciones relacionadas con propaganda política electoral en radio y T.V. 
durante la realización de los procesos electorales locales, en los siguientes 
casos: 
- Por la comisión de conductas que se refieran a la ubicación física o al 

contenido de propaganda política o electoral impresa. 
- Por la propaganda pintada en bardas, o de cualquier otra diferente a 

la transmitida por radio o T.V. 
- Cuando se refieran a actos anticipados de precampaña o campaña. 
 

 Procedimiento correlativo. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 371.1 

 

 Fuera de los procesos electorales federales la denuncia (por infracciones 
relacionadas con propaganda política o electoral en radio y T.V. durante la 
realización de los procesos electorales locales) se presentará ante la Junta 
Ejecutiva del distrito electoral de que se trate. Las resoluciones que 
aprueben los consejos o juntas distritales podrán ser impugnadas ante los 
consejos o juntas locales, cuyas resoluciones serán definitivas. Si la 
conducta denunciada constituye una infracción generalizada o implica 
gravedad, la Secretaría del CG podrá atraer el asunto. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 371.1 y 2 

 
 
Procedimiento en materia de quejas sobre financiamiento y gasto de los partidos 
políticos 
 

 Órganos competentes para la tramitación y resolución de quejas sobre 
financiamiento y gasto de los partidos y APN. 
 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 372.1 y 2 

 

 Notificaciones en quejas sobre financiamiento y gasto de los partidos 
políticos. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 372.3 

 

 Para la tramitación y resolución de quejas sobre financiamiento y gasto de 
los partidos políticos, se podrán aplicar de manera supletoria las reglas de 
sustanciación y resolución del procedimiento sancionador previsto en el 
COFIPE y en la LGSMIME. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 372.4 

 

 Recepción de las quejas. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 373 

 

 Requisitos de las quejas. Toda queja sobre financiamiento y gasto de los 
partidos políticos deberá ser presentada por escrito, con firma autógrafa del 
denunciante, señalando domicilio para oír y recibir notificaciones. En las 
quejas presentadas por los partidos o APN, el promovente deberá acreditar 
su personería. El escrito debe contener la narración de los hechos que la 
motivan y aportarse los elementos de prueba o indicios con los que cuente 
el denunciante. 

 
¿Puede presentarse una queja por cuestiones de financiamiento y gasto por 
medios de comunicación electrónico o eléctricos? 
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¿Existen requisitos subsanables y, en su caso, cabe requerir para que se 
cumplan cabalmente? 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 374 y 375 

 

 Plazo para su presentación. Las quejas podrán presentarse dentro de los 
tres años siguientes a la fecha de publicación en el DOF del dictamen 
consolidado relativo a los informes correspondientes al ejercicio 
denunciado. 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 375 

 

 Una vez que el titular de la Unidad de Fiscalización reciba el escrito de 
queja sobre financiamiento y gasto de los partidos políticos, lo registrará y 
le comunicará al secretario del CG. La queja se desechará de plano 
cuando: 

 
- Los hechos narrados sean notoriamente frívolos o inverosímiles, o 

siendo ciertos, carezcan de sanción legal; 
- La queja no cumpla con los requisitos exigidos por el COFIPE; 
- No se aporten pruebas que respalden los hechos que se denuncian;  
- Si por cualquier otro motivo la queja resulta notoriamente 

improcedente. 
 

 El desechamiento de la queja no prejuzga el fondo del asunto ni es un 
obstáculo para que la Unidad de Fiscalización ejerza sus atribuciones 
legales. Si no se presenta alguna causa para desechar la queja, el titular de 
la Unidad de Fiscalización notificará al partido denunciado del inicio del 
procedimiento. Podrá solicitar al secretario ejecutivo que instruya a los 
órganos ejecutivos, centrales o desconcentrados del IFE para que lleven a 
cabo las diligencias probatorias o recaben las pruebas necesarias. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 376.1 al 5 

 

 El titular de la Unidad de Fiscalización podrá solicitar al secretario ejecutivo 
que requiera a las autoridades competentes para que entreguen las 
pruebas que tengan en su poder o le permitan obtener información 
reservada o protegida por el secreto fiscal, bancario o fiduciario. En este 
último caso establecerá las medidas para el resguardo de la información 
entregada. También podrá requerir a los particulares, personas físicas y 
morales, para que proporcionen información y documentos necesarios para 
la investigación. En ambos casos, los requerimientos se deberán responder 
en un plazo máximo e 15 días naturales, que podrán ampliarse a cinco 
días, por causa justificada. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 376.6 y 7 

 

 Facultades de del titular de la Unidad de Fiscalización en el curso de la 
revisión que se practique sobre los informes anuales o de campaña de los 
partidos políticos nacionales. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 376.8 

 
 
 

Instrucción, elaboración del proyecto de resolución y sesión de resolución. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 377 

 

 Imposición de sanciones, elementos para su determinación e 
individualización. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 378 

 
 
Procedimiento para la determinación de responsabilidades administrativas 
 

 Objeto, Establece el procedimiento para determinar las responsabilidades 
de los servidores públicos del IFE. Iniciará de oficio o a petición de parte, 
por queja o denuncia presentada por cualquier persona, servidor público 
que tenga conocimiento de los hechos o Ministerio Público Federal. No se 
admitirán denuncias anónimas. Las responsabilidades administrativas 
prescribirán en tres años. 

 
¿A partir de qué momento comienza el cómputo del plazo de prescripción 
en el procedimiento para la determinación de responsabilidades 
administrativas? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 381.1 

 

 Régimen supletorio. A falta de disposición expresa en el procedimiento para 
determinar las responsabilidades de los servidores públicos del IFE, se 
aplicarán supletoriamente las reglas de tramitación y resolución del 
procedimiento sancionador previsto en el COFIPE, la Ley Federal de 
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Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley de 
Fiscalización Superior de la Federación. 

 
¿Qué ocurre con las disposiciones procesales previstas en el Estatuto, 
considerando que en el artículo 381, párrafo 2, del COFIPE, se establece 
cuáles son los ordenamientos supletorios y no se menciona al primero de 
los enumerados? 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 381.2 

 

 Requisitos de las quejas o denuncias para determinar las responsabilidades 
de los servidores públicos del IFE. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 382.1 

 

 Causas de improcedencia. Las quejas o denuncias para determinar las 
responsabilidades de los servidores públicos del IFE serán improcedentes 
en los supuestos siguientes cuando: 
- Se trate de actos u omisiones imputados a una misma persona, que 

hayan sido materia de otra queja o denuncia ante la Contraloría 
General y que cuenten con resolución definitiva; 

- Se denuncien actos u omisiones de los que la Contraloría General 
resulte incompetente para conocer; y 

- Los actos u omisiones denunciados no constituyan causas de 
responsabilidad. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 382.2 

 

 Causas de sobreseimiento. Procederá el sobreseimiento del procedimiento 
sancionador cuando: 
- Recibida la queja o denuncia, sobrevenga una causa de 

improcedencia, 
- El denunciante presente escrito de desistimiento, siempre que se 

exhiba antes de dictada la resolución. En caso de infracciones graves 
no procederá el sobreseimiento. 

 

 Estudio oficioso de estas y las anteriores causas que impiden conocer del 
fondo del asunto. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 382.3 y 4 

 
Emplazamiento, sustanciación y resolución. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 383.1, a) y b) 

 

 El contralor general citará a una audiencia al servidor público del IFE que: 
- Realice conductas que atenten contra la independencia de la función 

electoral o cualquier acción que genera o implique subordinación 
respecto de terceros; 

- Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño de 
las funciones o labores a su cargo; 

- No preservar los principios que rigen el funcionamiento del IFE. 
 

 El contralor le hará saber al servidor público del IFE la responsabilidad (es) 
imputada (s), el lugar, día y hora en que se realizará la audiencia y su 
derecho de ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga (por sí o 
por medio de un defensor). El plazo entre la fecha de citación y la audiencia 
no será menor de cinco ni mayor de 15 días hábiles. Si del informe o de los 
resultados de la audiencia no se desprenden elementos para resolver, o se 
detectan otros que impliquen nueva responsabilidad, se podrá ordenar 
nuevas investigaciones y acordar, en su caso, la celebración de otras 
audiencias. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 383.1, c) y d) 

 

 La contraloría General, siempre que así convenga para la conducción o 
continuación de investigaciones sobre un presunto responsable, podrá 
determinar la suspensión temporal de su cargo, empleo o comisión, con 
excepción del consejero presidente, los consejeros electorales y el 
secretario del CG. La suspensión cesará cuando lo resuelva la Contraloría 
General y no prejuzgará la responsabilidad que se impute al servidor 
público, lo cual constará en la resolución. De no ser responsable, el servidor 
público suspendido será restituido en el goce de sus derechos y se le 
cubrirán las percepciones que debió recibir durante la suspensión. Cuando 
se compruebe la infracción, el titular de la Contraloría General impondrá la 
sanción que corresponda y dictará las medidas para su corrección. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 383.1, e) al g) 

 

 Las sanciones aplicables a las faltas cometidas por los servidores públicos 
del IFE son: apercibimiento o amonestación privada o pública, sanción 
económica, suspensión o destitución del puesto, e inhabilitación temporal, 
hasta por cinco años, para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el 
servicio público. 
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Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 384.1 

 

 El contralor general por infracciones administrativas que constituyan 
conductas graves y sistemáticas por parte del: 
- Consejero presidente y los consejeros electorales del CG, notificará 

al presidente de la Mesa directiva de la Cámara de Diputados, 
acompañando el expediente del asunto fundado y motivado, para 
que ésta resuelva sobre la responsabilidad por el acuerdo de las dos 
terceras partes de los miembros presentes. 

- Secretario ejecutivo y de los directores ejecutivos del IFE, presentará 
ante el CG el expediente respectivo para que resuelva sobre la 
procedencia de la sanción. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 384.2 y 3 

 

 Las faltas de los servidores públicos del IFE a las responsabilidades 
administrativas se valorarán y sancionarán conforme a los artículos 13, 14, 
15 y 16 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos que se refieren respectivamente a: los tipos de 
sanciones administrativas; los elementos característicos del empleo, cargo 
o comisión que desempeñaba el servidor público para la imposición de 
sanciones administrativas; la determinación de sanciones económicas y las 
reglas a seguir en la imposición de sanciones. 

 

 Respecto del incumplimiento de obligaciones consideradas como falta 
grave, se consideran las establecidas en el artículo 8 fracciones X a XIV, 
XX, XXII y XXIII de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de 
los Servidores Públicos (ver anexo) y los incisos a) al e) y g) del artículo 
380 del Cofipe: 

a) Realizar conductas que atenten contra la independencia de la 
función electoral o cualquier acción que genere o implique 
subordinación respecto de terceros;  

b) Inmiscuirse indebidamente en cuestiones que competan a otros 
órganos del IFE; 

c) Tener notoria negligencia, ineptitud o descuido en el desempeño 
de las funciones o labores a su cargo; 

d) Conocer o participar de algún asunto o acto para el cual se 
encuentren impedidos; 

e) Realizar nombramientos, promociones o ratificaciones violando la 
ley;  

g) No preservar los principios que rigen el funcionamiento del IFE. 
 

Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 385 
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 Independientemente del sentido de la resolución que se dicte al final del 
procedimiento para la determinación de responsabilidades administrativas, 
el contralor dictará las medidas oportunas para la corrección de las 
irregularidades administrativas detectadas en el trámite de la queja y si del 
contenido de ésta, se desprende la realización de una conducta que 
pudiera generar responsabilidad administrativa. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 386 

 

 Las resoluciones que impongan sanciones administrativas podrán ser 
impugnadas a través de los medios de defensa que establezcan el Estatuto 
y demás reglamentos. Los interesados podrán optar por la impugnación 
directa de las resoluciones ante el TEPJF de acuerdo con los términos de la 
ley correspondiente. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 387 

 

 El contralor general podrá ser sancionado por las siguientes causas graves 
de responsabilidad administrativa: 

  
- Utilizar en beneficio propio o de terceros la documentación e 

información confidencial en los términos del Cofipe y de la legislación 
en la materia; 

- Sin causa justificada; deja de fincar responsabilidades o aplicar 
sanciones pecuniarias, en el ámbito de su competencia cuando esté 
debidamente comprobada la responsabilidad e identificado el 
responsable, como consecuencia de las revisiones e investigaciones 
que realice en el ejercicio de sus atribuciones; 

- Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación 
e información que por razón de su cargo tenga a su cuidado o 
custodia o que exista en la Contraloría General, con motivo del 
ejercicio de sus atribuciones; 

- Conducirse con parcialidad en los procedimientos de supervisión e 
imposición de sanciones; e 

- incurrir en alguna de las infracciones mencionadas en la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 390.1 

 

 A solicitud del CG, la Cámara de Diputados resolverá sobre la aplicación de 
las sanciones al contralor general, incluida la remoción por causas graves 
de responsabilidad administrativa, debiendo garantizar el derecho de 
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audiencia al afectado. La remoción requerirá del voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes en la sesión. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 390.2 

 
 

 La Contraloría General, además de imponer la sanción que corresponda, 
requerirá al infractor para que dentro de un plazo determinado, nunca 
mayor a 45 días, cumpla con la obligación omitida motivo de la sanción. Si 
aquél incumple será sancionado. Durante el desahogo de los 
procedimientos administrativos correspondientes, los servidores públicos 
tendrán asegurado el ejercicio de las garantías constitucionales. 

 
Texto anterior Texto vigente 

No tiene antecedente Cofipe, artículo 394.3 y 4 

 

 
En general, cuál es el procedimiento que comisión de infracciones en 
procesos electorales locales en los que intervenga el IFE, por existir un 
convenio para la organización del mismo. 
 
 

5. Análisis de implicaciones. 

Con la previsión de nuevos sujetos infractores, distintas sanciones y diversos 

procedimientos, se incrementarán el trabajo del IFE y la Sala Superior. En su 

caso, se deberá establecer qué asuntos corresponderán a la decisión de las Salas 

Regionales. 

 

Los criterios establecidos por la Sala Superior, según se expuso en la parte de 

principios, deberán seguirse en los distintos procedimientos y para la imposición e 

individualización de las sanciones, salvo que existan razones claras y suficientes 

que exijan una solución diversa. Es necesario preservar la unidad y coherencia de 

los principios que deben imperar en la materia. 

 

Se debe considerar la posibilidad de definir, a través de criterios judiciales, en qué 

casos ciertos actos intra-procedimentales o procesales, cabe impugnarlos 
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directamente ante el órgano jurisdiccional federal y, en qué otros, se deben hacer 

valer como violaciones en el procedimiento, a fin de evitar su irreparabilidad. 

 

Igualmente, es necesario establecer los alcances de las atribuciones implícitas de 

las autoridades competentes, en la secuela del procedimiento, para asegurar los 

derechos de audiencia de los presuntos infractores y la realización de 

procedimientos completos y expeditos que atiendan a un principio inquisitivo 

sustancial y no meramente formal. 

 
 
6. Conclusiones. 
 
La Mesa de trabajo destacó los problemas de los tipos genéricos del Cofipe y la 
vulneración de los principios de intervención mínima, necesidad y subsidiaridad 
principalmente, así como la remisión legal y de los tipos en blanco. 
 
La Mesa de trabajo concluyó con respecto al procedimiento relacionado con 
autoridades, servidores públicos, ministros de culto y extranjeros, al menos 
con dos opiniones divergentes: 
 
1) Por un lado quienes opinaron que la reforma electoral se encuentra incompleta 
o prevalece una indefinición legislativa, dado que si se trata de infracciones 
electorales entonces no debería remitirse el asunto a ninguna otra autoridad, sino 
que el procedimiento y sanción correspondiente, sin importa el sujeto pasivo, 
deben ser realizados por el IFE; y 
 
2) Y, por otro lado, quienes no advirtieron irregularidad alguna en la remisión a las 
autoridades competentes, para la imposición de las sanciones respectivas, 
destacando la división de competencias y la voluntad del legislador. 
 
A estas dos posturas se sumaron consideraciones que cuestionaron la 
constitucionalidad de las normas, por cuanto a la competencia del Congreso de la 
Unión para legislar en materias reservadas a las legislaturas de los Estados, así 
como de la existencia o no de verdaderos procedimientos para conocer de 
irregularidades de los sujetos señalados. 
 
Los trabajos se dirigieron a cuestionar el tema de infracciones de los aspirantes, 
precandidatos o candidatos a cargos de elección popular y se establecieron 
preguntas concretas:  
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1. ¿Siempre se deberá emplazar al procedimiento al candidato y al partido 
político o a la coalición y, en su caso, a la agrupación política nacional, si 
existe acuerdo de participación, a pesar de que no existan indicios de la 
responsabilidad partidaria o de la agrupación? 

 
2. ¿Se puede sancionar a la coalición en caso de infracciones a los 
precandidatos o candidatos?  
 
3. ¿Qué ocurre con las agrupaciones políticas nacionales si existe un 
acuerdo de participación y el precandidato o el candidato cometen una 
infracción?  
 
4. ¿Podrá celebrar un nuevo acuerdo con otro partido político o coalición y 
podrá ser sancionada? 

 
 
La Mesa de trabajo concluyó con lo siguiente, ya que existieron a su interior dos 
posiciones: a) Por un lado, algunos integrantes de la Mesa sostuvieron que 
hay que atender al momento y al sujeto de la infracción, derivado de la 
investigación, en una posición casuística, y; b) Quienes sostuvieron en los 
trabajos, que se debe emplazar a los individuos, partidos y coaliciones en 
todos los casos para garantizar el derecho de defensa y derivado de la 
práctica propia del Instituto. 
 
Por lo que hace a la posibilidad de que los precandidatos participen nuevamente 
después de ser sancionados, existe uniformidad en que no pueden hacerlo. 
 
En tanto que tocante a los candidatos la opinión básica que prevaleció fue que se 
debe de atender a su grado de participación en la infracción, si son directa o 
solidariamente responsables no lo podrán hacer, pero sí podrán participar 
nuevamente si la conducta irregular es imputablemente al partido o coalición que 
lo postula. 
 
También prevaleció en los trabajos, que la opinión que los partidos y coaliciones 
políticas pueden ser sancionados por conductas imputables a sus candidatos, 
pero en todo caso se debe atender a la posición asumida por las partes y el grado 
de responsabilidad. 
 
Los participantes de la Mesa de Trabajo cuestionaron, el establecimiento y 
seguimiento paralelo del procedimiento interno de defensa intrapartidaria y 
del procedimiento administrativo sancionador del Estado. 
 
Al respecto, se concluyó que no hay impedimento alguno, y que no se riñe con el 
principio non bis in idem, aunque también se señaló que se debe tomar en cuenta 
el principio de definitividad que obliga a agotar instancias. 
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En este punto, se concluyó que en el supuesto de que la multa no sea pagada 
ante la DEA del IFE, y el cobro lo realice una autoridad hacendaria, qué órgano 
jurisdiccional será competente para conocer de impugnaciones de actos de 
autoridad en dicha fase de ejecución que provengan de esta última. 
 
Al respecto, también se cuestionó si existe un interrogante de cuál es el órgano de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público competente. En este punto se 
concluyó que el IFE se pronuncia respecto del cumplimiento de las resoluciones, y 
finalmente siempre queda abierta la posibilidad de su impugnación ante el TEPJF. 
 
La Mesa de Trabajo concluyó que el TEPJF no entra de oficio en el cumplimiento 
de las resoluciones, y que la tendencia es la judicialización de las ejecuciones de 
las sentencias. 
 
La Mesa de trabajo concluyó con respecto a precisar cuáles son los hechos 
notorios para que las partes puedan alegar sobre los mismos en el 
procedimiento administrativo sancionador; y ésta fue en razón a manifestar 
que no es necesario, pues los hechos notorios no son objeto de prueba, y que la 
valoración y apreciación de los mismos sí son motivo de impugnación y control 
jurisdiccional. 
 
Con respecto al cuestionamiento: ¿Qué acciones deben considerarse como 
necesarias para impedir el ocultamiento, menoscabo o destrucción de 
pruebas, y pueden ser dictadas por los órganos desconcentrados, y a qué 
tipo de formalidades deben sujetarse dichas acciones? Se concluyó que la 
necesidad de desarrollar normativamente los criterios fundamentales que deben 
seguir los funcionarios electorales, y también coincidieron en la necesidad de 
capacitar a dichos funcionarios adecuadamente para hacerles entender la 
potestad con la que cuenta y los elementos que pueden utilizar por encima de 
proveerles formatos y machotes únicamente. 30 
 
 

                                                 
30

 Adicionalmente a este cuestionamiento, se emitió la opinión en el sentido de que cuando las quejas versen 

sobre el financiamiento público existe base constitucional para realizar visitas domiciliarias, desde luego, 

observando  los criterios de actos de molestia. 
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7. Abreviaturas.   
 

ABREVIATURAS SIGNIFICADO 

 

CCJE 

 
Centro de Capacitación Judicial 

Electoral 

 

CDD 

 

Centro para el Desarrollo Democrático 

 

CG 

 

Consejo General 

 

CJF 

 

Consejo de la Judicatura Federal 

 

CPEUM 

 
Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

 

COFIPE 

 
Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales 

 

DOF 

 
 

Diario Oficial de la Federación 

 

IFE 

 
Instituto Federal Electoral 

 

LGSMIME 

 
Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en materia Electoral 

 

LOPJF 

 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación 

 

TEPJF  

 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación  

SS Sala Superior 

DEA Dirección Ejecutiva de Administración 
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8. Anexos.  
 

1. Tabla comparativa de reformas al Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales 
 

COFIPE ANTERIOR COFIPE VIGENTE 
 

 

Artículo 52 

 
1. El Consejo General, a propuesta motivada y fundada de la Comisión de 
Quejas y Denuncias, podrá ordenar la suspensión inmediata de cualquier 
propaganda política o electoral en radio o televisión que resulte violatoria de 
este Código; lo anterior, sin perjuicio de las demás sanciones que deban 
aplicarse a los infractores. En estos casos el Consejo General deberá 
cumplir los requisitos y observar los procedimientos establecidos en el 
capítulo cuarto, titulo primero, del Libro Séptimo de este Código. 
 

Artículo 49-B 

…  
2. La comisión tendrá a su cargo, entre otras 
atribuciones, las siguientes: 

 
a) Elaborar lineamientos con bases técnicas, 

para la presentación de los informes del origen y 
monto de los ingresos que los partidos políticos 
y las agrupaciones políticas reciban por 
cualquier modalidad de financiamiento, así como 
su empleo y aplicación; 

 
 
b) Establecer lineamientos para que los 

partidos políticos y las agrupaciones políticas 
lleven el registro de sus ingresos y egresos y de 
la documentación comprobatoria sobre el 
manejo de sus recursos; 

 
c) Vigilar que los recursos que sobre el 

financiamiento ejerzan los partidos políticos y las 
agrupaciones políticas, se apliquen estricta e 
invariablemente para las actividades señaladas 
en la ley; 

 
d) Solicitar a los partidos políticos y a las 

agrupaciones políticas, cuando lo considere 
conveniente, rindan informe detallado respecto 
de sus ingresos y egresos; 

 
e) Revisar los informes que los partidos 

políticos y las agrupaciones políticas presenten 
sobre el origen y destino de sus recursos 
anuales y de campaña, según corresponda; 

 
f) Ordenar, en los términos de los acuerdos 

del Consejo General, la práctica de auditorias 
directamente o a través de terceros, a las 
finanzas de los partidos políticos y las 
agrupaciones políticas; 

 
g) Ordenar visitas de verificación a los 

Artículo 81 

 
1. La Unidad tendrá las siguientes facultades: 

 
 
a) Presentar al Consejo General para su aprobación el proyecto de 

Reglamento de la materia, y los demás acuerdos, para regular el registro 
contable de los ingresos y egresos de los partidos políticos nacionales, las 
características de la documentación comprobatoria sobre el manejo de sus 
recursos y establecer los requisitos que deberán satisfacer los informes de 
ingresos y egresos que le presenten, de conformidad a lo establecido en 
este Código; 

 
b) Emitir las normas generales de contabilidad y registro de 

operaciones aplicables a los partidos políticos; 
 
 
 
 
c) Vigilar que los recursos de los partidos tengan origen lícito y se 

apliquen estricta e invariablemente a las actividades señaladas en este 
Código; 

 
 
 
d) Recibir los informes trimestrales y anuales, así como de gastos de 

precampaña y campaña, de los partidos políticos y sus candidatos, así los 
demás informes de ingresos y gastos establecidos por este Código; 

 
 
e) Revisar los informes señalados en el inciso anterior; 
 
 
 
 
f) Requerir información complementaria respecto de los diversos 

apartados de los informes de ingresos y egresos o documentación 
comprobatoria de cualquier otro aspecto vinculado a los mismos; 

 
 
 
g) Ordenar la práctica de auditorías, directamente o a través de 
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partidos políticos y a las agrupaciones políticas 
con el fin de corroborar el cumplimiento de sus 
obligaciones y la veracidad de sus informes; 

 
h) Presentar al Consejo General los 

dictámenes que formulen respecto de las 
auditorias y verificaciones practicadas; 

 
i) Informar al Consejo General, de las 

irregularidades en que hubiesen incurrido los 
partidos políticos y las agrupaciones políticas 
derivadas del manejo de sus recursos; el 
incumplimiento a su obligación de informar sobre 
la aplicación de los mismos y, en su caso, de las 
sanciones que a su juicio procedan; 

 
j) Proporcionar a los partidos políticos y a las 

agrupaciones políticas la orientación y asesoría 
necesarias para el cumplimiento de las 
obligaciones consignadas en este artículo; y 

 
k) Las demás que le confiera este Código. 
 
3. La comisión de consejeros, para su eficaz 

desempeño, podrá contar con el personal 
técnico que autorice el Consejo General. 

4. Las quejas sobre el origen y la aplicación 
de los recursos derivados del financiamiento de 
los partidos y agrupaciones políticas, deberán 
ser presentadas ante el Secretario Ejecutivo del 
Instituto Federal Electoral, quien las turnará a la 
comisión, a efecto de que las analice 
previamente a que rinda su dictamen. 

 

terceros, a las finanzas de los partidos políticos; 
 
 
 
h) Ordenar visitas de verificación a los partidos políticos con el fin de 

corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus 
informes; 

 
i) Presentar al Consejo General los informes de resultados y 

proyectos de resolución sobre las auditorías y verificaciones practicadas a 
los partidos políticos. Los informes especificarán las irregularidades en que 
hubiesen incurrido los partidos políticos en el manejo de sus recursos; el 
incumplimiento de su obligación de informar sobre la aplicación de los 
mismos y, en su caso, propondrán las sanciones que procedan conforme a 
la normatividad aplicable; 

 
j) Proporcionar a los partidos políticos la orientación, asesoría y 

capacitación necesarias para el cumplimiento de las obligaciones 
consignadas en este Capítulo; 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
k) Fiscalizar y vigilar los ingresos y gastos de las organizaciones de 

ciudadanos que pretendan obtener registro como partido político, a partir 
del momento en que notifiquen de tal propósito al Instituto, en los términos 
establecidos en este Código 

 
l) Revisar los informes de ingresos y gastos que le presenten las 

agrupaciones políticas nacionales y las organizaciones de observadores 
electorales, de conformidad a lo que establezca el Reglamento que al 
efecto apruebe el Consejo General; 

 
m) Ser responsable de los procedimientos de liquidación de los 

partidos políticos que pierdan su registro, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 103 de este Código; 

 
n) Presentar al Consejo General para su aprobación el proyecto de 

Reglamento para el desahogo de los procedimientos administrativos 
respecto de las quejas que se presenten en materia de fiscalización y 
vigilancia de los recursos de los partidos políticos; dichas quejas deberán 
ser presentadas ante la Unidad; 

 
 
o) Instruir los procedimientos administrativos a que haya lugar 

respecto de las quejas a que se refiere el inciso anterior y proponer a la 
consideración del Consejo General la imposición de las sanciones que 
procedan. Los quejosos podrán desistirse, en cuyo caso el procedimiento 
será sobreseído; 
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p) Celebrar convenios de coordinación con las autoridades 

competentes en materia de fiscalización de los recursos de los partidos 
políticos en las entidades federativas, con la aprobación del Consejo 
General; 

 
q) Prestar y recibir los apoyos establecidos en los convenios a que se 

refiere el inciso anterior; 
 
r) Ser conducto para que las autoridades locales a que se refiere el 

inciso q) superen las limitaciones de los secretos bancario, fiduciario o 
fiscal, en los términos que señale el Reglamento; 

 
s) Requerir de las personas, físicas o morales, públicas o privadas, 

en relación con las operaciones que realicen con partidos políticos, la 
información necesaria para el cumplimiento de sus tareas, respetando en 
todo momento las garantías del requerido. Quienes se nieguen a 
proporcionar la información que les sea requerida, o no la proporcionen, sin 
causa justificada, dentro de los plazos que se señalen, se harán acreedores 
a las sanciones establecidas en este Código; y 

 
t) Las demás que le confiera este Código o el Consejo General. 
 
2. En el ejercicio de sus facultades, la Unidad deberá garantizar el 

derecho de audiencia de los partidos políticos y en general de toda persona 
requerida con motivo de los procesos de fiscalización a que se refiere el 
presente capítulo. Los partidos tendrán derecho a la confronta de los 
documentos comprobatorios de sus ingresos y gastos, o de sus estados 
contables, contra los obtenidos o elaborados por la Unidad sobre las 
mismas operaciones, a fin de aclarar las discrepancias entre unos y otros. 

 
 

 Artículo 85 

1. En casos de excepción, y previo acuerdo del Consejo General, la Unidad 

podrá abrir procesos extraordinarios de fiscalización con plazos diferentes a 

los establecidos en el artículo anterior. En todo caso, los procesos 

extraordinarios deberán quedar concluidos en un plazo máximo de seis 

meses, salvo que el Consejo General autorice, por causa justificada, la 

ampliación del plazo. Los acuerdos del Consejo a que se refiere este 

artículo podrán ser impugnados ante el Tribunal Electoral. 

 

 Artículo 86 

1. El personal de la Unidad está obligado a guardar reserva sobre el curso 

de las revisiones y auditorías en las que tenga participación o sobre las que 

disponga de información. La Contraloría General del Instituto conocerá de 

las violaciones a esta norma y en su caso impondrá las sanciones que 

correspondan conforme a este Código. 

2. El consejero presidente, los consejeros electorales y el secretario 

ejecutivo recibirán del director general de la Unidad informes periódicos 

respecto del avance en las revisiones y auditorías que la misma realice. 

 

 

 

Artículo 89 

… 

2. Los partidos políticos deberán retener y enterar a las autoridades 

fiscales, conforme a las leyes aplicables, el impuesto sobre la renta que 

corresponda por los sueldos, salarios, honorarios y cualquier otra 



 
 

53 

 

COFIPE ANTERIOR COFIPE VIGENTE 
retribución equivalente que realicen a sus dirigentes, empleados, 

trabajadores o profesionistas independientes que les presten servicios. La 

Unidad de Fiscalización y Vigilancia de los Recursos de los Partidos 

Políticos dará aviso a las autoridades fiscales competentes de la omisión en 

el pago de impuestos y otras contribuciones en que incurran los partidos 

políticos. 

 

Artículo 77  

… 

3. El consejero Presidente, los consejeros 

electorales y el Secretario Ejecutivo estarán 

sujetos al régimen de responsabilidades de los 

servidores públicos previsto en el Título Cuarto 

de la Constitución. 

 

Artículo 113 

 

3.  El consejero presidente, los consejeros electorales y el secretario 

ejecutivo estarán sujetos al régimen de responsabilidades de los servidores 

públicos previsto en el Título Cuarto de la Constitución. La Contraloría 

General del Instituto será el órgano facultado para conocer de las 

infracciones administrativas de aquellos e imponer, en su caso, las 

sanciones aplicables conforme a lo dispuesto en el Libro Séptimo de 

este Código. 

 

 
 
 

Artículo 211 

… 

4. Los partidos políticos harán uso del tiempo en radio y televisión que 

conforme a este Código les corresponda para la difusión de sus procesos 

de selección interna de candidatos a cargos de elección popular, de 

conformidad con las reglas y pautas que determine el Instituto Federal 

Electoral. Los precandidatos debidamente registrados podrán acceder a 

radio y televisión exclusivamente a través del tiempo que corresponda en 

dichos medios al partido político por el que pretenden ser postulados. 

5. Queda prohibido a los precandidatos a candidaturas a cargos de elección 

popular, en todo tiempo, la contratación de propaganda o cualquier otra 

forma de promoción personal en radio y televisión. La violación a esta 

norma se sancionará con la negativa de registro como precandidato, o en 

su caso con la cancelación de dicho registro. De comprobarse la violación a 

esta norma en fecha posterior a la de postulación del candidato por el 

partido de que se trate, el Instituto Federal Electoral negará el registro legal 

del infractor. 

 

 
 
 

Artículo 214 

1. A más tardar en el mes de noviembre del año previo al de la elección, el 

Consejo General del Instituto Federal Electoral determinará los topes de 

gasto de precampaña por precandidato y tipo de elección para la que 

pretenda ser postulado. El tope será equivalente al veinte por ciento del 

establecido para las campañas inmediatas anteriores, según la elección de 

que se trate. 

2. El Consejo General, a propuesta de la Unidad de Fiscalización de los 

Recursos de los Partidos Políticos, determinará los requisitos que cada 

precandidato debe cubrir al presentar su informe de ingresos y gastos de 

precampaña. En todo caso, el informe respectivo deberá ser entregado al 

órgano interno del partido competente a más tardar dentro de los siete días 

siguientes al de la jornada comicial interna o celebración de la asamblea 

respectiva. 
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3. Si un precandidato incumple la obligación de entregar su informe de 

ingresos y gastos de precampaña dentro del plazo antes establecido y 

hubiese obtenido la mayoría de votos en la consulta interna o en la 

asamblea respectiva, no podrá ser registrado legalmente como candidato. 

Los precandidatos que sin haber obtenido la postulación a la candidatura 

no entreguen el informe antes señalado serán sancionados en los términos 

de lo establecido por el Libro Séptimo de este Código. 

4. Los precandidatos que rebasen el tope de gastos de precampaña 

establecido por el Consejo General serán sancionados con la cancelación 

de su registro o, en su caso, con la pérdida de la candidatura que hayan 

obtenido. En el último supuesto, los partidos conservan el derecho de 

realizar las sustituciones que procedan. 

 

Artículo 186 

 
 
1. La propaganda que en el curso de una 
campaña difundan los partidos políticos a través 
de la radio y la televisión, comprendida la que 
emitan en el ejercicio de las prerrogativas que en 
la materia les confiere el presente Código, se 
ajustará a lo dispuesto por el artículo 6o. de la 
Constitución. 
 
2. Los partidos políticos, las coaliciones y los 
candidatos que realicen propaganda electoral a 
través de la radio y la televisión deberán evitar 
en ella cualquier ofensa, difamación o calumnia 
que denigre a candidatos, partidos políticos, 
instituciones y terceros. 
 
 
3. Los partidos políticos, las coaliciones y los 
candidatos, podrán ejercer el derecho de 
aclaración respecto de la información que 
presenten los medios de comunicación, cuando 
consideren que la misma ha deformado hechos 
o situaciones referentes a sus actividades o 
atributos personales. Este derecho se ejercitará, 
sin perjuicio de aquellos correspondientes a las 
responsabilidades o al daño moral que se 
ocasionen en términos de la ley que regule la 
materia de imprenta y de las disposiciones 
civiles y penales aplicables. 
 

Artículo 233 
 
 

1. La propaganda y mensajes que en el curso de las precampañas y 
campañas electorales difundan los partidos políticos se ajustarán a lo 
dispuesto por el primer párrafo del artículo 6o. de la Constitución. 
 
 
 
 
 
2. En la propaganda política o electoral que realicen los partidos políticos, 
las coaliciones y los candidatos, deberán abstenerse de expresiones que 
denigren a las instituciones y a los propios partidos, o que calumnien a las 
personas. El Consejo General del Instituto está facultado para ordenar, una 
vez satisfechos los procedimientos establecidos en este Código, la 
suspensión inmediata de los mensajes en radio o televisión contrarios a 
esta norma, así como el retiro de cualquier otra propaganda. 
 
3. Los partidos políticos, los precandidatos y candidatos podrán ejercer el 
derecho de réplica que establece el primer párrafo del artículo 6o. de la 
Constitución respecto de la información que presenten los medios de 
comunicación, cuando consideren que la misma ha deformado hechos o 
situaciones referentes a sus actividades. Este derecho se ejercitará sin 
perjuicio de aquellos correspondientes a las responsabilidades o al daño 
moral que se ocasionen en términos de la ley que regule la materia de 
imprenta y de las disposiciones civiles y penales aplicables. 
 

 

4. El derecho a que se refiere el párrafo anterior se ejercerá en la forma y 
términos que determine la ley de la materia. 

 

Artículo 269 

 
 
 
1. Los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas, independientemente de las 
responsabilidades en que incurran sus 
dirigentes, miembros o simpatizantes, podrán 

Artículo 354 

1. Las infracciones señaladas en los artículos anteriores serán sancionadas 
conforme a lo siguiente: 
 
a) Respecto de los partidos políticos: 
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ser sancionados: 
 
a) Con amonestación pública; 
 
 
b) Con multa de 50 a 5 mil días de salario 
mínimo general vigente para el Distrito Federal; 
 
 
 
 
 
 
c) Con la reducción de hasta el 50% de las 
ministraciones del financiamiento público que les 
corresponda, por el período que señale la 
resolución; 
 
 
 
 
 
 
 
d) Con la supresión total de la entrega de las 
ministraciones del financiamiento que les 
corresponda por el período que señale la 
resolución; 
 
 
e) Con la negativa del registro de las 
candidaturas; 

 
f) Con la suspensión de su registro como 
partido político o agrupación política; y 

 
g) Con la cancelación de su registro como 
partido político o agrupación política. 
 
... 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
I. Con amonestación pública; 
 
 
II. Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal, según la gravedad de la falta. En los casos de infracción 
a lo dispuesto en materia de topes a los gastos de campaña, o a los límites 
aplicables en materia de donativos o aportaciones de simpatizantes, o de 
los candidatos para sus propias campañas, con un tanto igual al del monto 
ejercido en exceso. En caso de reincidencia, la sanción será de hasta el 
doble de lo anterior; 
 
III. Según la gravedad de la falta, con la reducción de hasta el cincuenta por 
ciento de las ministraciones del financiamiento público que les corresponda, 
por el periodo que señale la resolución; 
 
 
IV. Con la interrupción de la transmisión de la propaganda política o 
electoral que se transmita, dentro del tiempo que le sea asignado por el 
Instituto, en violación de las disposiciones de este Código; 
 
 
 
V. La violación a lo dispuesto en el inciso p) del párrafo 1 del artículo 38 de 
este Código se sancionará con multa; durante las precampañas y 
campañas electorales, en caso de reincidencia, se podrá sancionar con la 
suspensión parcial de las prerrogativas previstas en los artículos 56 y 71 de 
este ordenamiento; y 
 
 
 
 
 
 
 
VI. En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de la 
Constitución y de este Código, especialmente en cuanto a sus obligaciones 
en materia de origen y destino de sus recursos, con la cancelación de su 
registro como partido político. 
 
 
b) Respecto de las agrupaciones políticas nacionales: 
I. Con amonestación pública; 
 II. Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal, según la gravedad de la falta, y 
III. Con la suspensión o cancelación de su registro, que en el primer 
caso no podrá ser menor a seis meses; 

 
c) Respecto de los aspirantes, precandidatos o candidatos a cargos de 
elección popular: 
I. Con amonestación pública; 
II. Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; y 
III. Con la pérdida del derecho del precandidato infractor a ser 
registrado como candidato, o en su caso, si ya está hecho el registro, 
con la cancelación del mismo. Cuando las infracciones cometidas por 
aspirantes o precandidatos a cargos de elección popular, cuando sean 
imputables exclusivamente a aquéllos, no procederá sanción alguna 
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Artículo 264 

1. El Instituto Federal Electoral conocerá de las 
infracciones que cometan los ciudadanos a lo 
previsto en el párrafo 3 del artículo 5 de este 
Código. La sanción consistirá en la cancelación 
inmediata de su acreditación como observadores 
electorales y la inhabilitación para acreditarlos 
como tales en al menos dos procesos 
electorales federales y será aplicada por el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral, 
conforme al procedimiento señalado en el 
artículo 270 de este Código. 
 
2. Asimismo, conocerá de las infracciones en 
que incurran las organizaciones a las que 
pertenezcan los observadores electorales, según 
lo previsto en el párrafo 4 del artículo 5 de este 
Código. La sanción consistirá en multa de 50 a 
200 días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal y será aplicada por el Consejo 
General conforme al procedimiento señalado en 
el artículo 270 de este Código. 
… 
 

en contra del partido político de que se trate. Cuando el precandidato 
resulte electo en el proceso interno, el partido político no podrá 
registrarlo como candidato; 

 
d) Respecto de los ciudadanos, de los dirigentes y afiliados a los partidos 
políticos, o de cualquier persona física o moral: 
I. Con amonestación pública; 
II. Respecto de los ciudadanos, o de los dirigentes y afiliados a los partidos 
políticos: con multa de hasta quinientos días de salario mínimo general 
vigente para el Distrito Federal; en el caso de aportaciones que violen lo 
dispuesto en este Código, o tratándose de la compra de tiempo en radio y 
televisión para la difusión de propaganda política o electoral, con el doble 
del precio comercial de dicho tiempo; y 
III. Respecto de las personas morales por las conductas señaladas en la 
fracción anterior: con multa de hasta cien mil días de salario mínimo general 
vigente para el Distrito Federal, en el caso de aportaciones que violen lo 
dispuesto en este Código, o tratándose de la compra de tiempo en radio y 
televisión para la difusión de propaganda política o electoral, con el doble 
del precio comercial de dicho tiempo; 
 
 
 
e) Respecto de observadores electorales u organizaciones de observadores 
electorales: 
I. Con amonestación pública; 
II. Con la cancelación inmediata de la acreditación como observadores 
electorales y la inhabilitación para acreditarlos como tales en al menos dos 
procesos electorales federales; y 
III. Con multa de hasta doscientos días de salario mínimo general vigente 
para el Distrito Federal, tratándose de las organizaciones a las que 
pertenezcan los observadores electorales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
f) Respecto de los concesionarios o permisionarios de radio y televisión: 
I. Con amonestación pública; 
II. Con multa de hasta cien mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal, que en el caso de concesionarios o permisionarios de 
radio será de hasta cincuenta mil días de salario mínimo; en caso de 
reincidencia hasta con el doble de los montos antes señalados, según 
corresponda; 
III. Cuando no transmitan, conforme a las pautas aprobadas por el Instituto 
los mensajes, a que se refiere este capítulo, además de la multa que en su 
caso se imponga, deberán subsanar de inmediato la omisión, utilizando 
para tal efecto el tiempo comercializable o para fines propios que la ley les 
autoriza. 
IV. En caso de infracciones graves, como las establecidas en el artículo 
350, párrafo 1, incisos a) y b), y cuando además sean reiteradas, con la 
suspensión por la autoridad competente, previo acuerdo del Consejo 
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General, de la transmisión del tiempo comercializable correspondiente a 
una hora y hasta el que corresponda por treinta y seis horas. En todo caso, 
cuando esta sanción sea impuesta, el tiempo de la publicidad suspendida 
será ocupado por la transmisión de un mensaje de la autoridad en el que se 
informe al público de la misma. Tratándose de permisionarios, la sanción 
será aplicable respecto del tiempo destinado a patrocinios. 
V. Cuando la sanción anterior haya sido aplicada y el infractor reincida en 
forma sistemática en la misma conducta, el Consejo General dará aviso a la 
autoridad competente a fin de que aplique la sanción que proceda conforme 
a la ley de la materia, debiendo informar al Consejo. 
 
g) Respecto de las organizaciones de ciudadanos que pretendan constituir 
partidos políticos: 
I. Con amonestación pública; 
II. Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal, según la gravedad de la falta; y 
III. Con la cancelación del procedimiento tendente a obtener el registro 
como partido político nacional; 
 
h) Respecto de las organizaciones sindicales, laborales o patronales, o de 
cualquier otra agrupación con objeto social diferente a la creación de 
partidos políticos, así como sus integrantes o dirigentes, en lo relativo a la 
creación y registro de partidos políticos: 
I. Con amonestación pública; y 
II. Con multa de hasta cinco mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal, según la gravedad de la falta. 
 

Artículo 264 
… 

 
3. Igualmente, conocerá de las infracciones que 
cometan las autoridades federales, estatales y 
municipales a que se refiere el artículo 131 de 
este Código, en los casos en que no 
proporcionen en tiempo y forma, la información 
que les sea solicitada por los órganos del 
Instituto Federal Electoral. Para ello se estará a 
lo siguiente: 
 
a) Conocida la infracción, se integrará un 
expediente que será remitido al superior 
jerárquico de la autoridad infractora, para que 
éste proceda en los términos de ley; y 
 
b) El superior jerárquico a que se refiere el 
párrafo anterior deberá comunicar al Instituto las 
medidas que haya adoptado en el caso. 
 
 
 
 
 
 
Artículo 266. 

 
1. El Instituto Federal Electoral conocerá de las 
infracciones en que incurran los notarios 
públicos por el incumplimiento de las 
obligaciones que el presente Código les impone. 

Artículo 355 
 

 
1. Cuando las autoridades federales, estatales o municipales incumplan los 
mandatos de la autoridad electoral, no proporcionen en tiempo y forma la 
información que les sea solicitada, o no presten el auxilio y colaboración 
que les sea requerida por los órganos del Instituto Federal Electoral, se 
estará a lo siguiente: 
 
 
 
 
a) Conocida la infracción, la Secretaría Ejecutiva integrará un expediente 
que será remitido al superior jerárquico de la autoridad infractora, para que 
éste proceda en los términos de ley; 
 
 
b) El superior jerárquico a que se refiere el párrafo anterior deberá 
comunicar al Instituto las medidas que haya adoptado en el caso; y 
 
 
c) Si la autoridad infractora no tuviese superior jerárquico, el requerimiento 
será turnado a la Auditoría Superior de la Federación, o su equivalente en 
la entidad federativa de que se trate, a fin de que se proceda en los 
términos de las leyes aplicables. 
 
 
 
2. Cuando el Instituto conozca del incumplimiento por parte de los notarios 
públicos a las obligaciones que el presente Código les impone, la 
Secretaría Ejecutiva integrará un expediente que se remitirá a la autoridad 
competente, para que proceda en los términos de la legislación aplicable; 
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2. Conocida la infracción, se integrará un 
expediente que se remitirá al Colegio de 
Notarios o autoridad competente, para que 
proceda en los términos de la legislación 
aplicable. 
3. El Colegio de Notarios o la autoridad 
competente deberá comunicar al Instituto las 
medidas que haya adoptado en el caso. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 270 

… 
 
7. Las multas que fije el Consejo General del 
Instituto, que no hubiesen sido recurridas, o 
bien, que fuesen confirmadas por el Tribunal 
Electoral, deberán ser pagadas en la Dirección 
Ejecutiva de Administración del Instituto en un 
plazo improrrogable de quince días contados a 
partir de la notificación. Transcurrido el plazo sin 
que el pago se hubiere efectuado, el Instituto 
podrá deducir el monto de la multa de la 
siguiente ministración del financiamiento público 
que corresponda. 
 
Artículo 272  

… 
 

estos últimos deberán comunicar al Instituto, dentro del plazo de un mes, 
las medidas que haya adoptado y las sanciones impuestas. En todo caso, 
la autoridad competente ordenará las medidas cautelares a fin de que la 
conducta infractora cese de inmediato. 
 
 
 
 
 
 
3. Cuando el Instituto tenga conocimiento de que un extranjero, por 
cualquier forma, pretenda inmiscuirse o se inmiscuya en asuntos políticos, 
tomará las medidas conducentes y procederá a informar de inmediato a la 
Secretaría de Gobernación, para los efectos previstos por la ley. Si el 
infractor se encuentra fuera del territorio nacional, el Instituto procederá a 
informar a la Secretaría de Relaciones Exteriores para los efectos a que 
haya lugar. 
4. Cuando el Instituto tenga conocimiento de la comisión de una infracción 
por parte de los ministros de culto, asociaciones, iglesias o agrupaciones de 
cualquier religión, informará a la Secretaría de Gobernación para los 
efectos legales conducentes. 
5. Para la individualización de las sanciones a que se refiere este Libro, una 
vez acreditada la existencia de una infracción y su imputación, la autoridad 
electoral deberá tomar en cuenta las circunstancias que rodean la 
contravención de la norma administrativa, entre otras, las siguientes: 
a) La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia 
de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de 
este Código, en atención al bien jurídico tutelado, o las que se dicten con 
base en él; 
b) Las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la infracción; 
c) Las condiciones socioeconómicas del infractor; 
d) Las condiciones externas y los medios de ejecución; 
e) La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 
f) En su caso, el monto del beneficio, lucro, daño o perjuicio derivado del 
incumplimiento de obligaciones. 
6. Se considerará reincidente al infractor que habiendo sido declarado 
responsable del incumplimiento a alguna de las obligaciones a que se 
refiere el presente Código incurra nuevamente en la misma conducta 
infractora al presente ordenamiento legal. 
 
 
 
 
 
7. Las multas deberán ser pagadas en la Dirección Ejecutiva de 
Administración del Instituto; si el infractor no cumple con su obligación, el 
Instituto dará vista a las autoridades hacendarias a efecto de que procedan 
a su cobro conforme a la legislación aplicable. En el caso de los partidos 
políticos, el monto de las mismas se restará de sus ministraciones de gasto 
ordinario conforme a lo que se determine en la resolución. 
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2. Las multas que no hubiesen sido recurridas, o 
bien, que fuesen confirmadas por la autoridad 
competente, deberán ser pagadas en la 
Dirección Ejecutiva de Administración del 
Instituto en un plazo improrrogable de quince 
días contados a partir de la notificación. 
Transcurrido el plazo sin que el pago se hubiere 
efectuado, el Instituto podrá deducir el monto de 
la multa de la siguiente ministración del 
financiamiento público que corresponda. De no 
resultar posible lo anterior, el Instituto Federal 
Electoral notificará a la Tesorería de la 
Federación para que se proceda a su cobro en 
términos de la normatividad aplicable.  

 Artículo 356 

 
1. Son órganos competentes para la tramitación y resolución del 
procedimiento sancionador: 
a) El Consejo General; 
b) La Comisión de Denuncias y Quejas, y 
c) La Secretaría del Consejo General. 
 
2. Los consejos y las juntas ejecutivas, locales y distritales, en sus 
respectivos ámbitos de competencia, fungirán como órganos auxiliares, 
para la tramitación de los procedimientos sancionadores, salvo lo 
establecido en el artículo 371 de este Código. 
 
3. La Comisión mencionada en el inciso b) del párrafo anterior se integrará 
por tres consejeros electorales, quienes serán designados, para un periodo 
de tres años, por el Consejo General. Sus sesiones y procedimientos serán 
determinados en el reglamento que al efecto apruebe el propio Consejo. 
 

 Artículo 357 

 

1. Las notificaciones se harán a más tardar dentro de los tres días hábiles 
siguientes al en que se dicten las resoluciones que las motiven y surtirán 
sus efectos el mismo día de su realización. 
2. Cuando la resolución entrañe una citación o un plazo para la práctica de 
una diligencia se notificará personalmente, al menos con tres días hábiles 
de anticipación al día y hora en que se haya de celebrar la actuación o 
audiencia. Las demás se harán por cédula que se fijará en los estrados del 
Instituto o del órgano que emita la resolución de que se trate. En todo caso, 
las que se dirijan a una autoridad u órgano partidario se notificarán por 
oficio. 
3. Las notificaciones personales se realizarán en días y horas hábiles al 
interesado o por conducto de la persona que éste haya autorizado para el 
efecto. 
4. Las notificaciones serán personales cuando así se determine, pero, en 
todo caso, la primera notificación a alguna de las partes se llevará de forma 
personal. 
5. Cuando deba realizarse una notificación personal, el notificador deberá 
cerciorarse, por cualquier medio, que la persona que deba ser notificada 
tiene su domicilio en el inmueble designado y, después de ello, practicará la 
diligencia entregando copia autorizada de la resolución correspondiente, de 
todo lo cual se asentará razón en autos. 
6. Si no se encuentra al interesado en su domicilio se le dejará con 
cualquiera de las personas que allí se encuentren un citatorio que 
contendrá: 
a) Denominación del órgano que dictó la resolución que se pretende 
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notificar; 
b) Datos del expediente en el cual se dictó; 
c) Extracto de la resolución que se notifica; 
d) Día y hora en que se deja el citatorio y nombre de la persona a la que se 
le entrega; y 
e) El señalamiento de la hora a la que, al día siguiente, deberá esperar la 
notificación. 
7. Al día siguiente, en la hora fijada en el citatorio, el notificador se 
constituirá nuevamente en el domicilio y si el interesado no se encuentra, se 
hará la notificación por estrados, de todo lo cual se asentará la razón 
correspondiente. 
8. Si a quien se busca se niega a recibir la notificación, o las personas que 
se encuentran en el domicilio se rehúsan a recibir el citatorio, o no se 
encuentra nadie en el lugar, éste se fijará en la puerta de entrada, 
procediéndose a realizar la notificación por estrados, asentándose razón de 
ello en autos. 
9. Las notificaciones personales podrán realizarse por comparecencia del 
interesado, de su representante, o de su autorizado ante el órgano que 
corresponda. 
10. La notificación de las resoluciones que pongan fin al procedimiento de 
investigación será personal, se hará a más tardar dentro de los tres días 
hábiles siguientes a aquel en que se dicten, entregando al denunciante y al 
denunciado copia certificada de la resolución. 
11. Los plazos se contarán de momento a momento y si están señalados 
por días, estos se considerarán de veinticuatro horas. Durante los procesos 
electorales todos los días y horas son hábiles. En el caso de las quejas que 
se inicien antes del proceso electoral, los plazos se computarán por días 
hábiles, respecto de  
las que se presenten una vez iniciado aquél, por días naturales. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 271. 

 
1. Para los efectos previstos en este Título, sólo 
serán admitidas las siguientes pruebas: 
a) Documentales públicas y privadas; 
b) Técnicas; 
c) Pericial Contable; 
d) Presuncionales; y 
e) Instrumental de actuaciones. 
 
2. Las pruebas deberán ser exhibidas junto con 
el escrito en el que se comparezca al 
procedimiento. 
 
3. Ninguna prueba aportada fuera del plazo 
previsto para ello será tomada en cuenta. 

 

Artículo 358 

 
1. Son objeto de prueba los hechos controvertidos. No lo será el derecho, 
los hechos notorios o imposibles, ni aquellos que hayan sido reconocidos. 
Tanto la Secretaría como el Consejo podrán invocar los hechos notorios 
aunque no hayan sido alegados por el denunciado o por el quejoso. En 
todo caso, una vez que se haya apersonado el denunciado al 
procedimiento de investigación, en el desahogo de las pruebas se respetará 
el principio contradictorio de la prueba, siempre que ello no signifique la 
posibilidad de demorar el proceso, o el riesgo de que se oculte o destruya el 
material probatorio. 
 
 
 
2. Las pruebas deberán ofrecerse en el primer escrito que presenten las 
partes en el procedimiento, expresando con toda claridad cuál es el hecho o 
hechos que se tratan de acreditar con las mismas, así como las razones por 
las que se estima que demostrarán las afirmaciones vertidas. 
 
3. Sólo serán admitidas las siguientes pruebas: 

a) Documentales públicas; 
b) Documentales privadas; 
c) Técnicas; 
d) Pericial contable; 
e) Presuncional legal y humana; y 
f) Instrumental de actuaciones. 
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4. La confesional y la testimonial podrán ser admitidas cuando se ofrezcan 
en acta levantada ante fedatario público que las haya recibido directamente 
de los declarantes, y siempre que estos últimos queden debidamente 
identificados y asienten la razón de su dicho. 
5. La autoridad que sustancie el procedimiento podrá ordenar el desahogo 
de reconocimientos o inspecciones judiciales, así como de pruebas 
periciales, cuando la violación reclamada lo amerite, los plazos permitan su 
desahogo y se estimen determinantes para el esclarecimiento de los 
hechos denunciados. 
6. El quejoso o el denunciado podrán aportar pruebas supervenientes hasta 
antes del cierre de la instrucción. 
7. Admitida una prueba superveniente, se dará vista al quejoso o 
denunciado, según corresponda, para que en el plazo de cinco días 
manifieste lo que a su derecho convenga. 
8. La Secretaría o el Consejo podrán admitir aquellas pruebas que 
habiendo sido ofrecidas en el escrito por el que se comparezca al 
procedimiento y que hayan sido solicitadas a las instancias 
correspondientes, no se hubiesen aportado antes de la aprobación del 
proyecto de resolución y se aporten hasta veinticuatro horas antes del inicio 
de la sesión respectiva. El Consejo apercibirá a las autoridades en caso de 
que éstas no atiendan en tiempo y forma, el requerimiento de las pruebas. 
9. Asimismo, el Consejo podrá admitir aquellos elementos probatorios que, 
habiendo sido solicitados por los órganos del Instituto dentro de la 
investigación correspondiente, no se hubiesen recibido sino hasta 
veinticuatro horas antes de la sesión respectiva. En estos casos el Consejo 
ordenará la devolución del expediente a la Secretaría para los efectos del 
párrafo 1 del artículo 366 del presente Código. 
10. Los órganos que sustancien el procedimiento podrán hacer uso de los 
medios de apremio para hacer cumplir sus resoluciones. 
 

 Artículo 359 

 
1. Las pruebas admitidas y desahogadas serán valoradas en su conjunto, 
atendiendo a las reglas de la lógica, la experiencia y de la sana crítica, así 
como a los principios rectores de la función electoral, con el objeto de que 
produzcan convicción sobre los hechos denunciados. 
2. Las documentales públicas tendrán valor probatorio pleno, salvo prueba 
en contrario respecto de su autenticidad o de la veracidad de los hechos a 
que se refieran. 
3. Las documentales privadas, técnicas, periciales, e instrumental de 
actuaciones, así como aquellas en las que un fedatario haga constar las 
declaraciones de alguna persona debidamente identificada, sólo harán 
prueba plena cuando a juicio del órgano competente para resolver generen 
convicción sobre la veracidad de los hechos alegados, al concatenarse con 
los demás elementos que obren en el expediente, las afirmaciones de las 
partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guardan 
entre sí. 
4. En el caso de existir imposibilidad material para compulsar las copias 
simples que obren en el expediente, éstas tendrán únicamente el valor de 
un indicio. 
 

 Artículo 360 

 
1. Para la resolución expedita de las quejas o denuncias y con el objeto de 
determinar en una sola resolución sobre dos o más de ellas, procederá 
decretar la acumulación por litispendencia, conexidad, o cuando exista 
vinculación de dos o más expedientes de procedimientos por que existan 
varias quejas  
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o denuncias contra un mismo denunciado, respecto de una misma conducta 
y provengan de una misma causa. 
 

 Artículo 361 

 
1. El procedimiento para el conocimiento de las faltas y aplicación de 
sanciones administrativas podrá iniciar a instancia de parte, o de oficio 
cuando cualquier órgano del Instituto tenga conocimiento de la comisión de 
conductas infractoras. 
2. La facultad de la autoridad electoral para fincar responsabilidades por 
infracciones administrativas prescribe en el término de cinco años. 
 

 Artículo 362 

 
1. Cualquier persona podrá presentar quejas o denuncias por presuntas 
violaciones a la normatividad electoral ante los órganos centrales o 
desconcentrados del Instituto; las personas morales lo harán por medio de 
sus legítimos representantes, en términos de la legislación aplicable, y las 
personas físicas lo harán por su propio derecho. 
2. La queja o denuncia podrá ser presentada por escrito, en forma oral o 
por medios de comunicación eléctricos o electrónicos y deberá cumplir con 
los siguientes requisitos: 
a) Nombre del quejoso o denunciante, con firma autógrafa o huella digital; 
b) Domicilio para oír y recibir notificaciones; 
c) Los documentos que sean necesarios para acreditar la personería; 
d) Narración expresa y clara de los hechos en que se basa la queja o 
denuncia y, de ser posible, los preceptos presuntamente violados; 
e) Ofrecer y aportar las pruebas con que cuente; o en su caso, mencionar 
las que habrán de requerirse, cuando el promovente acredite que 
oportunamente las solicitó por escrito al órgano competente, y no le 
hubieren sido entregadas. El denunciante deberá relacionar las pruebas 
con cada uno de los hechos; y 
f) Los partidos políticos deberán presentar las quejas o denuncias por 
escrito. En caso de que los representantes no acrediten su personería, la 
queja o denuncia se tendrá por no presentada. 
3. Salvo la hipótesis contenida en la última parte del párrafo siguiente, ante 
la omisión de cualquiera de los requisitos antes señalados, la Secretaría 
prevendrá al denunciante para que la subsane dentro del plazo 
improrrogable de tres días. De la misma forma lo prevendrá para que aclare 
su denuncia, cuando ésta sea imprecisa, vaga o genérica. En caso de no 
enmendar la omisión que se le requiera, se tendrá por no presentada la 
denuncia. 
4. La autoridad que tome conocimiento de la interposición de una queja o 
denuncia en forma oral, por medios de comunicación eléctricos o 
electrónicos, deberá hacerla constar en acta, requiriendo la ratificación por 
parte del denunciante. En caso de no acudir a ratificar la denuncia o queja 
dentro del término de tres días contados a partir de que se le notifique la 
citación, se tendrá por no formulada la denuncia. 
5. La queja o denuncia podrá ser formulada ante cualquier órgano del 
Instituto, debiendo ser remitida dentro del término de cuarenta y ocho horas 
a la Secretaría para su trámite, salvo que se requiera de la ratificación de la 
misma por parte del quejoso; supuesto en el que será remitida una vez 
ratificada o, en su caso, cuando haya concluido el plazo para ello. 
6. Los órganos desconcentrados que reciban una queja o denuncia sobre 
cualquier materia, procederán a enviar el escrito a la Secretaría dentro del 
plazo señalado en el párrafo anterior, una vez que realicen las acciones 
necesarias para impedir el ocultamiento, menoscabo o destrucción de 
pruebas, así como para allegarse de elementos probatorios adicionales que 
estimen pudieran aportar elementos para la investigación, sin que dichas 
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medidas impliquen el inicio anticipado de la misma. 
7. El órgano del Instituto que promueva la denuncia la remitirá 
inmediatamente a la Secretaría, para que esta la examine junto con las 
pruebas aportadas. 
8. Recibida la queja o denuncia, la Secretaría procederá a: 
a) Su registro, debiendo informar de su presentación al Consejo General; 
b) Su revisión para determinar si debe prevenir al quejoso; 
c) Su análisis para determinar la admisión o desechamiento de la misma; y 
d) En su caso, determinar y solicitar las diligencias necesarias para el 
desarrollo de la investigación. 
9. La Secretaría contará con un plazo de cinco días para emitir el acuerdo 
de admisión o propuesta de desechamiento, contado a partir del día en que 
reciba la queja o denuncia. En caso de que se hubiese prevenido al 
quejoso, a partir de la recepción del desahogo de la prevención o de la 
fecha en la que termine el plazo sin que se hubiese desahogado la misma. 
 

 Artículo 363 

 
1. La queja o denuncia será improcedente cuando: 
a) Tratándose de quejas o denuncias que versen sobre presuntas 
violaciones a la normatividad interna de un partido político, el quejoso o 
denunciante no acredite su pertenencia al partido de que se trate o su 
interés jurídico; 
b) El quejoso o denunciante no agote previamente las instancias internas 
del partido denunciado si la queja versa sobre presuntas violaciones a su 
normatividad interna; 
c) Por actos o hechos imputados a la misma persona que hayan sido 
materia de otra queja o denuncia que cuente con resolución del Consejo 
respecto al fondo y ésta no se haya impugnado ante el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, o habiendo sido impugnada haya sido 
confirmada por el mismo Tribunal; y 
d) Se denuncien actos de los que el Instituto resulte incompetente para 
conocer; o cuando los actos, hechos u omisiones denunciados no 
constituyan violaciones al presente Código. 
2. Procederá el sobreseimiento de la queja o denuncia, cuando: 
a) Habiendo sido admitida la queja, sobrevenga alguna de las causales de 
improcedencia; 
b) El denunciado sea un partido político que, con posterioridad a la 
admisión de la queja o denuncia, haya perdido su registro; y 
c) El denunciante presente escrito de desistimiento, siempre y cuando dicho 
lo exhiba antes de la aprobación del proyecto de resolución por parte de la 
Secretaría y que a juicio de la misma, o por el avance de la investigación, 
no se trate de la imputación de hechos graves, ni se vulneren los principios 
rectores de la función electoral. 
3. El estudio de las causas de improcedencia o sobreseimiento de la queja 
o denuncia se realizará de oficio. En caso de advertir que se actualiza una 
de ellas, la Secretaría elaborará un proyecto de resolución por el que se 
proponga el desechamiento o sobreseimiento, según corresponda. 
4. Cuando durante la sustanciación de una investigación la Secretaría 
advierta hechos distintos al objeto de ese procedimiento que puedan 
constituir distintas violaciones electorales, o la responsabilidad  
de actores diversos a los denunciados, podrá ordenar el inicio, de oficio, de 
un nuevo procedimiento de investigación. 
5. La secretaría llevará un registro de las quejas desechadas e informará de 
ello al Consejo. 
 

 Artículo 364 

 
1. Admitida la queja o denuncia, la Secretaría emplazará al denunciado, sin 
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perjuicio de ordenar las diligencias de investigación que estime necesarias. 
Con la primera notificación al denunciado se le correrá traslado con una 
copia de la queja o denuncia, así como de las pruebas que en su caso haya 
aportado el denunciante o hubiera obtenido a prevención la autoridad que 
la recibió, concediéndole un plazo de cinco días para que conteste respecto 
a las imputaciones que se le formulan. La omisión de contestar sobre 
dichas imputaciones únicamente tiene como efecto la preclusión de su 
derecho a ofrecer pruebas, sin generar presunción respecto a la veracidad 
de los hechos denunciados. 
2. El escrito de contestación deberá cumplir con los siguientes requisitos: 
a) Nombre del denunciado o su representante, con firma autógrafa o huella 
digital; 
b) Deberá referirse a los hechos que se le imputan, afirmándolos, 
negándolos o declarando que los desconoce; 
c) Domicilio para oír y recibir notificaciones; 
d) Los documentos que sean necesarios para acreditar la personería; y, 
e) Ofrecer y aportar las pruebas con que cuente debiendo relacionar éstas 
con los hechos; o en su caso, mencionar las que habrán de requerirse por 
estar en poder de una autoridad y que no le haya sido posible obtener. En 
este último supuesto, el oferente deberá identificar con toda precisión 
dichas pruebas. 
 

 Artículo 365 

 
1. La investigación para el conocimiento cierto de los hechos se realizará 
por el Instituto de forma seria, congruente, idónea, eficaz, expedita, 
completa y exhaustiva. 
2. Una vez que la Secretaría tenga conocimiento de los hechos 
denunciados, en su caso, dictará de inmediato las medidas necesarias para 
dar fe de los mismos; para impedir que se pierdan, destruyan o alteren las 
huellas o vestigios, y en general para evitar que se dificulte la investigación. 
3. Admitida la queja o denuncia por la secretaría, se allegará de los 
elementos de convicción que estime pertinentes para integrar el expediente 
respectivo. Para tal efecto, solicitará mediante oficio a los órganos centrales 
o desconcentrados del Instituto que lleven a cabo las investigaciones o 
recaben las pruebas necesarias. El plazo para llevar a cabo la investigación 
no podrá exceder de cuarenta días, contados a partir de la recepción del 
escrito de queja o denuncia en la Secretaría o del inicio de oficio del 
procedimiento por parte del Secretario. Dicho plazo podrá ser ampliado de 
manera excepcional por una sola vez, hasta por un periodo igual al antes 
señalado, mediante acuerdo debidamente motivado que emita la 
Secretaría. 
4. Si dentro del plazo fijado para la admisión de la queja o denuncia, la 
Secretaría valora que deben dictarse medidas cautelares lo propondrá a la 
Comisión de Quejas y Denuncias para que esta resuelva, en un plazo de 
veinticuatro horas, lo conducente, a fin lograr la cesación de los actos o 
hechos que constituyan la infracción, evitar la producción de daños 
irreparables, la afectación de los principios que rigen los procesos 
electorales, o la vulneración de los bienes jurídicos tutelados por las 
disposiciones contenidas en este Código. 
5. El Secretario del Consejo podrá solicitar a las autoridades federales, 
estatales o municipales, según corresponda, los informes, certificaciones o 
el apoyo necesario para la realización de diligencias que coadyuven para 
indagar y verificar la certeza de los hechos denunciados. Con la misma 
finalidad podrá requerir a las personas físicas y morales la entrega de 
informaciones y pruebas que sean necesarias. 
6. Las diligencias que se realicen en el curso de la investigación deberán 
ser efectuadas por la Secretaría, a través del servidor público o por el 
apoderado legal que éste designe a petición por escrito de cualquiera de 
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los antes señalados, por los vocales ejecutivos de los órganos 
desconcentrados del Instituto; excepcionalmente, los vocales antes 
señalados podrán designar a alguno de los vocales de las juntas para que 
lleven a cabo dichas diligencias. En todo caso, los vocales ejecutivos serán 
responsables del debido ejercicio de la función indagatoria. 
 

 Artículo 366 

 
1. Concluido el desahogo de las pruebas y, en su caso, agotada la 
investigación, la Secretaría pondrá el expediente a la vista del quejoso y del 
denunciado para que, en un plazo de cinco días, manifiesten lo que a su 
derecho convenga. Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior 
procederá a elaborar el proyecto de resolución correspondiente, en un 
término no mayor a diez días contados a partir del desahogo de la última 
vista. Vencido el plazo antes mencionado el Secretario podrá ampliarlo 
mediante acuerdo en el que se señalen las causas que lo motiven; la 
ampliación no podrá exceder de diez días. 
2. El proyecto de resolución que formule la Secretaría será enviado a la 
Comisión de Quejas y Denuncias, dentro del término de cinco días, para su 
conocimiento y estudio. 
3. El presidente de la citada Comisión, a más tardar al día siguiente de la 
recepción del dictamen, convocará a los demás integrantes de la misma a 
sesión, la que deberá tener lugar no antes de veinticuatro horas de la fecha 
de la convocatoria, con la finalidad de que dicho órgano colegiado analice y 
valore el proyecto de resolución, atendiendo a lo siguiente: 
a) Si el primer proyecto de la Secretaría propone el desechamiento o 
sobreseimiento de la investigación, o la imposición de una sanción y la 
Comisión está de acuerdo con el sentido del mismo, será turnado al 
Consejo General para su estudio y votación; 
b) En caso de no aprobarse el desechamiento o sobreseimiento, o la 
imposición de la sanción, la Comisión devolverá el proyecto al Secretario, 
exponiendo las razones de su devolución, o sugiriendo, en su caso, las 
diligencias que estime pertinentes para el perfeccionamiento de la 
investigación; 
c) En un plazo no mayor a quince días después de la devolución del 
proyecto y las consideraciones al respecto, la Secretaría emitirá un nuevo 
proyecto de resolución, debiendo considerar los razonamientos y 
argumentos que formule la Comisión. 
4. Una vez que el presidente del Consejo reciba el proyecto 
correspondiente, convocará a sesión, remitiendo copias del mismo a los 
integrantes de dicho órgano por lo menos tres días antes de la fecha de  
la sesión. 
5. En la sesión en que conozca del proyecto de resolución, el Consejo 
determinará: 
a) Aprobarlo en los términos en que se le presente; 
b) Aprobarlo, ordenando al secretario del Consejo realizar el engrose de la 
resolución en el sentido de los argumentos, consideraciones y 
razonamientos expresados por la mayoría; 
c) Modificarlo, procediendo a aprobarlo dentro de la misma sesión, siempre 
y cuando se considere que puede hacerse y que no contradice lo 
establecido en el cuerpo del dictamen; 
d) Rechazarlo y ordenar a la Secretaría elaborar un nuevo proyecto en el 
sentido de los argumentos, consideraciones y razonamientos expresados 
por la mayoría; y 
e) Rechazado un proyecto de resolución se entiende que se aprueba un 
acuerdo de devolución. 
6. En caso de empate motivado por la ausencia de alguno de los 
consejeros electorales, se procederá a una segunda votación; en caso de 
persistir el empate, el consejero presidente determinará que se presente en 
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una sesión posterior, en la que se encuentren presenten todos los 
consejeros electorales. 
7. El consejero electoral que disienta de la mayoría podrá formular voto 
particular, el cual se insertará en el proyecto respectivo si se remite al 
secretario dentro de los dos días siguientes a la fecha de su aprobación. 
8. En el desahogo de los puntos de la orden del día en que el Consejo deba 
resolver sobre los proyectos de resolución relativos a quejas o denuncias, 
éstos se agruparán y votarán en un solo acto, salvo que alguno de sus 
integrantes proponga su discusión por separado. 
 

 Artículo 367 

 
1. Dentro de los procesos electorales, la Secretaría del Consejo General 
instruirá el procedimiento especial establecido por el presente capítulo, 
cuando se denuncie la comisión de conductas que: 
a) Violen lo establecido en la Base III del artículo 41 o en el séptimo párrafo 
del artículo 134 de la Constitución; 
b) Contravengan las normas sobre propaganda política o electoral 
establecidas para los partidos políticos en este Código; o 
c) Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña. 
 

 Artículo 368. 

 
1. Cuando la conducta infractora esté relacionada con propaganda política 
o electoral en radio y televisión durante la realización de los procesos 
electorales de las entidades federativas, la autoridad electoral 
administrativa competente presentará la denuncia ante el Instituto Federal 
Electoral. 
2. Los procedimientos relacionados con la difusión de propaganda que 
denigre o calumnie sólo podrán iniciar a instancia de parte afectada. 
3. La denuncia deberá reunir los siguientes requisitos: 
a) Nombre del quejoso o denunciante, con firma autógrafa o huella digital; 
b) Domicilio para oír y recibir notificaciones; 
c) Los documentos que sean necesarios para acreditar la personería; 
d) Narración expresa y clara de los hechos en que se basa la denuncia; 
e) Ofrecer y exhibir las pruebas con que cuente; o en su caso, mencionar 
las que habrán de requerirse, por no tener posibilidad de recabarlas; y 
f) En su caso, las medidas cautelares que se soliciten. 
4. El órgano del Instituto que reciba o promueva la denuncia la remitirá 
inmediatamente a la Secretaría, para que esta la examine junto con las 
pruebas aportadas. 
5. La denuncia será desechada de plano, sin prevención alguna, cuando: 
a) No reúna los requisitos indicados en el párrafo 3 del presente artículo; 
b) Los hechos denunciados no constituyan, de manera evidente, una 
violación en materia de propaganda político-electoral dentro de un proceso 
electivo; 
c) El denunciante no aporte ni ofrezca prueba alguna de sus dichos; y 
d) La materia de la denuncia resulte irreparable. 
6. En los casos anteriores la Secretaría notificará al denunciante su 
resolución, por el medio más expedito a su alcance, dentro del plazo de 
doce horas; tal resolución deberá ser confirmada por escrito. 
7. Cuando admita la denuncia, emplazará al denunciante y al denunciado 
para que comparezcan a una audiencia de pruebas y alegatos, que tendrá 
lugar dentro del plazo de cuarenta y ocho horas posteriores a la admisión. 
En el escrito respectivo se le informará al denunciado de la infracción que 
se le imputa y se le correrá traslado de la denuncia con sus anexos. 
8. Si la Secretaría considera necesaria la adopción de medidas cautelares, 
las propondrá a la Comisión de Quejas y Denuncias dentro del plazo antes 
señalado, en los términos establecidos en el artículo 364 de este Código. 
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 Artículo 369 

 
1. La audiencia de pruebas y alegatos se llevará a cabo de manera 
ininterrumpida, en forma oral y será conducida por la Secretaría debiéndose 
levantar constancia de su desarrollo. 
2. En el procedimiento especial no serán admitidas más pruebas que la 
documental y la técnica, esta última será desahogada siempre y cuando el 
oferente aporte los medios para tal efecto en el curso de la audiencia. 
3. La falta de asistencia de las partes no impedirá la celebración de la 
audiencia en el día y hora señalados, la que se desarrollará en los 
siguientes términos: 
a) Abierta la audiencia, se dará el uso de la voz al denunciante a fin de que, 
en una intervención no mayor de quince minutos, resuma el hecho que 
motivó la denuncia y haga una relación de las pruebas que a su juicio la 
corroboran. En caso de que el procedimiento se haya iniciado en forma 
oficiosa la Secretaría actuará como denunciante; 
b) Acto seguido, se dará el uso de la voz al denunciado, a fin de que en un 
tiempo no mayor a treinta minutos, responda a la denuncia, ofreciendo las 
pruebas que a su juicio desvirtúen la imputación que se realiza; 
c) La Secretaría resolverá sobre la admisión de pruebas y acto seguido 
procederá a su desahogo, y 
d) Concluido el desahogo de las pruebas, la Secretaría concederá en forma 
sucesiva el uso de la voz al denunciante y al denunciado, o a sus 
representantes, quienes podrán alegar en forma escrita o verbal, por una 
sola vez y en tiempo no mayor a quince minutos cada uno. 
 

 Artículo 370 

 
1. Celebrada la audiencia, la Secretaría deberá formular un proyecto de 
resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes y lo presentará ante el 
consejero presidente, para que éste convoque a los miembros del Consejo 
General a una sesión que deberá celebrarse, a más tardar, dentro de las 
veinticuatro horas posteriores a la entrega del citado proyecto. 
2. En la sesión respectiva el Consejo General conocerá y resolverá sobre el 
proyecto de resolución. En caso de comprobarse la infracción denunciada, 
el Consejo ordenará la cancelación inmediata de la transmisión de la 
propaganda política o electoral en radio y televisión motivo de la denuncia; 
el retiro físico, o la inmediata suspensión de la distribución o difusión de 
propaganda violatoria de este Código, cualquiera que sea su forma, o 
medio de difusión, e impondrá las sanciones correspondientes. 
 

 Artículo 371 

1. Cuando las denuncias a que se refiere este capítulo tengan como motivo 
la comisión de conductas referidas a la ubicación física o al contenido de 
propaganda política o electoral impresa, de aquella pintada en bardas, o de 
cualquier otra diferente a la transmitida por radio o televisión, así como 
cuando se refieran a actos anticipados de precampaña o campaña en que 
la conducta infractora esté relacionada con ese tipo de propaganda se 
estará a lo siguiente: 
a) La denuncia será presentada ante el vocal ejecutivo de la Junta Distrital 
del Instituto que corresponda a la demarcación territorial en donde haya 
ocurrido la conducta denunciada; 
b) El vocal ejecutivo ejercerá, en lo conducente, las facultades señaladas 
en el artículo anterior para el Secretario del Consejo General del Instituto, 
conforme al procedimiento y dentro de los plazos señalados por el mismo 
artículo; 
c) En su caso, el proyecto de resolución será presentado para su 
conocimiento y votación ante el Consejo Distrital respectivo; 
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d) Fuera de los procesos electorales federales, la resolución será 
presentada ante la Junta Ejecutiva del distrito electoral de que se trate; y 
e) Las resoluciones que aprueben los consejos o juntas distritales del 
Instituto podrán ser impugnadas ante los correspondientes consejos o 
juntas locales, cuyas resoluciones serán definitivas. 
2. En los supuestos establecidos en el párrafo 1 del presente artículo, si la 
conducta denunciada constituye una infracción generalizada o reviste 
gravedad, la Secretaría del Consejo General del Instituto podrán atraer el 
asunto. 
 

 Artículo 372 

 
1. Son órganos competentes para la tramitación y resolución de quejas 
sobre financiamiento y gasto de los partidos políticos, y en su caso de las 
agrupaciones políticas nacionales: 
a) El Consejo General; 
b) La Unidad de Fiscalización; 
c) La Secretaría del Consejo General, y 
2. El órgano competente para tramitar, substanciar y formular el proyecto de 
resolución relativo a las quejas a que se refiere el párrafo anterior será la 
Unidad de Fiscalización, la que podrá solicitar la colaboración de la 
Secretaría o, por su conducto, la de los órganos desconcentrados del 
Instituto. 
3. Las notificaciones surtirán sus efectos el mismo día en que se realicen y 
podrán hacerse: 
a) De manera personal, directamente con el interesado en las oficinas de su 
representación ante el Consejo General o en su domicilio social; 
b) Por cédula que se dejará con cualquier persona que se encuentre en su 
domicilio, o bien, 
c) Por estrados. 
4. A falta de disposición expresa en el presente capítulo, serán de 
aplicación supletoria, en lo conducente, las reglas de sustanciación y 
resolución del procedimiento sancionador previsto en los capítulos segundo 
y tercero del presente título y en la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral. 
 
 
 

 Artículo 373 

 
1. La Secretaría del Consejo General recibirá las quejas a que se refiere el 
presente capítulo y las turnará de inmediato a la Unidad de Fiscalización. 
2. Las quejas podrán presentarse ante los órganos desconcentrados del 
Instituto, que las remitirán, dentro de las veinticuatro horas siguientes, al 
secretario ejecutivo, para que éste proceda conforme a lo que establece el 
párrafo anterior. 
3. En caso de que la queja sea presentada ante un órgano desconcentrado 
del Instituto por el representante de un partido político, la Secretaría lo 
notificará a la representación del partido político denunciante ante el 
Consejo General del Instituto, enviándole copia del escrito por el que se 
presentó la queja. 
 

 Artículo 374 

 
1. Toda queja deberá ser presentada por escrito, con firma autógrafa del 
denunciante, señalando domicilio para oír y recibir notificaciones; 
tratándose de las presentadas por los partidos políticos o agrupaciones 
políticas nacionales, el promovente deberá acreditar su personería. 
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 Artículo 375 

 
1. El escrito por el que se presente la queja deberá contener la narración de 
los hechos que la motivan y aportar los elementos de prueba o indicios con 
los que cuente el denunciante. 
2. Las quejas deberán ser presentadas dentro de los tres años siguiente 
(sic) al de la fecha en que se haya publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el dictamen consolidado relativo a los informes 
correspondientes al ejercicio durante el que presuntamente se hayan 
suscitado los hechos que se denuncian. 
 

 Artículo 376 

 
1. Una vez que el titular de la Unidad de Fiscalización reciba el escrito de 
queja, procederá a registrarlo y lo comunicará al Secretario del Consejo. 
2. El titular de la Unidad podrá desechar la queja, de plano, en los 
siguientes casos: 
a) Si los hechos narrados resultan notoriamente frívolos o inverosímiles, o 
si siendo ciertos, carecen de sanción legal; 
b) Si la queja no cumple con los requisitos establecidos en los artículos 374 
y 375 del presente Código; 
c) Si la queja no se hace acompañar de elemento probatorio alguno, aun 
con valor indiciario, que respalde los hechos que denuncia; o 
d) Si por cualquier otro motivo la queja resulta notoriamente improcedente. 
3. El desechamiento de una queja, con fundamento en lo establecido en el 
párrafo anterior, no prejuzga sobre el fondo del asunto, y no se constituye 
en obstáculo para que la Unidad de Fiscalización pueda ejercer sus 
atribuciones legales. 
4. En caso de que la queja cumpla con los requisitos formales y no se 
presente alguna causa de desechamiento, el titular de la Unidad notificará 
al partido denunciado, del inicio del procedimiento respectivo, corriéndole 
traslado con el escrito de queja y los elementos probatorios presentados 
por el denunciante. 
5. El titular de la Unidad, a fin de allegarse de los elementos de convicción 
que estime pertinentes, podrá solicitar al secretario ejecutivo que instruya a 
los órganos ejecutivos, centrales o desconcentrados, del Instituto para que 
lleven a cabo las diligencias probatorias o recaben las pruebas necesarias. 
6. Con la misma finalidad solicitará al secretario ejecutivo que requiera a las 
autoridades competentes para que entreguen las pruebas que obren en su 
poder, o para que le permitan obtener la información que se encuentre 
reservada o protegida por el secreto fiscal, bancario o fiduciario. En este 
último caso deberá establecer medidas para el resguardo de la información 
que le sea entregada. Las autoridades están obligadas a responder tales 
requerimientos en un plazo máximo de quince días naturales, mismos que, 
por causa justificada, podrá ampliarse cinco días. 
7. También podrá requerir a los particulares, personas físicas y morales, le 
proporcionen la información y documentos necesarios para la investigación; 
los requeridos deberán responder en los plazos señalados en el artículo 
anterior. 
8. El titular de la Unidad de Fiscalización podrá ordenar, en el curso de la 
revisión que se practique de los informes anuales o de campaña de los 
partidos políticos nacionales, que se realicen las verificaciones a que haya 
lugar en relación con las quejas correspondientes a cada uno de dichos 
ejercicios; asimismo, podrá solicitar informe detallado al partido denunciado, 
y requerirle la entrega de información y documentación que juzgue 
necesaria. 
 

 Artículo 377 
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1. Una vez realizados los actos a que se refiere el artículo anterior, el titular 
de la Unidad emplazará al partido denunciado, corriéndole traslado con 
todos los elementos que integren el expediente respectivo, para que en un 
término de cinco días contados a partir de la fecha en que surta efecto la 
notificación, conteste por escrito. 
2. En la contestación al emplazamiento, el partido denunciado podrá 
exponer lo que a su derecho convenga, se referirá a los hechos 
mencionados en la denuncia o queja, y ofrezca y exhiba pruebas, con 
excepción de la testimonial y la de posiciones, debiendo relacionarlas con 
los hechos, y presentar las alegaciones que estime procedentes, 
3. Agotada la instrucción, el titular de la Unidad elaborará el proyecto de 
resolución correspondiente, para ser presentado a la consideración del 
Consejo General del Instituto en la siguiente sesión que celebre. 
4. Los proyectos de resolución deberán ser presentados al Consejo General 
en un término no mayor a sesenta días naturales, contados a partir de la 
recepción de la queja o denuncia por parte de la Unidad de Fiscalización, 
con excepción de aquellos asuntos en que por la naturaleza de las pruebas 
ofrecidas o de las investigaciones que se realicen, se justifique la 
ampliación del plazo indicado, informando al secretario ejecutivo. 
5. La Unidad de Fiscalización deberá informar al Consejo General del 
estado que guarden los procedimientos en trámite. 
 

 Artículo 378 

 
1. El Consejo General, una vez que conozca el proyecto de resolución, 
procederá a imponer, en su caso, las sanciones correspondientes. 
2. Para fijar la sanción se tomarán en cuenta las circunstancias y la 
gravedad de la falta: 
a) Se entenderá por circunstancias el tiempo, modo y lugar en el que se 
produjo la falta; 
b) Para determinar la gravedad de la falta se analizará la importancia de la 
norma transgredida y los efectos que genere respecto de los objetivos y los 
bienes jurídicos tutelados por la norma; y 
c) En caso de reincidencia, se aplicará una sanción más severa. 
3. Si durante la substanciación de alguna queja se advierte la violación a 
ordenamientos legales ajenos a la competencia de la Unidad de 
Fiscalización, ésta solicitará al secretario del Consejo que proceda a dar 
parte a las autoridades competentes. 
 

 Artículo 379 

… 
2. La Contraloría General del Instituto, su titular y el personal adscrito 
a la misma, cualquiera que sea su nivel, están impedidos de intervenir o 
interferir en forma alguna en el desempeño de las facultades y ejercicio de 
atribuciones de naturaleza electoral que la Constitución y este Código 
confieren a los funcionarios del Instituto. 
 

Artículo 265 

 
1. El Instituto conocerá de las infracciones y 
violaciones que a las disposiciones de este 
Código cometan los funcionarios electorales, 
procediendo a su sanción, la que podrá ser 
amonestación, suspensión, destitución del cargo 
o multa hasta de cien días de salario mínimo, en 
los términos que señale el Estatuto del Servicio 
Profesional Electoral. 
 

Artículo 381 

 
1. El procedimiento para determinar las responsabilidades de los servidores 
públicos del Instituto Federal Electoral a que se refiere este Título se 
iniciará de oficio o a petición de parte, por queja o denuncia, presentada por 
cualquier persona, por el servidor público que tenga conocimiento de los 
hechos o, en su caso por el Ministerio Público Federal. No se admitirán 
denuncias anónimas. Las responsabilidades administrativas a que se 
refiere este artículo, prescribirán en tres años. 
 
2. A falta de disposición expresa en el presente capítulo, serán de 
aplicación supletoria, en lo conducente, las reglas de sustanciación y 
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resolución del procedimiento sancionador previsto en el Título primero del 
presente Libro, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos y la Ley de Fiscalización Superior de la Federación. 
 

 Artículo 382 

 
1. Las quejas o denuncias que se presenten, de oficio o a petición de parte, 
deberán estar apoyadas en elementos probatorios suficientes para 
establecer la existencia de la infracción y presumir la responsabilidad del 
servidor público denunciado. 
2. Las quejas o denuncias serán improcedentes: 
a) Cuando se trate de actos u omisiones imputados a una misma persona 
que hayan sido materia de otra queja o denuncia ante la Contraloría 
General y que cuenten con resolución definitiva; 
b) Cuando se denuncien actos u omisiones de los que la Contraloría 
General resulte incompetente para conocer, y 
c) Cuando los actos u omisiones denunciados no constituyan causas de 
responsabilidad en los términos de este ordenamiento. 
3. Procederá el sobreseimiento del procedimiento sancionador: 
a) Cuando habiendo sido recibida la queja o denuncia, sobrevenga una 
causa de improcedencia, y 
b) Cuando el denunciante presente escrito de desistimiento, siempre y 
cuando se exhiba ante de que se dicte resolución. En ningún caso 
procederá el sobreseimiento cuando se trate de infracciones graves. 
4. El estudio de las causas de improcedencia o sobreseimiento de la queja 
o denuncia será de oficio. 
 

 Artículo 383 

 
1. Para la determinación de las responsabilidades a que se refiere este 
capítulo deberá seguirse el siguiente procedimiento: 
a) Recibida la queja o denuncia, y de no encontrarse ninguna causa de 
improcedencia o de desechamiento, se enviará copia de la misma, con sus 
anexos, al servidor público presunto responsable para que, en un término 
de cinco días hábiles, formule un informe sobre los hechos, ofrezca las 
pruebas correspondientes y exponga lo que a su derecho convenga. El 
informe deberá referirse a todos y cada uno de los hechos comprendidos en 
la denuncia, afirmándolos, negándolos, expresando los que ignore, por no 
ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se presumirán 
ciertos los hechos de la denuncia sobre los cuales el denunciado no se 
pronuncie, salvo prueba en contrario. La aceptación de los hechos no 
entraña la aceptación de la responsabilidad administrativa que se le imputa; 
b) Recibido el informe y desahogadas las pruebas, se resolverá dentro de 
los treinta días hábiles siguientes sobre la inexistencia de responsabilidad o 
imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes, y se 
notificará la resolución al servidor público, y en su caso al denunciante, 
dentro de las setenta y dos horas cuando se trate de los casos de 
responsabilidad señalados en los incisos b), d) al f), y h) al k) del artículo 
380 de este Código; 
c) Cuando se trate de los casos comprendidos en los incisos a), c) y g) del 
artículo 380 de este Código, el contralor general citará al presunto 
responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o 
responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y hora en que tendrá 
verificativo dicha audiencia, y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en la 
misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de un defensor. 
Entre la fecha de citación y la audiencia deberá mediar un plazo no menor 
de cinco ni mayor de quince días hábiles; 
d) Si del informe o de los resultados de la audiencia no se desprenden 
elementos suficientes para resolver o se advierten otros que impliquen 
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nueva responsabilidad administrativa a cargo del presunto responsable o de 
otras personas, se podrá disponer la práctica de investigaciones y acordar, 
en su caso, la celebración de otra u otras audiencias; 
e) Con excepción del consejero presidente, los consejeros electorales y el 
secretario del Consejo General, la Contraloría General podrá determinar la 
suspensión temporal del presunto responsable de su cargo, empleo o 
comisión, siempre que así convenga para la conducción o continuación de 
las investigaciones; la suspensión cesará cuando así lo resuelva la propia 
Contraloría. La suspensión temporal no prejuzga sobre la responsabilidad 
que se impute al servidor público, lo cual se hará constar expresamente en 
la resolución respectiva; 
f) Si el servidor público suspendido temporalmente no resultare responsable 
de la falta que se le imputa, será restituido en el goce de sus derechos y se 
le cubrirán las percepciones que debiera haber recibido durante el tiempo 
en que hubiere estado suspendido; y 
g) Cuando se compruebe la existencia de la infracción motivo de la 
denuncia, el titular de la Contraloría impondrá la sanción que corresponda y 
dictará las medidas para su corrección o remedio inmediato. 
 

 Artículo 384 

 
1. Las sanciones aplicables a las faltas contempladas en el presente 
capítulo y a las cometidas en contravención del artículo 8 de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 
consistirán en: 
a) Apercibimiento privado o público; 
b) Amonestación privada o pública; 
c) Sanción económica; 
d) Suspensión; 
e) Destitución del puesto, y 
f) Inhabilitación temporal, hasta por cinco años, para desempeñar empleos, 
cargos o comisiones en el servicio público. 
2. Tratándose del consejero presidente y los consejeros electorales del 
Consejo General, solo por infracciones administrativas que constituyan 
conductas graves y sistemáticas, el contralor general notificará al 
presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, acompañando 
el expediente del asunto fundado y motivado, a fin de que dicha Cámara, 
por el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros presentes, 
resuelva sobre la responsabilidad. 
3. Tratándose del Secretario Ejecutivo y de los directores ejecutivos del 
Instituto, para la aplicación de las sanciones por las infracciones a que se 
refiere el párrafo anterior, el contralor general presentará ante el Consejo 
General el expediente respectivo a fin de que resuelva sobre la procedencia 
de la sanción. 
 
 

 Artículo 385 

 
1. Las faltas serán valoradas y, en su caso sancionadas, de conformidad 
con los criterios establecidos, en lo conducente, en los artículos 13, 14, 15 y 
16 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos. 
2. En todo caso, se considerarán como faltas graves, el incumplimiento de 
las obligaciones señaladas en las fracciones X a XIV, XX, XXII y XXIII del 
artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, así como en los incisos a) al e) y g) del artículo 380 de 
este Código. 
 

 Artículo 386 
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1. Con independencia del sentido de la resolución que se dicte al final del 
procedimiento, el Contralor dictará las providencias oportunas para la 
corrección de las irregularidades administrativas que se detecten en 
ocasión del trámite de la queja, y si del contenido de ésta se desprende la 
realización de una conducta que pudiera dar lugar a responsabilidad, 
procederá en los términos previstos en este capítulo. 
 

 Artículo 387 

 
1. Las resoluciones por las que se impongan sanciones administrativas 
podrán ser impugnadas través de los medios de defensa que establezcan el 
Estatuto y los demás ordenamientos de carácter reglamentario; los 
interesados podrán optar por la impugnación directa de aquéllas ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en los términos que fije 
la ley correspondiente. 
 

 Artículo 388 

 
1. La Contraloría General es el órgano de control interno del Instituto 
Federal Electoral que tendrá a su cargo la fiscalización de los ingresos y 
egresos del Instituto; en el ejercicio de sus atribuciones estará dotada de 
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y 
resoluciones. 
 
… 

 Artículo 390 

 
1. El contralor general podrá ser sancionado conforme a los artículos 381 al 
385 de este Código por las siguientes causas graves de responsabilidad 
administrativa: 
a) Utilizar en beneficio propio o de terceros la documentación e información 
confidencial en los términos del presente Código y de la legislación en la 
materia; 
b) Dejar sin causa justificada, de fincar responsabilidades o aplicar 
sanciones pecuniarias, en el ámbito de su competencia cuando esté 
debidamente comprobada la responsabilidad e identificado el responsable 
como consecuencia de las revisiones e investigaciones que realice en el 
ejercicio de sus atribuciones; 
c) Sustraer, destruir, ocultar o utilizar indebidamente la documentación e 
información que por razón de su cargo tenga a su cuidado o custodia o que 
exista en la Contraloría General, con motivo del ejercicio de sus 
atribuciones; 
d) Conducirse con parcialidad en los procedimientos de supervisión e 
imposición de sanciones a que se refiere este Código; y 
e) Incurrir en alguna de las infracciones mencionadas en el artículo 8 de la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos. 
2. A solicitud del Consejo General, la Cámara de Diputados resolverá sobre 
la aplicación de las sanciones al contralor general, incluida entre estas la 
remoción, por causas graves de responsabilidad administrativa, debiendo 
garantizar el derecho de audiencia al afectado. La remoción requerirá del 
voto de las dos terceras partes de los miembros presentes en la sesión. 
 

 Artículo 391 

 
1. La Contraloría General tendrá las facultades siguientes: 
a) Fijar los criterios para la realización de las auditorías, procedimientos, 
métodos y sistemas necesarios para la revisión y fiscalización de los 
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recursos a cargo de las áreas y órganos del Instituto; 
b) Establecer las normas, procedimientos, métodos y sistemas de 
contabilidad y de archivo, de los libros y documentos justificativos y 
comprobatorios del ingreso y del gasto, así como aquellos elementos que 
permitan la práctica idónea de las auditorías y revisiones, que realice en el 
cumplimiento de sus funciones; 
c) Evaluar los informes de avance de la gestión financiera respecto de los 
programas autorizados y los relativos a procesos concluidos; 
d) Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas fijadas en los 
programas de naturaleza administrativa contenidos en el presupuesto de 
egresos del Instituto; 
e) Verificar que las diversas áreas administrativas del Instituto que hubieren 
recibido, manejado, administrado o ejercido recursos, lo hagan conforme a 
la normatividad aplicable, los programas aprobados y montos autorizados, 
así como, en el caso de los egresos, con cargo a las partidas 
correspondientes y con apego a las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas conducentes; 
f) Revisar que las operaciones presupuestales que realice el Instituto se 
hagan con apego a las disposiciones legales y administrativas aplicables a 
estas materias; 
g) Verificar las obras, bienes adquiridos o arrendados y servicios 
contratados, para comprobar que las inversiones y gastos autorizados se 
han aplicado, legal y eficientemente, al logro de los objetivos y metas de los 
programas aprobados; 
h) Requerir a terceros que hubieran contratado bienes o servicios con el 
Instituto la información relacionada con la documentación justificativa y 
comprobatoria respectiva, a efecto de realizar las compulsas que 
correspondan; 
i) Solicitar y obtener la información necesaria para el cumplimiento de sus 
funciones. Por lo que hace a la información relativa a las operaciones de 
cualquier tipo proporcionada por las instituciones de crédito, les será 
aplicable a todos los servidores públicos de la propia Contraloría, así como 
a los profesionales contratados para la práctica de auditorías, la obligación 
de guardar la reserva a que aluden las disposiciones normativas en materia 
de transparencia y acceso a la información pública; 
j) Emitir los lineamientos, instruir, desahogar y resolver los procedimientos 
administrativos respecto de las quejas que se presenten en contra de los 
servidores públicos del Instituto, y llevar el registro de los servidores 
públicos sancionados; 
k) Investigar, en el ámbito de su competencia, los actos u omisiones que 
impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, 
manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos del Instituto; 
l) Recibir denuncias o quejas directamente relacionadas con el uso y 
disposición de los ingresos y recursos del Instituto por parte de los 
servidores públicos del mismo y desahogar los procedimientos a que haya 
lugar; 
m) Efectuar visitas a las sedes físicas de las áreas y órganos del Instituto 
para solicitar la exhibición de los libros y papeles indispensables para la 
realización de sus investigaciones, sujetándose a las formalidades 
respectivas; 
n) Establecer los mecanismos de orientación y cursos de capacitación que 
resulten necesarios para que los servidores públicos del Instituto cumplan 
adecuadamente con sus responsabilidades administrativas; 
ñ) Formular pliegos de observaciones en materia administrativa; 
o) Determinar los daños y perjuicios que afecten al Instituto en su 
patrimonio y fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y 
sanciones pecuniarias correspondientes; 
p) Fincar las responsabilidades e imponer las sanciones en términos de los 
lineamientos respectivos; 
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q) Presentar a la aprobación del Consejo General sus programas anuales 
de trabajo; 
r) Presentar al Consejo General los informes previo y anual de resultados 
de su gestión, y acudir ante el mismo Consejo cuando así lo requiera el 
consejero presidente; 
s) Participar, a través de su titular, con voz pero sin voto, en las reuniones 
de la Junta General Ejecutiva cuando por motivo del ejercicio de sus 
facultades así lo considere necesario el consejero presidente; 
t) Recibir y resguardar las declaraciones patrimoniales que deban presentar 
los servidores públicos del Instituto, a partir del nivel de jefe de 
departamento, conforme a los formatos y procedimientos que establezca la 
propia Contraloría. Serán aplicables en lo conducente las normas 
establecidas en la Ley de la materia; 
u) Intervenir en los procesos de entrega-recepción por inicio o conclusión 
de encargo de los servidores públicos que corresponda; y 
v) Las demás que le otorgue este Código o las leyes aplicables en la 
materia. 
 

 Artículo 392 

 
1. Los servidores públicos adscritos a la Contraloría General y, en su caso, 
los profesionales contratados para la práctica de auditorías, deberán 
guardar estricta reserva sobre la información y documentos que conozcan 
con motivo de desempeño de sus facultades así como de sus actuaciones y 
observaciones. 
 

 Artículo 393 

 
1. Los órganos, áreas ejecutivas y servidores públicos del Instituto estarán 
obligados a proporcionar la información, permitir la revisión y atender los 
requerimientos que les presente la Contraloría, sin que dicha revisión 
interfiera u obstaculice el ejercicio de las funciones o atribuciones que este 
Código o las leyes aplicables les confieren. 
 

 Artículo 394 

 
1. Si transcurrido el plazo establecido por la Contraloría General, el órgano 
o área fiscalizada, sin causa justificada, no presenta el informe o 
documentos que se le soliciten, la Contraloría procederá a fincar las 
responsabilidades que correspondan conforme a derecho. 
2. El fincamiento de responsabilidades y la imposición de sanciones no 
relevará al infractor de cumplir con las obligaciones o regularizar las 
situaciones que motivaron las multas. 
3. La Contraloría, además de imponer la sanción respectiva, requerirá al 
infractor para que dentro del plazo determinado, que nunca será mayor a 
cuarenta y cinco días, cumpla con la obligación omitida motivo de la 
sanción; y si aquél incumple, será sancionado. 
4. Durante el desahogo de los procedimientos administrativos tendentes, en 
su caso, al fincamiento de responsabilidades, los servidores públicos 
tendrán asegurado el ejercicio de las garantías constitucionales. 
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DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL: 
PROCEDIMIENTO Y SANCIONES 

 
TESIS DE JURISPRUDENCIA 

 

ARBITRIO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. LO TIENE EL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL.—De una interpretación sistemática y funcional del artículo 
270, párrafo 5, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en relación con el 
artículo 269 del propio ordenamiento, se llega a la conclusión de que el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral tiene la atribución de tomar en cuenta las circunstancias y la gravedad 
de la falta, al momento de imponer la sanción que corresponda, por la comisión de dicha falta. Con 
fundamento en los anteriores preceptos, es posible concluir que, dentro de los límites legales, el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral debe estudiar invariablemente las circunstancias 
particulares y la gravedad de la falta, al momento de imponer una sanción. En efecto, la 
normatividad invocada permite concluir que el legislador ordinario no se orientó por determinar en 
la ley, pormenorizada y casuísticamente, todas y cada una de las condiciones del ejercicio de la 
potestad sancionadora conferida al órgano administrativo correspondiente; por el contrario, el 
mencionado legislador estableció en la ley las condiciones genéricas para el ejercicio de la 
potestad de mérito y remitió el resto de dichas condiciones a la estimación del consejo general, 
sobre todo por lo que hace a la consideración de las circunstancias del caso y la gravedad de la 
falta. 

Tercera Época: 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-021/2000.—
Jesús López Constantino y Miguel Ángel Zúñiga Gómez.—30 de enero de 2001.—Unanimidad en 
el criterio. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-026/2002.—Partido Verde Ecologista de México.—28 de 
noviembre de 2002.—Unanimidad de votos. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-021/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—11 de 
diciembre de 2002.—Unanimidad en el criterio. 
Revista Justicia Electoral 2004, suplemento 7, página 7, Sala Superior, tesis S3ELJ 09/2003. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 29-30. 
 

AUDIENCIA. ELEMENTOS QUE CONFIGURAN TAL GARANTÍA EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 49-A, PÁRRAFO 2, DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES.—En el procedimiento administrativo 
que regula la presentación y revisión de los informes anuales y de campaña de los partidos y 
agrupaciones políticas, previsto en el artículo 49-A, párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, sí se advierten los elementos que configuran la garantía de audiencia. 
En efecto, un criterio de aceptación generalizada enseña, que la autoridad respeta dicha garantía 
si concurren los siguientes elementos: 1. Un hecho, acto u omisión del que derive la posibilidad o 
probabilidad de afectación a algún derecho de un gobernado, por parte de una autoridad; 2. El 
conocimiento fehaciente del gobernado de tal situación, ya sea por disposición legal, por acto 
específico (notificación) o por cualquier otro medio suficiente y oportuno; 3. El derecho del 
gobernado de fijar su posición sobre los hechos y el derecho de que se trate, y 4. La posibilidad de 
que dicha persona aporte los medios de prueba conducentes en beneficio de sus intereses. Las 
particularidades que se asignen a cada uno de estos elementos dependerá de la naturaleza del 
objeto, circunstancias, entorno, etcétera, en que se emita el acto de autoridad. Conforme con el 
numeral invocado, los partidos políticos deben presentar sus informes anuales, respecto del origen 
y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como de su 
empleo y aplicación, a más tardar, dentro de los sesenta días siguientes al último día de diciembre 
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del año del ejercicio que se reporte. La posibilidad del ejercicio de la facultad sancionadora con la 
cual cuenta la autoridad electoral, que actualiza su obligación de respetar la garantía de audiencia 
de los institutos políticos, puede surgir cuando, al analizar los informes y la documentación 
presentada con ellos, la autoridad considere que existe alguna irregularidad en el pretendido 
cumplimiento de la obligación. Es por esta razón que el precepto en cita dispone, por un lado, que 
la comisión de fiscalización tendrá en todo momento, la facultad de solicitar a los órganos 
responsables del financiamiento de cada partido político y a las agrupaciones políticas, la 
documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes, y por otro, 
que si durante la revisión de dichos informes, la comisión advierte la existencia de errores u 
omisiones técnicas, notificará al partido o agrupación política en cuestión, para que en un plazo de 
diez días, contados a partir del siguiente de dicha notificación, presente las aclaraciones o 
rectificaciones que estime pertinentes. Una vez que la Comisión de Fiscalización de los Recursos 
de los Partidos y Agrupaciones Políticas culmina con la revisión de los informes, procede elaborar 
dentro del plazo fijado legalmente un dictamen consolidado, así como un proyecto de resolución, 
en la inteligencia de que en dicho dictamen debe constar, el señalamiento de las aclaraciones o 
rectificaciones que presentaron al efecto los institutos políticos. Después de conocer el contenido 
del dictamen y proyecto de resolución formulado por la comisión, el Consejo General del Instituto 
Federal Electoral impondrá, en su caso, las sanciones correspondientes. El análisis comparativo 
del procedimiento administrativo reseñado con los elementos que configuran la garantía en 
comento, evidencia que éstos sí se surten durante las fases que integran tal procedimiento. Esto 
es así, al tenerse presente que el numeral en examen prevé: 1. El inicio del procedimiento dentro 
de un período específico; 2. La notificación al partido o a la agrupación política del hecho, acto u 
omisión del que derive la posibilidad de afectación a algún derecho de los propios entes, por parte 
de la autoridad; 3. Un plazo específico para que el instituto político en cuestión realice las 
aclaraciones o rectificaciones pertinentes, tales como, fijar su posición sobre los hechos y el 
derecho de que se trate, y 4. La plena posibilidad para aportar pruebas conducentes en beneficio 
de sus intereses, durante el transcurso del plazo mencionado en el punto anterior. En esta virtud, el 
procedimiento administrativo contenido en el artículo 49-A, párrafo 2, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, sí otorga a los institutos políticos interesados la 
oportunidad de plena defensa. 

Tercera Época: 
Recurso de apelación. SUP-RAP-015/98.—Partido Acción Nacional.—24 de septiembre de 1998.—
Unanimidad de votos. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-017/98.—Partido del Trabajo.—24 de septiembre de 1998.—
Unanimidad de votos. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-065/2001.—Agrupación Política Nacional, Unidad Nacional 
Lombardista.—30 de noviembre de 2001.—Unanimidad de votos. 
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 12-13, Sala Superior, tesis S3ELJ 
02/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 31-33. 

COMISIONES Y JUNTA GENERAL EJECUTIVA DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. SUS 
INFORMES, DICTÁMENES Y PROYECTOS DE RESOLUCIÓN, NO CAUSAN PERJUICIO A LOS 
PARTIDOS POLÍTICOS.—De conformidad con lo dispuesto en los artículos 49, párrafo 6; 49-A, 
párrafo 2, incisos c) y e); 82, párrafo 1, inciso w); 86, párrafo 1, inciso l), y 270, párrafos 1, 2, 4 y 6, 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, los dictámenes formulados por la 
Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en los expedientes integrados por virtud de 
un procedimiento administrativo sancionatorio, así como los informes, dictámenes y proyectos de 
resolución que emitan las comisiones del Instituto Federal Electoral, por sí mismos, no pueden 
causar perjuicio alguno, en tanto que se trata de actos preparatorios y no definitivos para el dictado 
del acuerdo o resolución correspondiente por parte del Consejo General del referido instituto, que 
en todo caso constituye la resolución definitiva y es, por tanto, la que sí puede llegar a causar 
perjuicios. Lo anterior es así, en virtud de que la Junta General Ejecutiva y las Comisiones del 
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Instituto Federal Electoral son las que se encargan de tramitar los procedimientos administrativos y 
emitir los informes, dictámenes y proyectos de resolución correspondientes, que desde luego no 
tienen efecto vinculatorio alguno para las partes ni para el órgano que resuelve en definitiva, pues 
bien puede darse el caso de que el Consejo General apruebe o no el dictamen o proyecto de 
resolución respectivo, dado que es la autoridad competente para decidir lo conducente.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-016/97.—Partido Revolucionario Institucional.—26 de junio de 
1997.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-008/99.—Partido de la Revolución Democrática.—25 de mayo de 
1999.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-033/2000.—Partido de la Revolución Democrática.—1o. de 
septiembre de 2000.—Mayoría de seis votos.  
Nota: La presente tesis deja sin efecto el texto de la relevante S3EL 017/99, publicada en las 
páginas 38 y 39 del suplemento número 3 de la revista Justicia Electoral del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, toda vez que, reformulado, se incluye su texto en ésta.  
Revista Justicia Electoral 2002, suplemento 5, páginas 10-11, Sala Superior, tesis S3ELJ 
07/2001.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 54-55. 

COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTIDOS Y AGRUPACIONES 
POLÍTICAS. ALCANCES DE SU FACULTAD INVESTIGATORIA EN EL TRÁMITE DE 
QUEJAS.—En el procedimiento de queja la investigación por parte de la autoridad competente no 
debe constreñirse a valorar las pruebas exhibidas, o a recabar las que posean sus dependencias, 
pues dada su naturaleza, aquél no es un juicio en el que la autoridad fiscalizadora sólo asume el 
papel de un juez entre dos contendientes, sino que su quehacer implica realizar una investigación 
con base en las facultades que la ley le otorga, para apoyarse, incluso, en las autoridades 
federales, estatales y municipales, a fin de verificar la certeza de las afirmaciones contenidas en el 
procedimiento de queja. Se considera así, en virtud de que el numeral 6, apartados 6.5 y 6.7, del 
Reglamento que establece los lineamientos aplicables para la atención de las quejas sobre el 
origen y la aplicación de los recursos derivados del financiamiento de los partidos y agrupaciones 
políticas, autoriza a la autoridad instructora para allegarse de los elementos de convicción que 
estime pertinentes para integrar el expediente respectivo, para lo cual podrá instruir a los órganos 
ejecutivos, centrales o desconcentrados del Instituto Federal Electoral para que lleven a cabo las 
investigaciones o recaben las pruebas necesarias para la debida integración del expediente; 
incluso, puede requerir a las autoridades, los informes o certificaciones que coadyuven para 
indagar y verificar la certeza de los hechos denunciados. Además, una característica esencial de 
este procedimiento está constituida por el conjunto de atribuciones conferidas a la Comisión de 
Fiscalización, para la investigación de las cuestiones sobre las que versa la queja, de las que se 
desprende que en los principios que rigen la materia de la prueba en el procedimiento en comento, 
existe una mayor separación del principio dispositivo y un mayor acercamiento al principio 
inquisitivo, lo cual es explicable porque se está en el terreno donde se desenvuelven actividades 
de orden público, como es la función electoral. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-12/99 y acumulados.—Actores: Partido Revolucionario 
Institucional y otro.—Autoridades responsables: Consejo General del Instituto Federal Electoral y 
otra.—30 de junio de 1999.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro 
Hidalgo.—Disidente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-46/2000.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—30 de enero de 2001.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—Secretario: Jesús Armando 
Pérez González. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-9/2007.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—14 de marzo de 2007.—
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Unanimidad de votos.—Ponente: Constancio Carrasco Daza.—Secretario: Fidel Quiñones 
Rodríguez. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta de enero de dos mil ocho, aprobó por 
unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede. 

CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. TIENE FACULTADES PARA 
INICIAR EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, EN CONTRA DE 
MILITANTES, DIRIGENTES PARTIDISTAS, PARTICULARES O AUTORIDADES.—De la 
interpretación sistemática de los artículos 41, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2, 73 y 82, párrafo 1, incisos t) y w) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, se concluye que el Consejo General del Instituto 
Federal Electoral como organismo encargado de velar por el desarrollo armónico del proceso 
electoral, así como de vigilar que los principios de certeza, legalidad, objetividad e imparcialidad, 
sean los rectores de la contienda, tiene atribuciones suficientes para iniciar el procedimiento 
administrativo sancionador en contra de cualquier partido político, agrupación política, dirigentes, 
miembros, autoridades, e incluso particulares, respecto de cualquier situación que pudiera resultar 
contraria a la correcta consecución del proceso electoral o de los derechos de los partidos políticos 
contendientes, con independencia de las sanciones que por la comisión de infracciones 
administrativas o penales se pudiera hacer acreedor. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-5/2007.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—14 de febrero de 2007.—
Unanimidad de votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—Secretaria: Diana Guevara 
Gómez. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-20/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—9 de mayo de 2007.—Unanimidad 
en el criterio.—Engrose: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretario: Jorge Sánchez Cordero 
Grossmann. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-22/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—9 de mayo de 2007.—Unanimidad 
en el criterio.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretarios: Jorge Sánchez Cordero 
Grossmann y Roberto Jiménez Reyes. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintiuno de septiembre de dos mil siete, 
aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede. 

ENCARGADO DEL DESPACHO. LA SANCIÓN DE DESTITUCIÓN IMPUESTA POR ÉSTE, 
DEBE TENERSE COMO DECRETADA POR EL TITULAR DE LA DIRECCIÓN EJECUTIVA 
RESPECTIVA.—De acuerdo al artículo 181, fracción II, inciso a), del Estatuto del Servicio 
Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, la dirección ejecutiva 
correspondiente es la facultada para resolver los procedimientos administrativos para la aplicación 
de sanciones, seguidos en contra del personal de carrera adscrito a la vocalía respectiva. 
Consecuentemente, en virtud de la designación efectuada a favor del director de que se trate, 
como encargado del despacho, tal funcionario asumió las responsabilidades y facultades de la 
dirección ejecutiva, de tal manera que los actos realizados con motivo de tal designación, como 
encargado del despacho, se deben entender como efectuados por el titular de la dirección 
ejecutiva.  

Tercera Época:  
Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus 
servidores. SUP-JLI-023/2001.—Gisela Molina Macías.—4 de octubre de 2001.—Unanimidad de 
votos.  
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Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus 
servidores. SUP-JLI-026/2001.—Elvia Martínez Juárez.—28 de noviembre de 2001.—Unanimidad 
de votos.  
Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus 
servidores. SUP-JLI-024/2001.—Adolfo Estrada Ignacio.—13 de febrero de 2002.—Unanimidad de 
votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, página 31, Sala Superior, tesis S3LAJ 01/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 111-112. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. DEBE REALIZARSE 
CONFORME A LOS CRITERIOS DE IDONEIDAD, NECESIDAD Y PROPORCIONALIDAD.—Las 
disposiciones contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, encaminadas a salvaguardar a los gobernados de los actos arbitrarios de molestia y 
privación de cualquier autoridad, ponen de relieve el principio de prohibición de excesos o abusos 
en el ejercicio de facultades discrecionales, como en el caso de la función investigadora en la 
fiscalización del origen, monto y destino de los recursos de los partidos políticos. Este principio 
genera ciertos criterios básicos que deben ser observados por la autoridad administrativa en las 
diligencias encaminadas a la obtención de elementos de prueba, que atañen a su idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad. La idoneidad se refiere a que sea apta para conseguir el fin 
pretendido y tener ciertas probabilidades de eficacia en el caso concreto, por lo que bajo este 
criterio, se debe limitar a lo objetivamente necesario. Conforme al criterio de necesidad o de 
intervención mínima, al existir la posibilidad de realizar varias diligencias razonablemente aptas 
para la obtención de elementos de prueba, deben elegirse las medidas que afecten en menor 
grado los derechos fundamentales de las personas relacionadas con los hechos denunciados. De 
acuerdo al criterio de proporcionalidad, la autoridad debe ponderar si el sacrificio de los intereses 
individuales de un particular guarda una relación razonable con la fiscalización de los recursos de 
los partidos políticos para lo cual se estimará la gravedad de los hechos denunciados, la naturaleza 
de los derechos enfrentados, así como el carácter del titular del derecho, debiendo precisarse las 
razones por las que se inclina por molestar a alguien en un derecho, en aras de preservar otro 
valor.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-050/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—7 de mayo de 
2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-054/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-011/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—11 de junio 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 51-52, Sala Superior, tesis S3ELJ 
62/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 235-236. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. DEBEN PRIVILEGIARSE 
LAS DILIGENCIAS QUE NO AFECTEN A LOS GOBERNADOS.—Las amplias facultades del 
secretario técnico de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones 
Políticas para investigar y allegarse oficiosamente elementos de prueba en los procedimientos 
administrativos sancionadores de su competencia, se encuentran limitadas por los derechos 
fundamentales del individuo consagrados en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que garantizan la libertad, dignidad y privacidad del individuo en su 
persona, derechos y posesiones; derechos que deben ser respetados por toda autoridad a las que, 
por mandato constitucional, se les exige fundar y motivar las determinaciones en las que se 
requiera causar una molestia a los gobernados, pues la restricción eventual permitida de los 
derechos reconocidos constitucionalmente debe ser la excepción, y por esta razón resulta 
necesario expresar los hechos que justifiquen su restricción. De esta forma, se deben privilegiar y 
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agotar las diligencias en las cuales no sea necesario afectar a los gobernados, sino acudir 
primeramente a los datos que legalmente pudieran recabarse de las autoridades, o si es 
indispensable afectarlos, que sea con la mínima molestia posible.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-050/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—7 de mayo de 
2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-054/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-011/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—11 de junio 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 52-53, Sala Superior, tesis S3ELJ 
63/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 236-237. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LA JUNTA GENERAL 
EJECUTIVA DEL IFE TIENE FACULTADES INVESTIGADORAS Y DEBE EJERCERLAS 
CUANDO EXISTAN INDICIOS DE POSIBLES FALTAS.—Conforme a los artículos 40 y 82, 
párrafo 1, inciso t), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como el 
artículo 12 de los Lineamientos generales para el conocimiento de las faltas administrativas y de 
las sanciones, previstas en el Título Quinto del Libro Quinto del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, por conducto 
de su secretario, tiene facultades para investigar la verdad de los hechos, por los medios legales a 
su alcance, potestad que no se ve limitada por la inactividad de las partes o por los medios que 
éstas ofrezcan o pidan. En efecto, el establecimiento de esta facultad tiene por objeto, 
evidentemente, que la referida autoridad conozca de manera plena la verdad sobre los hechos 
sometidos a su potestad, con el fin de lograr la tutela efectiva del régimen jurídico electoral, el cual 
está integrado por normas de orden público y observancia general (artículo 1o. del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, entre otros), por lo que no puede verse limitada por 
las circunstancias apuntadas, y por tanto puede ejercerla de oficio. De lo anterior se advierte, que 
en las normas que regulan la potestad probatoria conferida al secretario ejecutivo, y en los 
principios que rigen la materia de la prueba en el procedimiento en comento, existe una mayor 
separación del principio dispositivo y un mayor acercamiento al principio inquisitivo, lo cual es 
explicable porque se está en el terreno donde se desenvuelven actividades de orden público, como 
es la función electoral. Por estas razones, si en el procedimiento administrativo sancionador 
electoral iniciado con motivo de una queja existen elementos o indicios que evidencien la posible 
existencia de una falta o infracción legal, ya sea porque el denunciante haya aportado algún medio 
de convicción con ese alcance, o que de oficio se haya allegado alguna prueba que ponga de 
relieve esa situación y, no obstante tal circunstancia, el secretario ejecutivo no hace uso de las 
facultades investigadoras y probatorias que le confiere la ley, con la finalidad de esclarecer 
plenamente la verdad de las cuestiones fácticas sometidas a su potestad, implica una infracción a 
las normas que prevén dichas facultades, así como a los principios de certeza y legalidad que rigen 
en la materia, en términos de lo previsto en el artículo 41, fracción III, constitucional; pues no es 
sino hasta que el secretario mencionado determina que con los medios de prueba allegados al 
expediente es factible conocer con certeza los términos, condiciones y particularidades de las 
cuestiones que se hicieron de su conocimiento, cuando debe formular el proyecto de dictamen 
correspondiente, porque de no ser así, el expediente no se encuentra debidamente integrado. 
Consecuentemente, cuando el Consejo General del Instituto Federal Electoral conoce del dictamen 
elaborado por la Junta General Ejecutiva, para su decisión, y advierte que no están debidamente 
esclarecidos los puntos de hecho correspondientes, debe ordenar a dicha junta, acorde a lo 
dispuesto por el artículo 82, apartado 1, inciso t), del código en cita, la investigación de los puntos 
específicos que no están aclarados, para lograr la finalidad perseguida con el otorgamiento de la 
potestad investigadora, además de que la normatividad en cita no restringe ni limita en forma 
alguna el ejercicio de esos poderes a una etapa o fase determinada del procedimiento, pues no se 
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le sujeta a un momento determinado, sin que sea obstáculo para lo anterior, que el artículo 10, 
inciso e), de los lineamientos citados, establezca como regla general que el dictamen se debe 
presentar en un plazo no mayor de treinta días naturales, contados a partir de que se recibió la 
denuncia, pues también establece que no será así cuando las pruebas ofrecidas o las 
investigaciones que se realicen justifiquen la ampliación del plazo, además de que dicho precepto 
reglamentario no puede dejar sin efecto la atribución del Consejo General de ordenar la 
investigación de puntos no aclarados.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-009/2000.—Coalición Alianza por México.—21 de marzo de 
2000.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-035/2000.—Coalición Alianza por México.—30 de agosto de 
2000.—Mayoría de seis votos.—Disidente: Eloy Fuentes Cerda.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-004/2003.—Partido de la Revolución Democrática.—17 de julio 
de 2003.—Mayoría de seis votos.—Disidente: Eloy Fuentes Cerda.  
Sala Superior, tesis S3ELJ 16/2004.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 237-239.  

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LOS CIUDADANOS 
DENUNCIANTES ESTÁN LEGITIMADOS PARA APELAR LA DETERMINACIÓN EMITIDA.—No 
obstante que en el artículo 45, párrafo 1, inciso b), fracción II, de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, al establecer la legitimación de los ciudadanos para 
interponer el recurso de apelación, sólo hace referencia explícita al caso de imposición de 
sanciones previsto en el artículo 42 de la propia ley, una interpretación sistemática y conforme con 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de ambos preceptos, en relación con lo 
dispuesto en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción VIII, de la Constitución federal; 186, fracción 
V, y 189, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 270, 
párrafos cuarto y sexto, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, lleva a la 
conclusión de que procede el recurso de apelación no sólo en contra de la imposición o aplicación 
de sanciones sino también de cualquier otra determinación o resolución del Consejo General del 
Instituto Federal Electoral con motivo del procedimiento administrativo sancionador electoral 
derivado de la interposición de una queja en términos del artículo 270 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, pues como se advierte de lo dispuesto en los preceptos 
antes invocados, todos ellos incluyen como supuesto de impugnación no sólo la imposición de 
sanciones sino la determinación o resolución del propio Consejo General del Instituto Federal 
Electoral que recaiga en el procedimiento correspondiente, sin que para dilucidar la procedencia 
del medio sea trascendente el hecho de que efectivamente se haya impuesto o aplicado una 
sanción, puesto que en el citado artículo 42 se utiliza la expresión: en su caso, lo que denota el 
carácter contingente de la imposición de la sanción y, por tanto, no necesario para efectos de la 
procedencia del recurso de apelación. De la misma manera, al situarse el artículo 45, párrafo 1, 
inciso b), fracción II, de la invocada ley procesal electoral en el capítulo relativo a la legitimación y 
personería, su alcance jurídico debe circunscribirse propiamente a la capacidad ad causam y ad 
procesum de los sujetos para presentar el medio respectivo, mas no para determinar cuáles son 
los supuestos de procedencia específicos, ya que éstos están en un capítulo distinto. A la misma 
conclusión se arriba si se atiende a una interpretación gramatical, en tanto que determinación es la 
acción y efecto de determinar, mientras que determinar es fijar los términos de algo; distinguir; 
discernir; señalar, fijar algo para algún efecto; tomar una resolución; hacer tomar una resolución. 
De esta forma, cuando el legislador distingue entre determinación e imposición o aplicación de 
sanciones, ello implica que admite la posibilidad de impugnar cualquier determinación, esto es, 
cualquier decisión o resolución en torno a un procedimiento administrativo sancionador electoral, 
mas no sólo la imposición o aplicación de una sanción que ponga fin al mismo. Por otra parte, si 
esta Sala Superior en forma reiterada ha considerado que los partidos políticos no sólo cuentan 
con la legitimación e interés jurídico para presentar la queja o denuncia prevista en el artículo 270 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales sino para participar y vigilar la 



 
 

83 

 

adecuada instrucción del procedimiento administrativo sancionador electoral correspondiente e, 
incluso, impugnar la determinación final que se adopte si estiman que ésta viola los principios de 
constitucionalidad y legalidad, aun cuando la misma no haya consistido en la imposición de alguna 
sanción, con base en los preceptos constitucionales y legales apuntados, debe concluirse que los 
ciudadanos que hayan formulado una denuncia o queja, por supuestas violaciones estatutarias 
cometidas por el partido político en el que militan, también cuentan con la legitimación e interés 
jurídico equivalentes, pues existen las mismas razones jurídicas que las esgrimidas en el caso de 
los partidos políticos para tal efecto. Por tanto, si los referidos ciudadanos afiliados o militantes de 
un partido político tienen legitimación e interés jurídico para presentar la citada queja por supuestas 
violaciones estatutarias por parte de dicho instituto político, ese interés subsiste para participar y 
vigilar la adecuada instrucción del procedimiento relativo e, incluso, impugnar la determinación final 
que se adopte, lo que no acontece cuando la respectiva queja o denuncia se formula por 
supuestas violaciones legales cometidas por algún partido político, puesto que en este caso 
corresponde a los demás partidos políticos combatir tal determinación, con base en el interés 
difuso o en beneficio de la ley que a tales institutos les confiere.  

Tercera Época:  
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-805/2002.—
Raúl Álvarez Garín y otros.—27 de febrero de 2003.—Mayoría de cinco votos.—Disidente: Eloy 
Fuentes Cerda.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-014/2003.—Raúl Álvarez Garín y otros.—10 de abril de 2003.—
Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-017/2003.—Rogelio López Guerrero Morales.—30 de abril de 
2003.—Mayoría de cuatro votos.—Disidente: Eloy Fuentes Cerda.  
Revista Justicia Electoral 2004, suplemento 7, páginas 23-25, Sala Superior, tesis S3ELJ 
10/2003.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 239-242.  

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LOS PARTIDOS 
POLÍTICOS TIENEN INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR LA RESOLUCIÓN EMITIDA.—De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 41, párrafo segundo, base I, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los partidos políticos tienen interés jurídico para impugnar la 
resolución que recae a un procedimiento administrativo sancionador, a pesar de que hayan sido o 
no los que presentaron la queja correspondiente, en virtud de que éstos tienen el carácter de 
entidades de interés público que intervienen en el proceso electoral, de lo que se desprende la 
posibilidad jurídica de actuar en defensa del interés público, difuso o colectivo, con independencia 
de la defensa de sus intereses particulares. En efecto, si el procedimiento administrativo 
sancionador electoral participa de las características de interés público, difuso o de clase, las 
resoluciones que en él se dicten, por las mismas razones, afectarán el referido interés. En 
consecuencia, si alguno de los sujetos reconocidos como entidades de interés público por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, considera que la resolución dictada en un 
procedimiento administrativo sancionador electoral es violatoria del principio de legalidad, por 
infracción a las disposiciones previstas en la propia Constitución o en el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, es evidente que tienen interés jurídico para impugnarla, 
en tanto que al hacerlo, no defienden exclusivamente un interés propio, sino que buscan también, 
la prevalencia del interés público. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-3/2007.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—9 de febrero de 2007.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Julio César Cruz Ricárdez. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-7/2007.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—28 de febrero de 2007.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Pedro Esteban Penagos López.—Secretario: Joel Reyes 
Martínez. 
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Recurso de apelación. SUP-RAP-8/2007.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—28 de febrero de 2007.—
Unanimidad de votos.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretario: Roberto Duque 
Roquero. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el doce de septiembre de dos mil siete, aprobó 
por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede.  
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL PARA LA ATENCIÓN DE 
QUEJAS SOBRE EL ORIGEN Y LA APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL 
FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. ES ESENCIALMENTE INQUISITIVO.—
Conforme a los artículos 3o., 4o., 5o., 6o. y 7o. del Reglamento que establece los lineamientos 
aplicables en la integración de los expedientes y la sustanciación del procedimiento para la 
atención de las quejas sobre el origen y aplicación de los recursos derivados del financiamiento de 
los partidos y agrupaciones políticas, el procedimiento administrativo sancionador electoral previsto 
en dicho reglamento se rige predominantemente por el principio inquisitivo, pues una vez que se 
recibe la denuncia, corresponde a las autoridades competentes la obligación de seguir con su 
propio impulso el procedimiento por las etapas correspondientes, según lo prescriben las normas 
legales y reglamentarias, además de que se otorgan amplias facultades al secretario técnico de la 
Comisión de Fiscalización en la investigación de los hechos denunciados, las cuales no se limitan 
a valorar las pruebas exhibidas por el partido denunciante, ni a recabar las que posean los órganos 
del instituto, sino que le impone agotar todas las medidas necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos planteados. La aplicación del principio dispositivo al procedimiento en cuestión se 
encuentra esencialmente en la instancia inicial, donde se exige la presentación de un escrito de 
queja que cumpla con determinadas formalidades, y se impone la carga de aportar elementos 
mínimos de prueba, por lo menos, con valor indiciario.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-050/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—7 de mayo de 
2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-054/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-011/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—11 de junio 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 53-54, Sala Superior, tesis S3ELJ 
64/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 242-243.  

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL RELACIONADO CON LA 
FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. NORMAS 
GENERALES PARA LA ACTIVIDAD INVESTIGADORA.—La investigación que debe realizar el 
secretario técnico de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones 
Políticas en los procedimientos administrativos sancionadores electorales que le corresponde 
instruir, debe dirigirse, en primer lugar, a corroborar los indicios que se desprendan (por leves que 
sean) de los elementos de prueba aportados por el denunciante, allegándose las pruebas idóneas 
y necesarias para verificarlos o desvanecerlos, y establecer si la versión planteada en la queja se 
encuentra o no suficientemente sustentada para considerar probables los hechos de que se trate. 
Esto es, el campo dentro del cual la autoridad puede moverse inicialmente en la investigación de 
los hechos, tendrá que tomar como base, los indicios que surjan de los elementos aportados, y así 
podrá acudir a los medios concentradores de datos a que pueda acceder legalmente, con el 
propósito de dicha verificación, así como para corroborar la existencia de personas y cosas 
relacionadas con la denuncia, tendientes a su localización, como pueden ser, los registros o 
archivos públicos que por disposición de la ley estén accesibles al público en general. En caso de 
que el resultado de estas primeras investigaciones no arrojen la verificación de hecho alguno, ni 
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avance algo en ese sentido, o bien obtengan elementos que desvanezcan o destruyan los 
principios de prueba que aportó el denunciante, sin generar nuevos indicios relacionados con la 
materia de la queja, se justificará plenamente que la autoridad administrativa no instrumente más 
diligencias tendientes a generar otros principios de prueba, en relación con esos u otros hechos, 
pues la base de su actuación radica precisamente en la existencia de indicios derivados de los 
elementos probatorios inicialmente aportados, y de la existencia de las personas y cosas 
relacionadas con éstos. En cambio, si se fortalece de alguna forma la prueba inicial de ciertos 
hechos denunciados, la autoridad tendrá que sopesar el posible vínculo de inmediatez entre los 
indicios iniciales y los nuevos que resulten, de manera que si se produce entre ellos un nexo 
directo, inmediato y natural, se denotará que la averiguación transita por camino sólido y que la 
línea de investigación se ha extendido, con posibilidades de reconstruir la cadena fáctica 
denunciada, por lo cual, a partir de los nuevos extremos, se pueden decretar otras diligencias en la 
indagatoria tendientes a descubrir más eslabones inmediatos, si los hay y puedan existir elementos 
para comprobarlos, con lo cual se dará pauta a la continuación de la investigación, hasta que ya no 
se encuentren datos vinculados con los datos de la línea de investigación iniciada.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-050/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—7 de mayo de 
2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-054/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-011/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—11 de junio 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 54-55, Sala Superior, tesis S3ELJ 
65/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 243-244. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR GENÉRICO EN MATERIA ELECTORAL. 
LA INVESTIGACIÓN DEBE INICIARSE CUANDO UN ÓRGANO DEL INSTITUTO FEDERAL 
ELECTORAL TIENE CONOCIMIENTO DE ALGUNA VIOLACIÓN.—La facultad de iniciar un 
procedimiento administrativo de investigación sobre irregularidades o faltas administrativas, que 
eventualmente culminaría con la aplicación de una sanción, no necesariamente parte del supuesto 
de que se haya presentado una queja o denuncia de un partido político por escrito, pues también 
corresponde a la Junta General Ejecutiva ejercer dicha facultad cuando un órgano del Instituto 
Federal Electoral se lo informe, en virtud de haber tenido conocimiento, con motivo del ejercicio de 
sus atribuciones constitucional y legalmente conferidas, de que se ha violado una disposición del 
código, en relación con el sistema sancionador en materia electoral y con respecto al contenido del 
párrafo 2, del artículo 270, en relación con los diversos preceptos 82, párrafo 1, inciso h), y 86, 
párrafo 1, inciso l), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. En efecto, 
cualquier órgano del propio Instituto Federal Electoral tiene no sólo la posibilidad, sino la obligación 
de hacer del conocimiento de las instancias competentes cualquier circunstancia que pueda 
constituir un acto de los sancionados por la legislación electoral, ya que el artículo 41, fracción III, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 
73 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, disponen que en el ejercicio 
de su función estatal, el Instituto Federal Electoral tiene como principios rectores la certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad, razón por la cual ninguno de los órganos que 
integran dicha institución, al ejercer las atribuciones que se prevén a su cargo en la ley, podría 
ignorar o dejar pasar una situación que constituyera una irregularidad en la materia y, en 
consecuencia, ser omiso en hacer del conocimiento de la Junta General Ejecutiva dicha 
circunstancia sino, por el contrario, tiene la obligación de informarlo, porque de no hacerlo incurriría 
en responsabilidad.  

Tercera Época:  
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Recurso de apelación. SUP-RAP-020/98.—Partido Revolucionario Institucional.—17 de noviembre 
de 1998.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-009/99.—Cruzada Democrática Nacional, agrupación política 
nacional.—19 de mayo de 1999.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-104/2003.—Partido de la Revolución Democrática.—19 de 
diciembre de 2003.—Unanimidad de votos.  
Sala Superior, tesis S3ELJ 17/2004.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 245-246.  

PROCEDIMIENTO ESPECIALIZADO DE URGENTE RESOLUCIÓN. NATURALEZA Y 
FINALIDAD.—De acuerdo con el criterio sostenido por esta Sala Superior en la jurisprudencia 
12/2007, intitulada "PROCEDIMIENTO SUMARIO PREVENTIVO. FACULTAD DE LA AUTORIDAD 
ELECTORAL PARA INSTAURARLO", que derivó de la interpretación del artículo 116, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, desarrollado en las normas 
secundarias que establecen las facultades de las autoridades administrativas electorales para 
vigilar que las actividades de los partidos políticos se ciñan a los principios constitucionales y 
legales en materia electoral, así como para sancionarlos cuando sus actos se aparten de dichos 
principios rectores y emitir los acuerdos necesarios para hacer efectivas dichas funciones, la 
autoridad administrativa comicial tiene competencia para conocer y resolver el procedimiento 
especializado de urgente resolución, en el que se privilegie la prevención o la corrección de las 
conductas denunciadas, a efecto de corregir las posibles irregularidades y restaurar el orden 
jurídico electoral violado. En ese sentido, el procedimiento especializado de que se trata es de 
naturaleza preponderantemente preventivo y de carácter provisional; su finalidad esencial consiste 
en evitar que la conducta presumiblemente transgresora de la normativa electoral, como podría ser 
la difusión de actos anticipados de precampaña o campaña, de propaganda negra o denostativa, 
entre otros, genere efectos perniciosos e irreparables, ello a través de medidas tendentes a lograr 
la paralización, suspensión o cesación de los actos irregulares; a diferencia de lo que sucede con 
el procedimiento sancionador, cuya naturaleza es eminentemente coercitiva y ejemplar de los 
modelos de conducta; su objetivo fundamental consiste en la investigación de actos o conductas 
infractoras de la normativa electoral que puedan afectar el proceso electoral, a fin de aplicar la 
sanción correspondiente. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-202/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—
Autoridad responsable: Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal Electoral del Estado de 
Tamaulipas.—24 de agosto de 2007.—Unanimidad de votos.—Ponente: Manuel González 
Oropeza.—Secretario: Gerardo Rafael Suárez González. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-258/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—
Autoridad responsable: Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal Electoral de Tamaulipas.—23 de 
octubre de 2007.—Unanimidad de seis votos.—Ponente: Constancio Carrasco Daza.—Secretario: 
Fabricio Fabio Villegas Estudillo. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-434/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—
Autoridad responsable: Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal Electoral de Tamaulipas.—8 de 
noviembre de 2007.—Unanimidad de votos.—Ponente: Constancio Carrasco Daza.—Secretario: 
Fidel Quiñones Rodríguez. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintitrés de enero de dos mil ocho, aprobó 
por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede. 

PROCEDIMIENTO SUMARIO PREVENTIVO. FACULTAD DE LA AUTORIDAD ELECTORAL 
PARA INSTAURARLO.—El principio rector, contenido en la fracción IV del artículo 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, permite establecer que las autoridades 
administrativas electorales tienen atribuciones relacionadas con la vigilancia de las actividades de 
los partidos políticos y coaliciones, así como de los candidatos y sus simpatizantes, para que tales 
actividades se desarrollen con apego a la ley. El ejercicio de dichas atribuciones debe satisfacer el 
principio depurador del proceso electoral respectivo, a fin de asegurar su apego a la legalidad a 
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través del voto universal, libre, secreto y directo, con la finalidad de preservar la voluntad popular 
cuando se requiera la reorientación o reencauzamiento de las actividades de los actores políticos, 
a través del ejercicio de atribuciones correctivas e inhibitorias de la autoridad y no exclusivamente 
de aquéllas que sean sancionadoras o anulatorias. De ahí que, la falta de regulación expresa en la 
ley ordinaria de un procedimiento sumario preventivo, no es obstáculo para que la autoridad 
electoral lo instaure, pues se deben privilegiar los principios rectores del orden constitucional. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-17/2006.—Actor: Coalición "Por el Bien de Todos".—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—5 de abril de 2006.—Mayoría de 
seis votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Disidente: Eloy Fuentes Cerda.—
Secretario: Javier Ortiz Flores. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-34/2006 y acumulado.—Actores: Partido Acción Nacional y 
otro.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—23 de mayo de 
2006.—Unanimidad de cinco votos en el criterio.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—
Secretario: David Jaime González. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-202/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—
Autoridad responsable: Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal Electoral del Estado de 
Tamaulipas.—24 de agosto de 2007.—Unanimidad de votos.—Ponente: Manuel González 
Oropeza.—Secretario: Gerardo Rafael Suárez González. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta y uno de octubre de dos mil siete, 
aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede. 

QUEJAS SOBRE EL ORIGEN Y APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL 
FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS Y AGRUPACIONES POLÍTICAS. REQUISITOS DE 
ADMISIÓN DE LA DENUNCIA.—Los artículos 4.1 y 6.2 del Reglamento que establece los 
lineamientos aplicables en la integración de los expedientes y la sustanciación del procedimiento 
para la atención de las quejas sobre el origen y aplicación de los recursos derivados del 
financiamiento de los partidos y agrupaciones políticas, establece como requisitos para iniciar los 
primeros trámites, con motivo de la presentación de una queja, que: 1. Los hechos afirmados en la 
denuncia configuren, en abstracto uno o varios ilícitos sancionables a través de este 
procedimiento; 2. Contenga las circunstancias de modo, tiempo y lugar que hagan verosímil la 
versión de los hechos, esto es, que se proporcionen los elementos indispensables para establecer 
la posibilidad de que los hechos denunciados hayan ocurrido, tomando en consideración el modo 
ordinario en que suela dotarse de factibilidad a los hechos y cosas en el medio sociocultural, 
espacial y temporal que corresponda a los escenarios en que se ubique la narración, y 3. Se 
aporten elementos de prueba suficientes para extraer indicios sobre la credibilidad de los hechos 
materia de la queja. El objeto esencial de este conjunto de exigencias consiste en garantizar la 
gravedad y seriedad de los motivos de la queja, como elementos necesarios para justificar que la 
autoridad entre en acción y realice las primeras investigaciones, así como la posible afectación a 
terceros, al proceder a la recabación de los elementos necesarios para la satisfacción de su 
cometido. Con el primero, se satisface el mandato de tipificación de la conducta denunciada, para 
evitar la prosecución inútil de procedimientos administrativos carentes de sentido, respecto de 
hechos que de antemano se advierta que no son sancionables. Con el segundo, se tiende a que 
los hechos narrados tengan la apariencia de ser verdaderos o creíbles, de acuerdo a la forma 
natural de ser de las cosas, al no encontrarse caracteres de falsedad o irrealidad dentro del relato, 
pues no encuentra justificación racional poner en obra a una autoridad, para averiguar hechos 
carentes de verosimilitud dentro de cierta realidad en la conciencia general de los miembros de la 
sociedad. De modo que cuando se denuncien hechos que por sí mismos no satisfagan esta 
característica, se deben respaldar con ciertos elementos probatorios que el denunciante haya 
podido tener a su alcance de acuerdo a las circunstancias, que auxilien a vencer la tendencia de su 
falta de credibilidad. El tercer requisito fortalece a los anteriores, al sumar a la tipificación y a la 
verosimilitud ciertos principios de prueba que, en conjunción con otros, sean susceptibles de 
alcanzar el grado de probabilidad necesario para transitar a la segunda fase, que es propiamente 
la del procedimiento administrativo sancionador electoral. Estos requisitos tienen por finalidad 
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evitar que la investigación, desde su origen, resulte en una pesquisa general injustificada, prohibida 
por la Constitución de la República.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-050/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—7 de mayo de 
2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-054/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-011/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—11 de junio 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2003, suplemento 6, páginas 60-62, Sala Superior, tesis S3ELJ 
67/2002.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 257-258. 

RÉGIMEN ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. PRINCIPIOS JURÍDICOS 
APLICABLES.—Tratándose del incumplimiento de un deber jurídico, en tanto presupuesto 
normativo, y la sanción, entendida como consecuencia jurídica, es necesario subrayar que por 
llevar implícito el ejercicio del poder correctivo o sancionador del Estado (ius puniendi), incluido 
todo organismo público (tanto centralizado como descentralizado y, en el caso específico del 
Instituto Federal Electoral, autónomo) debe atenderse a los principios jurídicos que prevalecen 
cuando se pretende restringir, limitar, suspender o privar de cierto derecho a algún sujeto, para el 
efecto de evitar la supresión total de la esfera de derechos políticos de los ciudadanos o sus 
organizaciones políticas con la consecuente transgresión de los principios constitucionales de 
legalidad y certeza, máxime cuando se reconoce que ese poder punitivo estatal está puntualmente 
limitado por el aludido principio de legalidad. Así, el referido principio constitucional de legalidad 
electoral en cuestiones relacionadas con el operador jurídico: La ley ... señalará las sanciones que 
deban imponerse por el incumplimiento de ... (dichas) disposiciones (artículo 41, párrafo segundo, 
fracción II, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), es la 
expresión del principio general del derecho nullum crimen, nulla poena sine lege praevia, scripta et 
stricta, aplicable al presente caso en términos de los artículos 3, párrafo 2, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, así como 2 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, lo cual implica que en el régimen administrativo sancionador 
electoral existe: a) Un principio de reserva legal (lo no prohibido está permitido), así como el 
carácter limitado y exclusivo de sus disposiciones, esto es, sólo las normas jurídicas legislativas 
determinan la causa de incumplimiento o falta, en suma, el presupuesto de la sanción; b) El 
supuesto normativo y la sanción deben estar determinados legislativamente en forma previa a la 
comisión del hecho; c) La norma jurídica que prevea una falta o sanción debe estar expresada en 
una forma escrita (abstracta, general e impersonal), a efecto de que los destinatarios (tanto 
ciudadanos, como partidos políticos, agrupaciones políticas y autoridades administrativas y 
jurisdiccionales, en materia electoral) conozcan cuáles son las conductas ordenadas o prohibidas, 
así como las consecuencias jurídicas que provoca su inobservancia, lo cual da vigencia a los 
principios constitucionales de certeza y objetividad (en este caso, como en el de lo expuesto en el 
inciso anterior, se está en presencia de la llamada garantía de tipicidad) y, d) Las normas requieren 
una interpretación y aplicación estricta (odiosa sunt restringenda), porque mínimo debe ser el 
ejercicio de ese poder correctivo estatal, siempre acotado y muy limitado, por cuanto que los 
requisitos para su puesta en marcha deben ser estrechos o restrictivos.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-013/98.—Partido Revolucionario Institucional.—24 de septiembre 
de 1998.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-034/2003 y acumulado.—Partido de la Revolución 
Democrática.—26 de junio de 2003.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-025/2004.—Partido Verde Ecologista de México.—11 de junio de 
2004.—Unanimidad de votos.  
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Sala Superior, tesis S3ELJ 07/2005.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 276-278. 

SANCIONES ADMINISTRATIVAS EN MATERIA ELECTORAL. ELEMENTOS PARA SU 
FIJACIÓN E INDIVIDUALIZACIÓN.—La responsabilidad administrativa corresponde al derecho 
administrativo sancionador, que es una especie del ius puniendi, y consiste en la imputación o 
atribuibilidad a una persona de un hecho predeterminado y sancionado normativamente, por lo que 
no puede dársele un carácter objetivo exclusivamente, en que tomen en cuenta únicamente los 
hechos y consecuencias materiales y los efectos perniciosos de las faltas cometidas, sino también 
se debe considerar la conducta y la situación del infractor en la comisión de la falta (imputación 
subjetiva). Esto sirve de base para una interpretación sistemática y funcional de los artículos 270, 
apartado 5, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 10.1 del 
Reglamento que establece los lineamientos aplicables en la integración de los expedientes y la 
sustanciación del procedimiento para la atención de las quejas sobre el origen y aplicación de los 
recursos derivados del financiamiento de los partidos y agrupaciones políticas, el cual conduce a 
establecer que la referencia a las circunstancias sujetas a consideración del Consejo General, para 
fijar la sanción que corresponda al partido político por la infracción cometida, comprende tanto a las 
de carácter objetivo (la gravedad de los hechos y sus consecuencias, el tiempo, modo y lugar de 
ejecución), como a las subjetivas (el enlace personal o subjetivo entre el autor y su acción, 
verbigracia el grado de intencionalidad o negligencia, y la reincidencia) que rodean a la 
contravención de la norma administrativa. Una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y su imputación subjetiva, la autoridad electoral debe, en primer lugar, determinar si la falta 
fue levísima, leve o grave, y en este último supuesto, precisar si se trata de una gravedad 
ordinaria, especial o mayor, para saber si alcanza o no el grado de particularmente grave, así como 
dilucidar si se está en presencia de una infracción sistemática, y con todo esto, debe proceder a 
localizar la clase de sanción que legalmente corresponda, entre las cinco previstas por el artículo 
269 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Finalmente, si la sanción 
escogida contempla un mínimo y un máximo, se procederá a graduar o individualizar la sanción, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley, atendiendo a las circunstancias antes apuntadas.  

Tercera Época:  
Recurso de apelación. SUP-RAP-029/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—13 de julio de 
2001.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-024/2002.—Partido Revolucionario Institucional.—31 de octubre 
de 2002.—Unanimidad de votos.  
Recurso de apelación. SUP-RAP-031/2002.—Agrupación Política Nacional, Agrupación Política 
Campesina.—31 de octubre de 2002.—Unanimidad de votos.  
Revista Justicia Electoral 2004, suplemento 7, páginas 28-29, Sala Superior, tesis S3ELJ 
24/2003.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 295-296.  
08/98.  
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 303-305. 
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Partido Acción Nacional 
Vs. 

Comisión de Quejas y Denuncias del 
Instituto Federal Electoral 

 
 

Jurisprudencia 10/2008 

 
PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR. ES LA VÍA PREVISTA PARA ANALIZAR 
VIOLACIONES RELACIONADAS CON PROPAGANDA POLÍTICA O ELECTORAL EN RADIO Y 
TELEVISIÓN.—Los artículos 41, Base III y 134, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establecen el imperativo de que la propaganda política o electoral 
difundida en los medios de comunicación social, esté exenta de expresiones que denigren a las 
instituciones y partidos políticos o que calumnien a las personas; asimismo, señalan que la 
vulneración a esta disposición, será sancionada mediante procedimientos expeditos, en los que se 
podrá ordenar la cancelación inmediata de la propaganda difundida, dada la necesidad de hacer 
cesar, a priori, cualquier acto que pudiera entrañar la violación a los principios o bienes jurídicos 
tutelados por la materia electoral. Bajo esa premisa, es dable sostener que de la interpretación 
sistemática y funcional de los artículos 49, 361 y 367, del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, se obtiene que, el procedimiento especial sancionador es la vía 
prevista por el legislador para analizar las presuntas violaciones vinculadas con la legalidad de la 
propaganda electoral en radio y televisión, por la brevedad del trámite y resolución que distingue a 
este procedimiento, y la necesidad de que se defina con la mayor celeridad posible sobre la licitud 
o ilicitud de las conductas reprochadas, las que pueden llegar a provocar afectaciones irreversibles 
a los destinatarios de esas expresiones, debido a la incidencia que tienen los medios masivos de 
comunicación en la formación de la opinión pública; ahora bien, dicho procedimiento puede ser 
instaurado durante el desarrollo o fuera de un proceso electoral, ya que se mantiene la posibilidad 
de que se transgredan las disposiciones que regulan dicha prerrogativa; luego, el escrutinio 
correspondiente debe efectuarse en el momento en que se actualice la conducta infractora, que 
podrá o no coincidir con un proceso comicial. 
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Recurso de apelación. SUP-RAP-58/2008.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—4 de junio de 
2008.—Mayoría de seis votos.—Engrose: Constancio Carrasco Daza.—Disidente: Flavio Galván 
Rivera.—Secretaria: Marcela Elena Fernández Domínguez. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-64/2008.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—11 de junio de 
2008.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Disidente: Flavio 
Galván Rivera.—Secretarios: Enrique Figueroa Ávila, Juan Antonio Garza García y Armando 
González Martínez. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-135/2008.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—27 de agosto de 2008.—
Unanimidad de votos.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretario: Jorge Sánchez 
Cordero Grossmann. 
 



 
DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL: 

PROCEDIMIENTO Y SANCIONES 
 

TESIS RELEVANTES  
 

APELACIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO QUE RECHAZA UNA PRUEBA 
DENTRO DEL PROCEDIMIENTO INCOADO CON MOTIVO DE UNA QUEJA PRESENTADA 
POR UN PARTIDO POLÍTICO, EN MATERIA DE FINANCIAMIENTO.—El acuerdo que rechaza 
la admisión de una prueba, en un procedimiento de queja instado por un partido político, en 
contra de otro, por violaciones al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
en materia de financiamiento, es una excepción a la regla general de procedencia del recurso de 
apelación, prevista por el artículo 40, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, en tanto que, por sí mismo, no origina el perjuicio 
irreparable por constituir una violación procedimental, que sólo produce efectos intraprocesales o 
interprocedimentales. En todo caso, el perjuicio definitivo se causa con el dictado de la 
resolución que desestime las pretensiones jurídicas del oferente de la prueba, porque es cuando 
puede apreciarse la influencia de la no aceptación del material probatorio, pues quizá, pese a la 
falta de la prueba, se acojan las pretensiones y así, la violación argüida, quedaría reparada. De 
modo que, sólo a través de la impugnación de dicha resolución definitiva, puede hacerse valer la 
transgresión supradicha, en vía de agravios. Aceptar la procedencia indiscriminada de recursos 
de apelación, contra todo acto o resolución, emitidos dentro de un procedimiento de naturaleza 
especial, como el de esa queja, violaría el postulado constitucional de impartición de justicia 
pronta, ante el posible abuso de que se combatiera cada determinación del órgano sustanciador, 
deteniéndolo y, por tanto, retrasando la solución de la problemática. Por ende, acorde con el 
principio procesal de economía, debe estimarse improcedente el recurso de apelación que se 
interponga contra esa clase de proveídos. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-012/99 y acumulados.—Partido Revolucionario Institucional.—
30 de junio de 1999.—Unanimidad de votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—
Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 
Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, páginas 28-29, Sala 
Superior, tesis S3EL 010/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 347-348. 

COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTIDOS Y 
AGRUPACIONES POLÍTICAS. ALCANCES DE SU FACULTAD EN MATERIA DE ASESORÍA 
Y ORIENTACIÓN.—La asesoría y orientación, atendiendo al significado que tienen dichos 
términos en el uso común del lenguaje castellano, únicamente se pueden traducir como el 
consejo, ilustración o parecer, o bien, información que da la Comisión de Fiscalización de los 
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas a los partidos políticos sobre puntos o 
aspectos prácticos de los lineamientos señalados. Asimismo, resulta de especial importancia 
advertir que la orientación y asesoría que, en ejercicio de la atribución prevista en el artículo 49-
B, párrafo 2, inciso j), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se 
proporciona a los partidos políticos y agrupaciones políticas por la Comisión de Fiscalización es 
para el cumplimiento de las obligaciones consignadas en este artículo, por lo que estrictamente 
no puede sostenerse que a través de tal orientación o asesoría sea válido establecer nuevas 
obligaciones no previstas expresamente en el propio artículo 49-B o, cuando más, en los 
lineamientos a que se refieren los incisos a) y b) del párrafo 2 del propio precepto. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-013/98.—Partido Revolucionario Institucional.—24 de 
septiembre de 1998.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—
Secretario: Juan Carlos Silva Adaya. 
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Revista Justicia Electoral 1998, Tercera Época, suplemento 2, página 36, Sala Superior, 
tesis S3EL 028/98. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 433. 
 
 
COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTIDOS Y 
AGRUPACIONES POLÍTICAS. OFICIOSAMENTE PUEDE INICIAR Y SUSTANCIAR EL 
PROCEDIMIENTO PARA CONOCER DE LAS IRREGULARIDADES EN MATERIA DE 
ORIGEN Y APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL FINANCIAMIENTO DE LOS 
PARTIDOS POLÍTICOS.—De acuerdo con una interpretación sistemática y funcional de los 
artículos 49, párrafo 6, y 49-B, párrafos 1 y 2, incisos c), d) y k), en relación con el 270, párrafos 
1 y 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en términos de lo 
previsto en el artículo 3, párrafo 2, del código de referencia, la Comisión de Fiscalización de los 
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas posee la atribución expresa y explícita para 
vigilar el manejo de dichos recursos en forma tal que se asegure su aplicación estricta e 
invariable para las actividades señaladas por la ley, es claro que el inicio del procedimiento 
respectivo, en el que se colmen las formalidades esenciales, no sólo puede originarse en la 
presentación de una queja o denuncia por un partido político (como deriva de lo previsto en el 
artículo 40, párrafo 1, del citado código), sino que puede incoarse, cuando en el ejercicio de sus 
atribuciones de vigilancia, la mencionada comisión así lo determine, sin que ello le exima de 
fundar y motivar debidamente el acuerdo por el cual decida realizarlo de esa forma. Atendiendo 
al sentido gramatical de la expresión vigilar, se puede concluir que ese deber de cuidado sobre el 
cumplimiento de las obligaciones a cargo de los partidos políticos y agrupaciones políticas, en 
materia de origen y destino de su financiamiento, es una atribución eminentemente activa, la cual 
no está condicionada para su ejercicio a la conducta de otro sujeto jurídico, fuera de los casos en 
que se presenta una queja. En este mismo sentido, en el artículo 270, párrafo 2, del 
ordenamiento jurídico señalado, se prescribe que, una vez que el Instituto Federal Electoral 
tenga conocimiento de alguna irregularidad (en el entendido de que este último término es 
genérico, en la medida en que no se distingue si deviene del ejercicio de financiamiento o no), 
emplazará al partido político o a la agrupación política, sin que de dicha disposición derive que el 
ejercicio de esa obligación de llamar al presunto infractor al procedimiento, necesariamente esté 
sujeta a alguna condición jurídica (como sería la queja o denuncia).  
  
Recurso de apelación. SUP-RAP-034/2003 y acumulado.—Partido de la Revolución 
Democrática.—26 de junio de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco 
Henríquez.—Secretario: Juan Carlos Silva Adaya. 
Sala Superior, tesis S3EL 005/2004. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 436-437. 
 

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS 
PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL.—Los 
principios contenidos y desarrollados por el derecho penal, le son aplicables mutatis mutandis, al 
derecho administrativo sancionador electoral. Se arriba a lo anterior, si se considera que tanto el 
derecho administrativo sancionador, como el derecho penal son manifestaciones del ius puniendi 
estatal; de las cuales, el derecho penal es la más antigua y desarrollada, a tal grado, que casi 
absorbe al género, por lo cual constituye obligada referencia o prototipo a las otras especies. 
Para lo anterior, se toma en cuenta que la facultad de reprimir conductas consideradas ilícitas, 
que vulneran el orden jurídico, es connatural a la organización del Estado, al cual el 
Constituyente originario le encomendó la realización de todas las actividades necesarias para 
lograr el bienestar común, con las limitaciones correspondientes, entre las cuales destacan, 
primordialmente, el respeto irrestricto a los derechos humanos y las normas fundamentales con 
las que se construye el estado de derecho. Ahora, de acuerdo a los valores que se protegen, la 
variedad de las conductas y los entes que pueden llegar a cometer la conducta sancionada, ha 
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establecido dos regímenes distintos, en los que se pretende englobar la mayoría de las 
conductas ilícitas, y que son: el derecho penal y el derecho administrativo sancionador. La 
división del derecho punitivo del Estado en una potestad sancionadora jurisdiccional y otra 
administrativa, tienen su razón de ser en la naturaleza de los ilícitos que se pretenden sancionar 
y reprimir, pues el derecho penal tutela aquellos bienes jurídicos que el legislador ha considerado 
como de mayor trascendencia e importancia por constituir una agresión directa contra los valores 
de mayor envergadura del individuo y del Estado que son fundamentales para su existencia; en 
tanto que con la tipificación y sanción de las infracciones administrativas se propende 
generalmente a la tutela de intereses generados en el ámbito social, y tienen por finalidad hacer 
posible que la autoridad administrativa lleve a cabo su función, aunque coinciden, 
fundamentalmente, en que ambos tienen por finalidad alcanzar y preservar el bien común y la 
paz social. Ahora, el poder punitivo del Estado, ya sea en el campo del derecho penal o en el del 
derecho administrativo sancionador, tiene como finalidad inmediata y directa la prevención de la 
comisión de los ilícitos, ya sea especial, referida al autor individual, o general, dirigida a toda la 
comunidad, esto es, reprimir el injusto (considerado éste en sentido amplio) para disuadir y evitar 
su proliferación y comisión futura. Por esto, es válido sostener que los principios desarrollados 
por el derecho penal, en cuanto a ese objetivo preventivo, son aplicables al derecho 
administrativo sancionador, como manifestación del ius puniendi. Esto no significa que se deba 
aplicar al derecho administrativo sancionador la norma positiva penal, sino que se deben extraer 
los principios desarrollados por el derecho penal y adecuarlos en lo que sean útiles y pertinentes 
a la imposición de sanciones administrativas, en lo que no se opongan a las particularidades de 
éstas, lo que significa que no siempre y no todos los principios penales son aplicables, sin más, a 
los ilícitos administrativos, sino que debe tomarse en cuenta la naturaleza de las sanciones 
administrativas y el debido cumplimiento de los fines de una actividad de la administración, en 
razón de que no existe uniformidad normativa, sino más bien una unidad sistémica, entendida 
como que todas las normas punitivas se encuentran integradas en un solo sistema, pero que 
dentro de él caben toda clase de peculiaridades, por lo que la singularidad de cada materia 
permite la correlativa peculiaridad de su regulación normativa; si bien la unidad del sistema 
garantiza una homogeneización mínima. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-022/2001.—Partido del Trabajo.—25 de octubre de 2001.—
Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Leonel Castillo González.—Disidentes: Alfonsina Berta 
Navarro Hidalgo, Eloy Fuentes Cerda y José Fernando Ojesto Martínez Porcayo.—Secretario: 
José Manuel Quistián Espericueta. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 121-122, Sala 
Superior, tesis S3EL 045/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 483-485. 

DILIGENCIAS DE INSPECCIÓN EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR. REQUISITOS NECESARIOS PARA SU EFICACIA PROBATORIA.—De lo 
dispuesto por los artículos 36, 37, 38, 39 y 40, del Reglamento del Consejo General para la 
Tramitación de los Procedimientos para el Conocimiento de las Faltas y Aplicación de Sanciones 
Administrativas establecidas en el Título Quinto del Libro Quinto del Código Federal del 
Instituciones y Procedimientos Electorales, es posible advertir que las diligencias de inspección 
ordenadas en el procedimiento administrativo sancionador, que tienen por objeto la constatación 
por parte de la autoridad electoral administrativa, de la existencia de los hechos irregulares 
denunciados, hacen prueba plena y, por ende, se instituyen en un elemento determinante para el 
esclarecimiento de éstos y, en su caso, para la imposición de una sanción; ello, si se toma en 
consideración que es la propia autoridad electoral administrativa quien, en ejercicio de sus 
funciones, practica de manera directa tales diligencias y constata las conductas o hechos 
denunciados. Derivado de dicha fuerza probatoria que tienen las mencionadas actuaciones, 
resulta la ineludible necesidad de que el funcionario facultado al practicarlas cumpla con los 
requisitos mínimos necesarios para generar certeza absoluta sobre la inspección, esto es, que 
las conductas descritas en el acta respectiva correspondan a la realidad. Por tanto, para la 
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eficacia de la inspección se requiere que en el acta de la diligencia se asienten de manera 
pormenorizada los elementos indispensables que lleven a la convicción del órgano resolutor que 
sí constató los hechos que se le instruyó investigar, como son: por qué medios se cercioró de 
que efectivamente se constituyó en los lugares en que debía hacerlo; que exprese 
detalladamente qué fue lo que observó en relación con los hechos objeto de la inspección; así 
como la precisión de las características o rasgos distintivos de los lugares en donde actuó, entre 
otros relevantes, sólo de esa manera dicho órgano de decisión podrá tener certeza de que los 
hechos materia de la diligencia sean como se sostiene en la propia acta; en caso contrario, dicha 
prueba se ve mermada o disminuida en cuanto a su eficacia probatoria. 

Tesis XXXIV/2007 
Recurso de apelación. SUP-RAP-64/2007 y acumulado.—Actores: Partido Verde Ecologista de 
México y otro.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—21 de 
septiembre de 2007.—Unanimidad de seis votos.—Ponente: Constancio Carrasco Daza.—
Secretario: Fidel Quiñones Rodríguez. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el diecisiete de octubre de dos mil siete, 
aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 

EXHORTACIÓN AL GOBIERNO PARA QUE SUSPENDA LAS CAMPAÑAS PUBLICITARIAS 
DE ALGUNOS PROGRAMAS Y ACCIONES. LOS PARTIDOS POLÍTICOS TIENEN INTERÉS 
PARA IMPUGNARLA.—El acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral, 
mediante el cual dirige una exhortación a los gobiernos federal, estatales y municipales del país, 
para que treinta días antes de la elección y durante la jornada electoral, suspendan las 
campañas publicitarias de todos aquellos programas y acciones gubernamentales cuya difusión 
no sea necesaria o de pública utilidad, para su eficaz instrumentación o para el logro de sus 
objetivos, puede ser impugnado por los partidos políticos, toda vez que no sólo actúan como 
titulares de su acervo jurídico propio, sino como entidades de interés público con el objeto de 
preservar las prerrogativas de la ciudadanía, de manera que las acciones que deducen no son 
puramente individuales, sino que gozan, en buena medida, de las características reconocidas a 
las llamadas acciones de interés público o colectivas, dentro de las cuales se suelen ubicar las 
acciones de clase o de grupo, que existen en otros países y que se comienzan a dar en México, 
o las dirigidas a tutelar los derechos difusos de las comunidades indeterminadas y amorfas, y 
estas acciones se ejercen en favor de todos los integrantes de cierto grupo, clase o sociedad, 
que tiene en común cierta situación jurídica o estatus, sobre el que recaen los actos impugnados; 
y porque ese acto de autoridad, sí causa una molestia que tiene relación con el acervo sustantivo 
de los partidos políticos, ya que dentro de los medios y fines políticos de estas entidades, que se 
encuentran protegidos jurídicamente, está el de buscar el favorecimiento del voto de los 
ciudadanos, y la experiencia, a que se refiere el párrafo 1 del artículo 16 de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, demuestra de manera indudable, que 
la orientación de la tendencia e intención del sufragio puede variar, motivada por la fuerza social 
e individual de cualquier factor de la vida jurídica, política o económica, y hasta de la naturaleza, 
si las personas las llegan a asociar con las circunstancias que rodean a un partido político o a 
sus candidatos. Cuestión diferente es que la molestia sea fundada en derecho o no, lo que no 
determina la existencia o inexistencia de interés jurídico, sino la desestimación o acogimiento del 
medio de impugnación en cuanto al fondo. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-009/97.—Partido Revolucionario Institucional.—18 de abril de 
1997.—Unanimidad de votos.—Ponente: Leonel Castillo González.—Secretario: Arturo Fonseca 
Mendoza. 
Revista Justicia Electoral 1997, Tercera Época, suplemento 1, páginas 42-43, Sala 
Superior, tesis S3EL 006/97. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 568-569. 

http://10.10.15.37/siscon/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/ncuartaepoca/nsentencias/sup-rap-0064-2007.htm#considerando
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FACULTADES EXPLÍCITAS E IMPLÍCITAS DEL CONSEJO GENERAL, DEBEN ESTAR 
ENCAMINADAS A CUMPLIR CON LOS FINES PARA LOS CUALES FUE CREADO EL 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL.—El Consejo General del Instituto Federal Electoral, como 
órgano máximo de dirección y encargado de la función electoral de organizar las elecciones, 
cuenta con una serie de atribuciones expresas que le permiten, por una parte, remediar e 
investigar de manera eficaz e inmediata, cualquier situación irregular que pueda afectar la 
contienda electoral y sus resultados, o que hayan puesto en peligro los valores que las normas 
electorales protegen; y por otra, asegurar a los ciudadanos el ejercicio de los derechos político 
electorales, garantizar la celebración periódica y pacífica de elecciones, y de manera general, 
velar que todos los actos en materia electoral, se sujeten a los principios, valores y bienes 
protegidos constitucionalmente. No obstante, puede darse el caso de que las citadas 
atribuciones explícitas de las que goza el referido Consejo General, en la práctica, pudieran ser 
disfuncionales, al no reconocerse la existencia y no ejercerse ciertas facultades implícitas que 
resultan necesarias para hacer efectivas aquellas. Por tal razón, el ejercicio de las facultades 
tanto explícitas como implícitas otorgadas al Consejo General, deben estar encaminadas a 
cumplir los fines para los cuales fue creado el Instituto Federal Electoral. De otra manera, tales 
atribuciones se tornarían ineficaces y difícilmente se alcanzarían los fines institucionales 
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Tesis XVII/2007 
Recurso de apelación. SUP-RAP-20/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—9 de mayo de 2007.—Unanimidad 
en el criterio.—Engrose: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretario: Jorge Sánchez Cordero 
Grossmann. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-22/2007.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—9 de mayo de 2007.—Unanimidad 
en el criterio.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretarios: Jorge Sánchez 
Cordero Grossmann y Roberto Jiménez Reyes. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintiuno de septiembre de dos mil siete, 
aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 

FACULTADES INVESTIGADORAS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. UNA 
DENUNCIA ANÓNIMA PUEDE SER SUFICIENTE PARA QUE SE EJERZAN.—La 
interpretación sistemática y funcional de los artículos 16 y 20, apartado A, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40, 49-A, apartado 2, inciso e), 49-B, 
apartados 2, inciso i) y 4, y 270, apartado 2, del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; y 3.1 del REGLAMENTO QUE ESTABLECE LOS LINEAMIENTOS 
APLICABLES A LA INTEGRACIÓN DE LOS EXPEDIENTES Y LA SUSTANCIACIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO PARA LA ATENCIÓN DE LAS QUEJAS SOBRE EL ORIGEN Y LA 
APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DERIVADOS DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS 
Y AGRUPACIONES POLÍTICAS, conduce a determinar que entre los requisitos mínimos que 
deben contener las quejas o denuncias por las cuales se hagan saber a la autoridad electoral, 
hechos que puedan constituir infracciones a la ley en materia de financiamiento público que 
justifiquen el inicio del procedimiento sancionador, se encuentra el relativo a que los escritos 
respectivos estén firmados, como medio necesario para identificar al autor, porque sólo así el 
inculpado puede contar con la totalidad de los elementos que le permitan defenderse 
adecuadamente de las imputaciones hechas en su contra. Lo anterior, no significa que, si en un 
caso, la autoridad electoral recibe una denuncia anónima sobre la existencia de un hecho ilícito, 
y lo puede corroborar con los elementos que tenga a su disposición en ejercicio de sus 
funciones, se encuentre impedida para iniciar un procedimiento sancionatorio. 

Tesis I/2007 
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Recurso de apelación. SUP-RAP-8/2007.—Actor: Partido de la Revolución Democrática.—
Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Federal Electoral.—28 de febrero de 
2007.—Unanimidad de votos.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Secretario: 
Roberto Duque Roquero. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el doce de septiembre de dos mil siete, 

aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 

 
INFORMACIÓN. CUÁNDO LA OMISIÓN DE PROPORCIONARLA AL INSTITUTO FEDERAL 
ELECTORAL ES SANCIONABLE.—Los artículos 2o. y 131 del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales establecen la obligación de las autoridades federales, estatales o 
municipales de proporcionar a los órganos del Instituto Federal Electoral la información o ayuda 
necesaria para el cumplimiento de sus funciones. Por su parte, el artículo 264, apartado 3, del 
código citado establece el procedimiento administrativo sancionador electoral mediante el cual el 
Instituto Federal Electoral conoce de las infracciones cometidas por las referidas autoridades 
cuando no proporcionen, en tiempo y forma, la información solicitada por los órganos de dicho 
instituto. Para la configuración de la falta sancionable en el mencionado procedimiento, se 
requiere que la negación de proporcionar la información provenga de una conducta dolosa o 
culposa, esto es, que medie una intención o voluntad de la autoridad contumaz de resistir el 
pedimento a pesar de la clara obligación de acatarlo, o de una actitud negligente que no 
encuentre ninguna excusa o justificación revestida de cierta verosimilitud y plausibilidad dentro 
del ámbito legal positivo aplicable en el tiempo y espacio en que surja la conducta, por lo que la 
razón para reprimirla y sancionarla es precisamente la actitud consciente y antijurídica de la 
autoridad requerida, que se traduce en una evidente contravención al derecho positivo vigente, o 
la clara desatención producida por falta de actividad o de cuidado en la actuación de las 
autoridades. Además, la finalidad del procedimiento no es exclusivamente represiva, sino la de 
establecer los medios idóneos para el desahogo del requerimiento, para que el instituto esté en 
condiciones de desarrollar adecuadamente sus funciones. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-050/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.—Ponente: Leonel Castillo González.—Secretaria: Mónica 
Cacho Maldonado. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, página 152, Sala Superior, 
tesis S3EL 159/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 636-637. 
  
 
INFORMES DE INGRESOS Y GASTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL 
INCUMPLIMIENTO DE LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO DE 
REVISIÓN, DA LUGAR A ORDENAR SU REPOSICIÓN.—Las formalidades esenciales del 
procedimiento deben ser estrictamente observadas por la autoridad, incluida desde luego la 
autoridad administrativa electoral encargada de la revisión de los informes de ingresos y gastos 
de los partidos políticos, quien debe regir su conducta con respeto absoluto al principio de 
legalidad. Por tanto, el incumplimiento de las referidas formalidades implica una violación 
sustancial a las garantías constitucionales de legalidad, objetividad, certeza y seguridad jurídica, 
y, en consecuencia, la actualización de vicios al procedimiento que afectan la defensa del actor y 
le paran perjuicio. Conforme con lo anterior, la omisión de la autoridad administrativa electoral de 
levantar las actas de inicio y conclusión de los trabajos de revisión de informes, donde se 
contengan por escrito, entre otros aspectos, el objeto de la diligencia, el lugar, fecha y hora en 
que se realiza, los documentos materia de la revisión, el nombre de las personas que en las 
mismas intervienen y los medios con los que se identifican, así como la firma de los 
responsables de la revisión y de los testigos de asistencia designados, ya sea por el responsable 
del órgano de finanzas del partido político o, en su ausencia o negativa, por los responsables de 
la revisión, constituye incumplimiento al requisito esencial del debido procedimiento legal, que 
debe observarse en atención al principio de legalidad electoral constitucionalmente previsto. De 
igual manera, si la autoridad responsable no precisa el día y la hora en que se llevarán a cabo 

http://10.10.15.37/siscon/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/ncuartaepoca/nsentencias/sup-rap-0008-2007.htm#considerando


 
 

 7 

las visitas de verificación, o bien, los auditores y demás personas comisionadas para realizar la 
revisión no se identifican ante los representantes del partido político, se hace igualmente 
evidente que la autoridad electoral revisora incumple con los requisitos esenciales que regulan el 
debido procedimiento para la revisión de los informes anuales de los partidos políticos y que, 
como tales, garantizan los principios de legalidad, objetividad, certeza y seguridad jurídica, de 
indispensable observancia en un Estado constitucional democrático de derecho, con fundamento 
en los artículos 41, fracción III, primer párrafo, en relación con el 16, párrafos octavo y undécimo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 49-B y 73, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, así como 19.5 y 19.6 del Reglamento que establece 
los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a 
los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de 
sus informes. En consecuencia, de actualizarse las referidas omisiones e irregularidades, ha 
lugar a ordenar la reposición del procedimiento de revisión, a efecto de que la autoridad 
administrativa electoral las subsane y, hecho lo anterior, en ejercicio de su competencia, 
continúe con el procedimiento y dicte la resolución que conforme a derecho corresponda.  
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-027/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—31 de 
octubre de 2002.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—
Secretario: Enrique Aguirre Saldívar. 
Revista Justicia Electoral 2004, Tercera Época, suplemento 7, páginas 44-45, Sala 
Superior, tesis S3EL 012/2003. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 647-648. 
 
 
INFORMES DE INGRESOS Y GASTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL REQUISITO DE 
SEÑALAR DÍA Y HORA PARA ENTREGA DE INFORMACIÓN PARA LA COMPARECENCIA 
DE AUDITORES, SÓLO ES EXIGIBLE PARA EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE 
REVISIÓN.—De conformidad con lo establecido en el artículo 19.5 del Reglamento que 
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora 
aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, el Secretario Técnico de la Comisión de Fiscalización de los 
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral informará a cada partido político los nombramientos de los auditores que se encargarán 
de la verificación documental y contable correspondiente, y señalará día y hora para la 
comparecencia en las oficinas del partido o bien para que se realice la entrega de la información 
en las oficinas de la Secretaría Técnica. En virtud de que los trabajos de revisión se desarrollan 
como unidad y en forma permanente dentro del plazo legal previsto para tal efecto, cuando 
materialmente no es posible realizar tal revisión en forma ininterrumpida, la autoridad 
administrativa electoral no está obligada a informar con iguales formalidades, los días y horas en 
que se continuará la verificación, sino que es suficiente para tener por cumplido tal requisito, con 
la notificación del día y la hora en que comparecerá a la oficina del partido político auditado el 
personal encargado de la verificación, a efecto de iniciar los trabajos correspondientes.  
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-027/2002.—Partido de la Revolución Democrática.—31 de 
octubre de 2002.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—
Secretario: Enrique Aguirre Saldívar. 
Revista Justicia Electoral 2004, Tercera Época, suplemento 7, página 45, Sala Superior, 
tesis S3EL 013/2003. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 648-649. 

INFORMES DE INGRESOS Y GASTOS. ES ILEGAL LA SANCIÓN POR IRREGULARIDADES 
EN ÉSTOS, CUANDO LA AUTORIDAD FISCALIZADORA OMITE REQUERIR AL PARTIDO 
POLÍTICO.—De conformidad con el principio de legalidad electoral previsto en el artículo 41, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si la autoridad 
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fiscalizadora advierte la existencia de errores en el informe de gastos de campaña, está obligada 
a hacer del conocimiento del partido político dicha situación, a efecto de que éste tenga la 
oportunidad de realizar las aclaraciones que estime pertinentes. Consecuentemente, si la 
autoridad fiscalizadora no brinda la oportunidad de rectificar los errores, tal y como se prevé en el 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y le impone una sanción derivada 
de las irregularidades que advirtió pero no lo hizo previamente del conocimiento del partido 
político, dicha autoridad contraviene el mencionado principio. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-055/2001.—Partido Acción Nacional.—25 de octubre de 
2001.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: Carlos 
Vargas Baca. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 153-154, Sala 
Superior, tesis S3EL 089/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 649-650. 

 

JUNTA GENERAL EJECUTIVA, FACULTADES. LA INACTIVIDAD DE LAS PARTES NO LA 
LIMITA A INDAGAR ÚNICAMENTE SOBRE LOS ELEMENTOS QUE ELLAS LE APORTEN O 
LE INDIQUEN.—De conformidad con lo previsto en el artículo 82, párrafo 1, inciso t) de la 
legislación federal electoral, el Instituto Federal Electoral, a través de la Junta General Ejecutiva, 
tiene la facultad de investigar sobre los hechos denunciados que puedan constituir violaciones a 
las disposiciones legales por parte de los partidos políticos o agrupaciones políticas, por todos 
los medios legales a su alcance, allegándose así de los elementos necesarios para integrar su 
averiguación, sin que la inactividad de las partes lo obligue o limite a realizar dicha investigación 
únicamente sobre los que ellas le aporten o le soliciten que recabe. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-033/99.—Partido Verde Ecologista de México.—10 de febrero 
de 2000.—Unanimidad de votos.—Ponente: José Fernando Ojesto Martínez Porcayo.—
Secretario: Adán Armenta Gómez. 
Revista Justicia Electoral 2001, Tercera Época, suplemento 4, páginas 46-47, Sala 
Superior, tesis S3EL 018/2000. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 677. 
 

MENSAJES DE PARTIDOS. SU NATURALEZA POLÍTICA NO DEPENDE DE QUE PERSIGAN 
FINES ELECTORALES.—Conforme con lo dispuesto por el artículo 41 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los partidos políticos son entidades de interés público 
cuyo fin es promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración 
de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de 
éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que 
postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Así, la cuestión electoral de 
hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder, es tan sólo uno de los fines de 
los partidos políticos. Estas organizaciones tienen que ver con todos los aspectos de la 
concepción democrática que establece la propia Constitución en su artículo 3o. De ahí que no 
exista impedimento constitucional o legal, para que un partido emita su opinión libremente 
respecto de algún problema de interés nacional, aun cuando no se persigan con tal mensaje 
fines electorales. Por otra parte, el propio precepto constitucional prevé que la ley garantizará 
que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a 
cabo sus actividades. Por tanto, tendrán derecho al uso en forma permanente de los medios de 
comunicación social, de acuerdo con las formas y procedimientos que establezca la misma. En 
consecuencia, un mensaje político no sólo se puede dar a propósito de una campaña electoral, o 
con fines exclusivamente electorales, sino que, como entidades de interés público, los partidos 
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políticos promueven la participación del pueblo en la vida democrática del país, para lo cual 
están en aptitud de expresar opiniones o simplemente manifestar posiciones o criterios que 
influyan en la conciencia política nacional, respecto de problemas que atañen a la comunidad. 
Por disposición constitucional, el partido tiene a su alcance además, de manera permanente, 
esto es, no sólo con motivo de una elección, los medios de comunicación social para difundir sus 
ideas. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-019/99.—Partido Acción Nacional.—6 de diciembre de 1999.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: David P. Cardoso 
Hermosillo. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 161-162, Sala 
Superior, tesis S3EL 100/2002. 

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 697-698. 

 
MULTA IMPUESTA EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
ELECTORAL. SI LA INFRACCIÓN ES DE CARÁCTER PATRIMONIAL DEBE CUMPLIR UNA 
FUNCIÓN SIMILAR O EQUIVALENTE AL DECOMISO.—En los casos en que el autor de un 
ilícito obtenga un beneficio económico, como producto o resultado de dicha conducta, la multa 
impuesta debe incluir, por lo menos, el monto del beneficio obtenido, es decir, además de 
cumplir con su función sancionatoria típica, debe realizar una función equivalente al decomiso de 
dicho beneficio. Se toma como punto de partida la institución jurídica desarrollada por el derecho 
penal denominada decomiso, contenida en el artículo 40 del Código Penal Federal. El decomiso 
consiste en que todos los objetos en los cuales recayó el ilícito, así como los que derivaron de su 
comisión, sean sustraídos del patrimonio del autor del ilícito. La finalidad del decomiso es que el 
individuo que comete un ilícito no se vea beneficiado de ninguna forma por su comisión, sino por 
el contrario, constituye una circunstancia de orden público e interés general que las conductas 
ilícitas que alteren la vida en sociedad se repriman, y si no se estableciera el decomiso, se 
estaría fomentando que se siguieran cometiendo este tipo de conductas, con lo cual no se 
lograría la finalidad que persigue el ius puniendi del Estado, pues no obstante que se impusiera 
una sanción, el autor del ilícito obtendría, de cualquier forma, un beneficio, esto es, para que se 
puedan cumplir las finalidades perseguidas por la sanción, debe existir la certeza de que su autor 
no obtenga provecho de ninguna especie, sino por el contrario, que resulte en un perjuicio en la 
esfera jurídica de sus derechos (patrimoniales, de libertad, etcétera) porque sólo de esta forma 
se logra la persuasión perseguida. El principio apuntado cobra vigencia en el derecho 
administrativo sancionador, toda vez que tanto éste como el derecho penal son coincidentes en 
la finalidad represiva de ilícitos. En el derecho penal, el decomiso es considerado como una pena 
accesoria expresamente prevista por la ley; pero como ya se vio que la razón del decomiso en el 
derecho penal permanece en el derecho administrativo sancionador, debe considerarse que una 
parte de la sanción debe cumplir una función similar o equivalente al decomiso. Considerar lo 
contrario, derivaría en un fraude a la ley, al permitir que una conducta ilícita sirviera como medio 
para que el que la cometa, pueda obtener un beneficio, no obstante que fuera sancionado por la 
autoridad competente, conforme a las leyes aplicables al caso. Lo anterior permite concluir que 
cuando se trate de sanciones relacionadas con ilícitos derivados de aportaciones al 
financiamiento que no provengan del erario público, la multa no podrá ser, por ningún motivo y 
bajo ninguna circunstancia, menor a la cantidad objeto del ilícito. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-018/2003.—Partido Revolucionario Institucional.—13 de mayo 
de 2003.—Mayoría de cuatro votos.—Engrose: Leonel Castillo González y Mauro Miguel Reyes 
Zapata.—Disidentes: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, José Fernando Ojesto Martínez Porcayo y 
Eloy Fuentes Cerda.—Secretaria: Beatriz Claudia Zavala Pérez. 
Recurso de apelación. SUP-RAP-098/2003 y acumulados.—Partido Revolucionario 
Institucional.—20 de mayo de 2004.—Mayoría de cinco votos en el criterio.—Ponente: José 
Fernando Ojesto Martínez Porcayo.—Disidentes: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo y Eloy 
Fuentes Cerda.—Secretaria: Yolli García Álvarez. 
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Sala Superior, tesis S3EL 012/2004. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 705-706. 
 

NEGATIVA DE LAS AUTORIDADES A PROPORCIONAR INFORMACIÓN SOLICITADA POR 
EL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. PROCEDIMIENTO PARA SU CONOCIMIENTO Y 
SANCIÓN.—Conforme con lo dispuesto en el artículo 264, párrafo 3, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, se debe concluir que existen cinco etapas 
procedimentales para determinar si autoridades federales, estatales o municipales no han 
proporcionado, en tiempo y forma, la información que les sea solicitada por los órganos del 
Instituto Federal Electoral y si esa negativa constituye una infracción. Una primera fase 
corresponde al conocimiento de los hechos probablemente constitutivos de la infracción; una 
segunda etapa, es la relativa a la determinación de que la negativa constituye una infracción y la 
consecuente integración del expediente; una tercera etapa es la que atañe a la remisión de ese 
expediente a la superioridad de la autoridad infractora; la cuarta fase, coincide con la que 
corresponde llevar a cabo al superior jerárquico de la infractora y que deberá realizarse en los 
términos que se prevean en la correspondiente ley, mientras que, la última, se centra en la 
obligación que corre a cargo del superior jerárquico de la autoridad infractora para comunicar al 
Instituto Federal Electoral las medidas que se hubieren adoptado en el caso. Como se colige de 
lo anterior, el procedimiento para el conocimiento y sanción de las infracciones cometidas por 
autoridades federales, estatales o municipales implica varias etapas procesales, que no se 
limitan a la simple denuncia, queja o solicitud de un partido político y la directa e inmediata 
integración del expediente respectivo, así como su remisión al superior jerárquico de la 
infractora, por el Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, puesto que la integración del 
expediente y su remisión a la superioridad jerárquica de la infractora, necesariamente 
presuponen que previamente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 82, párrafo 1, 
inciso w); 86, párrafo 1, incisos b), l) y m); 89, párrafo 1, incisos ll) y u), así como 264, párrafo 3, 
del código citado, el Consejo General del Instituto Federal Electoral determinó que efectivamente 
se cometió la infracción. Esto es, la expresión integración del expediente, no implica 
conocimiento de una infracción, según deriva de su significado gramatical y jurídico. En efecto, el 
significado que, en el lenguaje común y el jurídico, posee la frase integración del expediente lleva 
a concluir que se hace referencia a la acción o efecto de reunir o completar los elementos que 
son necesarios para el ejercicio de una atribución posterior (la remisión del expediente para que 
la superior jerárquica proceda en los términos que se dispongan en la ley aplicable), en tanto que 
con la construcción lingüística conocimiento de una infracción debe entenderse que se hace 
alusión a la acción y efecto por los cuales una autoridad competente determina si los hechos que 
son objeto de la queja, denuncia o solicitud constituyen una infracción a la normativa electoral y 
resultan atribuibles o imputables a un sujeto como responsable o infractor. En suma, no se 
puede conceder en forma acrítica o indiscriminada que conocimiento de una infracción e 
integración del expediente tengan el mismo alcance jurídico y que, a la vez, se traduzcan en una 
misma carga procesal, porque al ser actos procesales sucesivos no podrían ser concomitantes. 
En consecuencia, una vez que el Consejo General determina que efectivamente existe una 
infracción y quién es su autor, el Secretario Ejecutivo debe integrar el expediente y remitirlo al 
superior jerárquico de la autoridad que hubiese incumplido con la solicitud de información que al 
efecto le haya realizado el Instituto Federal Electoral. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-048/2001.—Partido de la Revolución Democrática.—7 de mayo 
de 2002.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: Juan 
Carlos Silva Adaya. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 165-166, Sala 
Superior, tesis S3EL 160/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 707-708. 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LAS CONTROVERSIAS SOBRE LA 
OBSERVANCIA DEL ARTÍCULO 38, PÁRRAFO 1, INCISO A), DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES. EL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL ESTÁ FACULTADO PARA INSTRUMENTARLO.—Las 
normas electorales contenidas en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales son de carácter imperativo; en consecuencia, si se demuestra la violación a un 
derecho político-electoral del ciudadano, por parte de un partido político, el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral no sólo está facultado para imponer sanción por la conculcación al 
artículo 38, párrafo 1, inciso a), del ordenamiento legal citado, sino que está constreñido también 
a restituir al quejoso en el uso y goce del derecho violado, para lo cual debe proveer las medidas 
necesarias. Aun cuando lo ordinario es que el tema de dicha conculcación se suscite dentro de 
un procedimiento sancionatorio previsto en el artículo 270 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, se tiene en cuenta que a través de tal procedimiento únicamente 
debe determinarse sobre la responsabilidad del partido político y, en su caso, respecto a la 
sanción correspondiente, por lo que para imponer al partido político la obligación de restituir a un 
ciudadano en el goce de un derecho político-electoral, tal determinación debe estar precedida de 
un procedimiento en el que se respete la garantía de audiencia, consagrada en el artículo 14 
constitucional. El referido cuerpo legal no prevé un procedimiento específico para lograr esta 
última finalidad; sin embargo, es de considerarse que el respeto a dicha garantía fundamental se 
cumple, si se hace del conocimiento del partido político la pretensión de restitución del derecho 
político-electoral del ciudadano y se concede a aquél la posibilidad de fijar su posición respecto a 
tal pretensión, así como la oportunidad de presentar las pruebas que estime pertinentes para su 
defensa. La instrumentación de este procedimiento está dentro de las facultades del Consejo 
General del Instituto Federal Electoral, puesto que en conformidad con el artículo 82, párrafo 1, 
inciso z), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tal órgano puede 
dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las atribuciones que le confiere el propio 
ordenamiento. Por tanto, en uso de esa atribución y en observancia al principio de economía 
procesal, el citado consejo está en condiciones de establecer, que el último procedimiento 
mencionado se siga paralelamente con el sancionatorio, pues de esta manera quedarán 
colmados tanto la función de la referida autoridad electoral de velar por el respeto de las normas 
que integran la legislación electoral, como el deber de respetar la garantía de audiencia al 
gobernado que se afecte en su esfera jurídica. 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-
021/2000.—Jesús López Constantino y otro.—30 de enero de 2001.—Mayoría de cuatro 
votos.—Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Disidentes: Eloy Fuentes Cerda, Alfonsina Berta 
Navarro Hidalgo y José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretaria: Aurora Rojas Bonilla. 
Revista Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, páginas 122-123, Sala 
Superior, tesis S3EL 008/2001. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 800-801. 

 
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. CARACTERÍSTICAS 
(Legislación de Chihuahua).—De la interpretación de lo dispuesto en los artículos 27, 36 y 37 
de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; 1o., párrafo 2, incisos d) y e); 3, párrafo 1; 
39, párrafos 6, inciso a), 7, 8, 9 y 10; 54, párrafo 1, incisos f) y, y); 62 párrafos 1, 3 y 5; 176, 
párrafo 1, incisos a) y c); 204; 210, párrafos 1 y 2, y 211 de la Ley Electoral del Estado de 
Chihuahua, se advierte que entre las características del procedimiento administrativo 
sancionador electoral en el Estado de Chihuahua, destacan las siguientes: 1. Existencia de un 
procedimiento genérico, en el cual participan dos autoridades; a la autoridad electoral 
administrativa le corresponde realizar la investigación, determinar la infracción o irregularidad y 
establecer la probable responsabilidad del partido político, en tanto que al tribunal estatal 
electoral se le confiere la atribución de imponer la sanción correspondiente; 2. Facultad exclusiva 
del órgano jurisdiccional electoral local para imponer las sanciones, porque una vez que el 
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tribunal tenga la comunicación del Instituto Estatal Electoral, respecto de irregularidades 
cometidas por un partido, debe emplazar al infractor para que en un plazo de cinco días conteste 
por escrito lo que a su derecho convenga, en relación con las irregularidades que se le imputan, 
así como para que aporte las pruebas que considere pertinentes; 3. Existencia de un 
procedimiento especializado en materia de fiscalización de los recursos de los partidos y 
agrupaciones políticas, establecido en el artículo 39 de la ley electoral del estado, del cual 
compete conocer a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones 
Políticas, quien debe revisar los informes que sobre el origen y destino de los recursos presenten 
los partidos políticos, en tanto que al tribunal estatal electoral le compete imponer la sanción, en 
términos de lo dispuesto en el artículo 211 de la citada ley electoral local. 
 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-027/2004.—Partido del Trabajo.—25 de 
junio de 2004.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: 
Armando I. Maitret Hernández. 
Sala Superior, tesis S3EL 018/2005. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 801-802. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. EL DENUNCIANTE DEBE EXPONER 
LOS HECHOS QUE ESTIMA CONSTITUTIVOS DE INFRACCIÓN LEGAL Y APORTAR 
ELEMENTOS MÍNIMOS PROBATORIOS PARA QUE LA AUTORIDAD EJERZA SU 
FACULTAD INVESTIGADORA.—Los artículos 16 y 20, apartado A, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos garantizan los derechos de los 
gobernados, relativos a la obligación de la autoridad de fundar y motivar la causa legal del 
procedimiento en los actos de molestia, así como el específico para los inculpados, de conocer 
los hechos de que se les acusa. En este contexto, en el procedimiento administrativo 
sancionador electoral se han desarrollado diversos principios, entre los cuales se encuentra el 
relativo a que las quejas o denuncias presentadas por los partidos políticos en contra de otros 
partidos o funcionarios, que puedan constituir infracciones a la normatividad electoral, deben 
estar sustentadas, en hechos claros y precisos en los cuales se expliquen las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en que se verificaron y aportar por lo menos un mínimo de material 
probatorio a fin de que la autoridad administrativa electoral esté en aptitud de determinar si 
existen indicios que conduzcan a iniciar su facultad investigadora, pues la omisión de alguna de 
estas exigencias básicas no es apta para instar el ejercicio de tal atribución. Lo anterior, porque 
de no considerarse así, se imposibilitaría una adecuada defensa del gobernado a quien se le 
atribuyen los hechos. Es decir, la función punitiva de los órganos administrativos electorales 
estatales, debe tener un respaldo legalmente suficiente; no obstante las amplias facultades que 
se les otorga a tales órganos para conocer, investigar, acusar y sancionar ilícitos. 

Tesis IV/2008 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-250/2007.—Actor: Partido Acción 
Nacional.—Autoridad responsable: Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal Electoral del Estado 
de Tamaulipas.—10 de octubre de 2007.—Unanimidad de seis votos.—Ponente: Pedro Esteban 
Penagos López.—Secretaria: Claudia Pastor Badilla. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintitrés de enero de dos mil ocho, 
aprobó por unanimidad de votos la tesis que antecede. 

 

 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LA APORTACIÓN DE 
PRUEBAS SE RIGE POR LOS ARTÍCULOS 270, PÁRRAFO 2 Y 271, PÁRRAFO 1, DEL 
CÓDIGO FEDERAL ELECTORAL.—La interpretación sistemática de los artículos 270, párrafo 2 
y 271, párrafos 1 y 2 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, da lugar 
a considerar que son disposiciones complementarias en las que se determinan las reglas que 
deben observarse en la aportación de pruebas, al momento de dar contestación por escrito con 
motivo del emplazamiento. El artículo 270, párrafo 2, determina el plazo para dar contestación 

http://10.10.15.37/siscon/gateway.dll/nJurTes/nCompilaTesis/ncuartaepoca/nsentencias/sup-jrc-0250-2007.htm#considerando1
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con motivo del emplazamiento, y establece de manera genérica el derecho a la aportación de 
pruebas que se consideren pertinentes, incluso la pericial; pero no establece reglas o requisitos a 
que se debe sujetar la mencionada aportación de elementos probatorios, mientras que el artículo 
271 determina en forma particular, cuáles son los únicos elementos de prueba que serán 
admitidos durante la tramitación del procedimiento administrativo sancionador. En estas 
condiciones es evidente, que se está en presencia de dos disposiciones que tienen relación con 
un mismo tema, a saber la aportación de pruebas, pero uno lo trata de manera genérica y el otro 
en forma especial. Por tanto, no existe duplicidad de reglas respecto a la aportación y admisión 
de pruebas en el procedimiento administrativo sancionador, pues la conjugación armónica e 
interpretación sistemática de los artículos mencionados permite concluir, que la persona sujeta al 
procedimiento administrativo sancionador, al dar contestación por escrito, tiene la carga procesal 
de aportar pruebas, pero éstas sólo podrán consistir en documentales públicas y privadas, 
técnicas, pericial contable, presuncionales e instrumental de actuaciones. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-018/2003.—Partido Revolucionario Institucional.—13 de mayo 
de 2003.—Unanimidad en el criterio.—Engrose: Leonel Castillo González y Mauro Miguel Reyes 
Zapata.—Secretaria: Beatriz Claudia Zavala Pérez. 
Sala Superior, tesis S3EL 013/2004. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 803-804. 
 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LA JUNTA GENERAL 
EJECUTIVA DEL IFE ESTÁ FACULTADA PARA SOLICITAR INFORMACIÓN CONTENIDA EN 
AVERIGUACIONES PREVIAS.—La Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral está 
facultada para requerir información contenida en averiguaciones previas, para la adecuada 
integración del expediente formado con motivo de una queja o denuncia, por lo siguiente: 
Conforme a los artículos 2o., 131 y 240, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales se establece que, para el desempeño de sus funciones, las autoridades electorales 
establecidas por la Constitución y dicho código, contarán con el apoyo y colaboración de las 
autoridades federales, estatales y municipales, quienes deberán proporcionar a los órganos del 
instituto, a petición de los presidentes respectivos, los informes y certificaciones necesarias; 
potestad que también se otorga a la Junta General Ejecutiva, por conducto de su secretario 
ejecutivo, conforme lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, aplicada supletoriamente. El conocimiento de las pruebas 
desahogadas en la averiguación y el informe del estado que guarda, puede aportar mayores 
elementos a la investigación realizada dentro del procedimiento administrativo sancionador 
electoral, en la medida en que la autoridad federal ministerial, por mandato constitucional, debe 
investigar los hechos denunciados y la probable responsabilidad de quienes se perfilan como 
activos, al recabar los elementos de prueba para ese efecto. Por estas razones, se concluye que 
la referida junta, a través de su secretario, se encuentra facultada para solicitar información 
contenida en averiguaciones previas, en la medida de que ésta pueda resultar útil para la 
integración del expediente relativo, máxime si uno de sus funcionarios tuvo la calidad de 
denunciante. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-035/2000.—Coalición Alianza por México.—30 de agosto de 
2000.—Unanimidad en el criterio.—Ponente: Leonel Castillo González.—Secretario: Javier 
Rolando Corral Escoboza. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 175-176, Sala 
Superior, tesis S3EL 114/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 804-805. 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LOS CIUDADANOS 
ESTÁN LEGITIMADOS PARA PRESENTAR QUEJA O DENUNCIA DE HECHOS (Legislación 
de Baja California).—Según se desprende de la interpretación sistemática y funcional de los 
artículos 5o., párrafos sexto y noveno, de la Constitución Política del Estado de Baja California; 
50; 90, fracción II; 92; 93; 111; 122, fracciones XXVIII y XXXVII, y 482, fracción I, inciso a), de la 
ley de instituciones y procesos electorales de la misma entidad federativa, las denuncias de 
hechos o conductas de partidos políticos que se consideren violatorias de la normativa electoral 
y que, por ende, merezcan la aplicación de las sanciones previstas en la ley electoral citada, 
pueden ser presentadas por partidos políticos, o bien, por algún ciudadano o ente que tenga 
conocimiento de ellos, toda vez que, aun cuando el artículo 482, fracción I, inciso a), de la ley 
electoral local en cita, prevé como requisito del escrito de presentación de la correspondiente 
denuncia de hechos, que contenga el nombre del partido político denunciante y del suscriptor 
quien deberá ser su representante legítimo, éste debe entenderse como enunciativo e hipotético, 
es decir, sólo aplicable para el caso en que la denuncia sea presentada por un instituto político 
de esa naturaleza, de conformidad con lo previsto en el artículo 93 del mismo cuerpo normativo, 
pues el artículo 92 de la propia Ley de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Baja 
California prevé, en términos generales, que la violación de las disposiciones legales por algún 
partido político sea sancionada por el Consejo Estatal Electoral, lo cual puede ocurrir no sólo 
cuando la denuncia la realice un partido político, sino también cuando la autoridad electoral 
administrativa conoce de la probable infracción administrativa que haya cometido este último, ya 
sea directamente en el desempeño de sus funciones o a través de la queja o denuncia que 
interponga un ciudadano, máxime que entre las obligaciones de los partidos políticos, cuya 
inobservancia es susceptible de ser sancionada en los términos del referido precepto, en relación 
con el artículo 90, fracción II, del propio ordenamiento, se encuentra la de conducir sus 
actividades dentro de los cauces legales y ajustar su conducta y la de sus militantes a los 
principios del estado democrático, respetando los derechos de los ciudadanos. 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-
772/2002.—Milton E. Castellanos Gout.—16 de agosto de 2002.—Unanimidad de votos.—
Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—Secretario: Gabriel Mendoza Elvira. 
Revista Justicia Electoral 2004, Tercera Época, suplemento 7, páginas 50-51, Sala 
Superior, tesis S3EL 021/2003. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 805-806. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LOS HECHOS 
DENUNCIADOS SÓLO SON LA BASE DEL INICIO DE LA INVESTIGACIÓN.—Conforme con 
el artículo 82, párrafo 1, inciso t), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales para conocer la verdad de los hechos, es indudable que el ejercicio de la facultad de 
investigación que tiene el Instituto Federal Electoral, a través del secretario de la Junta General 
Ejecutiva no está sujeto o condicionado a los estrictos puntos de hecho referidos en el escrito de 
queja o denuncia. Estos puntos constituyen simplemente la base indispensable para dar inicio al 
procedimiento correspondiente, pero una vez que el órgano sustanciador determina, prima facie, 
que tales cuestiones fácticas pueden ser materia de tal procedimiento, dicho órgano está 
facultado para hacer uso de esos poderes con el fin de llegar al conocimiento de la verdad de las 
cosas, en acatamiento de los principios de certeza y legalidad que rigen en la materia. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-009/2000.—Coalición Alianza por México.—21 de marzo de 
2000.—Unanimidad de votos.—Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: David Solís 
Pérez. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, página 178, Sala Superior, 
tesis S3EL 116/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 806-807. 
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PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO GENÉRICO. PARA INICIARLO NO ES PRESUPUESTO 
DETERMINAR LA EXISTENCIA DE UNA IRREGULARIDAD.—Es incorrecto considerar que 
para que se inicie el procedimiento disciplinario genérico del artículo 270 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales es presupuesto necesario que se determine 
previamente la existencia de una irregularidad de la que tenga conocimiento la autoridad 
electoral, ello es así porque, de una lectura integral de dicho precepto, es fácil advertir que se 
trata de un procedimiento encaminado a la comprobación o no de alguna posible irregularidad 
que, en su caso, amerite la aplicación o no de una sanción. Efectivamente, la acreditación de la 
existencia de una irregularidad es un hecho condicionante para la aplicación de una sanción y no 
para el inicio de un procedimiento. Uno de los efectos del inicio del procedimiento relativo a las 
faltas administrativas e irregularidades es justamente allegarse de los elementos de prueba que 
lleven a la Junta General Ejecutiva a la determinación de si efectivamente cierta irregularidad 
ocurrió o no, y si ello amerita o no alguna sanción. Por tanto, la interpretación que debe darse a 
dicho precepto es la de que basta con la queja o denuncia que realice algún partido político o el 
conocimiento que algún órgano del Instituto Federal Electoral tenga de una posible irregularidad 
que viole alguna disposición del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 
para que, previo acuerdo de la Junta General Ejecutiva, se esté en posibilidad de iniciar el 
procedimiento del artículo 270 del código ya mencionado, toda vez que al final de este 
procedimiento es cuando se determina, con base en las pruebas que se allegue la autoridad y 
las que el probable infractor aporte, si una irregularidad o falta se ha cometido. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-020/98.—Partido Revolucionario Institucional.—17 de 
noviembre de 1998.—Unanimidad de votos.—Ponente: José de Jesús Orozco Henríquez.—
Secretario: Carlos Vargas Baca. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 178-179, Sala 
Superior, tesis S3EL 117/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 807-808. 

PROCEDIMIENTO ESPECIALIZADO DE URGENTE RESOLUCIÓN. EL ANÁLISIS 
PRELIMINAR QUE EN ÉL SE HACE SOBRE LA CONDUCTA DENUNCIADA, CARECE DE 
FUERZA VINCULANTE AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR.—De conformidad con la jurisprudencia 2/2008 de rubro "PROCEDIMIENTO 
ESPECIALIZADO DE URGENTE RESOLUCIÓN. NATURALEZA Y FINALIDAD", sustentada en 
la diversa jurisprudencia 12/2007 bajo el epígrafe "PROCEDIMIENTO SUMARIO PREVENTIVO. 
FACULTAD DE LA AUTORIDAD ELECTORAL PARA INSTAURARLO", que derivó del ejercicio 
interpretativo realizado por esta Sala Superior al artículo 116, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, anterior a las reformas que entraron en vigor el día 
catorce de noviembre de dos mil siete, desarrollado en las normas secundarias respectivas, el 
mencionado procedimiento es de naturaleza eminentemente preventiva y tiene como finalidad 
primordial evitar que la conducta presumiblemente transgresora de la normativa electoral, genere 
efectos perniciosos irreparables, a través de medidas tendentes a la cesación o paralización de 
los actos irregulares. Acorde con este criterio, válidamente se puede establecer que en ese tipo 
de procedimientos, la litis se centra exclusivamente en determinar si procede o no decretar la 
suspensión de los actos denunciados, como una medida preventiva o inhibitoria, esto es, sobre 
la base de un análisis preliminar o provisional de las pruebas aportadas, en relación con la 
conducta denunciada, para el único efecto de establecer la viabilidad o no de la cesación o 
suspensión solicitada. Por esa razón, el resultado del referido examen, no puede constituir un 
elemento con fuerza vinculante para la propia autoridad administrativa o la autoridad 
jurisdiccional electoral, al resolver el procedimiento administrativo sancionador. 

Tesis VII/2008 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-434/2007.—Actor: Partido Acción 
Nacional.—Autoridad responsable: Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal Electoral de 
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Tamaulipas.—8 de noviembre de 2007.—Unanimidad de votos.—Ponente: Constancio Carrasco 
Daza.—Secretario: Fidel Quiñones Rodríguez. 
La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta de enero de dos mil ocho, aprobó 
por unanimidad de votos la tesis que antecede. 
 
PRUEBAS INDIRECTAS. SON IDÓNEAS PARA ACREDITAR ACTIVIDADES ILÍCITAS 
REALIZADAS POR LOS PARTIDOS POLÍTICOS.—La interpretación de los artículos 271, 
apartado 1, inciso e) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en 
relación con los artículos 27, apartado 1, inciso e), y 33, apartado 1, del Reglamento para la 
tramitación de los procedimientos para el conocimiento de las faltas y aplicación de sanciones 
administrativas establecidas en el título quinto del libro quinto del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, en relación con la naturaleza de los partidos políticos, llevan a 
concluir que las pruebas indirectas no sólo se encuentran establecidas como pruebas en el 
derecho administrativo sancionador electoral, sino que constituyen uno de los principales medios 
de convicción en los procedimientos que regula. Para arribar a lo anterior, se tiene en cuenta que 
los partidos políticos llevan a cabo sus actos mediante acciones que no ejecutan de manera 
directa, por carecer de corporeidad, sino indirectamente, a través de las personas físicas, por lo 
que en principio y por regla general, los actos que les resulten imputables se deban evidenciar 
por medios de prueba indirectos, al tener que justificarse primero los actos realizados 
materialmente por las personas físicas y luego, conforme a las circunstancias de su ejecución, 
puedan ser atribuibles al partido. Ahora, si bien es cierto que la manera más común de 
establecer que un acto ha sido efectuado por una persona moral o ente colectivo consiste en 
demostrar que, para su realización la voluntad de la entidad colectiva fue expresada por una 
persona física que cuenta con facultades expresas para ese efecto, contenidas en su 
normatividad interna; sin embargo, la experiencia enseña que cuando se trata de la realización 
de actos ilícitos no puede esperarse que la participación de la persona jurídica o ente colectivo 
quede nítidamente expresada a través de los actos realizados por personas físicas con 
facultades conforme a su normatividad interna, sino por el contrario, que los actos realizados 
para conseguir un fin que infringe la ley sean disfrazados, seccionados y diseminados a tal 
grado, que su actuación se haga casi imperceptible, y haga sumamente difícil o imposible, 
establecer mediante prueba directa la relación entre el acto y la persona. Ahora bien, los hechos 
no se pueden traer tal y como acontecieron, al tratarse de acontecimientos agotados en el 
tiempo y lo que se presenta al proceso son enunciados en los cuales se refiere que un hecho 
sucedió de determinada manera, y la manera de llegar a la demostración de la verdad de los 
enunciados es a través de la prueba, que puede ser cualquier hecho o cosa, siempre y cuando a 
partir de este hecho o cosa se puedan obtener conclusiones válidas acerca de la hipótesis 
principal (enunciados de las partes) y que no se encuentre dentro de las pruebas prohibidas por 
la ley. Las pruebas indirectas son aquéllas mediante las cuales se demuestra la existencia de un 
hecho diverso a aquel que es afirmado en la hipótesis principal formulada por los enunciados de 
las partes, hecho secundario del cual es posible extraer inferencias, ofrece elementos de 
confirmación de la hipótesis del hecho principal, pero a través de un paso lógico que va del 
hecho probado al hecho principal, y el grado de apoyo que la hipótesis a probar reciba de la 
prueba indirecta, dependerá del grado de aceptación de la existencia del hecho secundario y del 
grado de aceptación de la inferencia que se obtiene del hecho secundario, esto es, su 
verosimilitud, que puede llegar, inclusive, a conformar una prueba plena, al obtenerse a través de 
inferencias o deducciones de los hechos secundarios, en donde el nexo causal (en el caso de los 
indicios) o el nexo de efecto (en el caso de presunciones) entre el hecho conocido y el 
desconocido deriva de las circunstancias en que se produzca el primero y sirvan para inferir o 
deducir el segundo. En este orden de ideas, si las pruebas de actividades ilícitas que en un 
momento determinado realice un partido político, por su naturaleza, rechaza los medios de 
convicción directos, se concluye que el medio más idóneo que se cuenta para probarlos es 
mediante la prueba indirecta, al tratarse de medios con los cuales se prueban hechos 
secundarios que pueden llegarse a conocer, al no formar parte, aunque sí estén relacionados, de 
los hechos principales que configuran el enunciado del hecho ilícito, respecto de los cuales hay 
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una actividad consciente de ocultarlos e impedir que puedan llegarse a conocer. La circunstancia 
apuntada no implica que cuando se cuente con pruebas directas, no puedan servir para 
demostrar los hechos que conforman la hipótesis principal, pues el criterio que se sostiene gira 
en torno a que, ordinariamente, se cuenta únicamente con pruebas indirectas para acreditar los 
hechos ilícitos en mención, por lo que necesariamente deben ser admisibles en el procedimiento 
administrativo sancionador electoral. Lo anterior se robustece si se tiene en cuenta que en los 
artículos citados se prevén las pruebas indirectas, tanto el indicio como la presunción, aun 
cuando se menciona sólo a esta última, pues considera que es posible obtener el conocimiento 
de los hechos mediante un procedimiento racional deductivo o inductivo, y esto último es 
precisamente lo que doctrinalmente se considera como indicio. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-018/2003.—Partido Revolucionario Institucional.—13 de mayo 
de 2003.—Mayoría de cuatro votos.—Engrose: Leonel Castillo González y Mauro Miguel Reyes 
Zapata.—Los Magistrados Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, José Fernando Ojesto Martínez 
Porcayo y Eloy Fuentes Cerda, no se pronunciaron sobre el tema de la tesis.—Secretaria: 
Beatriz Claudia Zavala Pérez. 
Sala Superior, tesis S3EL 037/2004. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 833-835. 
 
PRUEBAS INDIRECTAS. SON IDÓNEAS PARA ACREDITAR ACTIVIDADES ILÍCITAS 
REALIZADAS POR LOS PARTIDOS POLÍTICOS.—La interpretación de los artículos 271, 
apartado 1, inciso e) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en 
relación con los artículos 27, apartado 1, inciso e), y 33, apartado 1, del Reglamento para la 
tramitación de los procedimientos para el conocimiento de las faltas y aplicación de sanciones 
administrativas establecidas en el título quinto del libro quinto del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, en relación con la naturaleza de los partidos políticos, llevan a 
concluir que las pruebas indirectas no sólo se encuentran establecidas como pruebas en el 
derecho administrativo sancionador electoral, sino que constituyen uno de los principales medios 
de convicción en los procedimientos que regula. Para arribar a lo anterior, se tiene en cuenta que 
los partidos políticos llevan a cabo sus actos mediante acciones que no ejecutan de manera 
directa, por carecer de corporeidad, sino indirectamente, a través de las personas físicas, por lo 
que en principio y por regla general, los actos que les resulten imputables se deban evidenciar 
por medios de prueba indirectos, al tener que justificarse primero los actos realizados 
materialmente por las personas físicas y luego, conforme a las circunstancias de su ejecución, 
puedan ser atribuibles al partido. Ahora, si bien es cierto que la manera más común de 
establecer que un acto ha sido efectuado por una persona moral o ente colectivo consiste en 
demostrar que, para su realización la voluntad de la entidad colectiva fue expresada por una 
persona física que cuenta con facultades expresas para ese efecto, contenidas en su 
normatividad interna; sin embargo, la experiencia enseña que cuando se trata de la realización 
de actos ilícitos no puede esperarse que la participación de la persona jurídica o ente colectivo 
quede nítidamente expresada a través de los actos realizados por personas físicas con 
facultades conforme a su normatividad interna, sino por el contrario, que los actos realizados 
para conseguir un fin que infringe la ley sean disfrazados, seccionados y diseminados a tal 
grado, que su actuación se haga casi imperceptible, y haga sumamente difícil o imposible, 
establecer mediante prueba directa la relación entre el acto y la persona. Ahora bien, los hechos 
no se pueden traer tal y como acontecieron, al tratarse de acontecimientos agotados en el 
tiempo y lo que se presenta al proceso son enunciados en los cuales se refiere que un hecho 
sucedió de determinada manera, y la manera de llegar a la demostración de la verdad de los 
enunciados es a través de la prueba, que puede ser cualquier hecho o cosa, siempre y cuando a 
partir de este hecho o cosa se puedan obtener conclusiones válidas acerca de la hipótesis 
principal (enunciados de las partes) y que no se encuentre dentro de las pruebas prohibidas por 
la ley. Las pruebas indirectas son aquéllas mediante las cuales se demuestra la existencia de un 
hecho diverso a aquel que es afirmado en la hipótesis principal formulada por los enunciados de 
las partes, hecho secundario del cual es posible extraer inferencias, ofrece elementos de 
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confirmación de la hipótesis del hecho principal, pero a través de un paso lógico que va del 
hecho probado al hecho principal, y el grado de apoyo que la hipótesis a probar reciba de la 
prueba indirecta, dependerá del grado de aceptación de la existencia del hecho secundario y del 
grado de aceptación de la inferencia que se obtiene del hecho secundario, esto es, su 
verosimilitud, que puede llegar, inclusive, a conformar una prueba plena, al obtenerse a través de 
inferencias o deducciones de los hechos secundarios, en donde el nexo causal (en el caso de los 
indicios) o el nexo de efecto (en el caso de presunciones) entre el hecho conocido y el 
desconocido deriva de las circunstancias en que se produzca el primero y sirvan para inferir o 
deducir el segundo. En este orden de ideas, si las pruebas de actividades ilícitas que en un 
momento determinado realice un partido político, por su naturaleza, rechaza los medios de 
convicción directos, se concluye que el medio más idóneo que se cuenta para probarlos es 
mediante la prueba indirecta, al tratarse de medios con los cuales se prueban hechos 
secundarios que pueden llegarse a conocer, al no formar parte, aunque sí estén relacionados, de 
los hechos principales que configuran el enunciado del hecho ilícito, respecto de los cuales hay 
una actividad consciente de ocultarlos e impedir que puedan llegarse a conocer. La circunstancia 
apuntada no implica que cuando se cuente con pruebas directas, no puedan servir para 
demostrar los hechos que conforman la hipótesis principal, pues el criterio que se sostiene gira 
en torno a que, ordinariamente, se cuenta únicamente con pruebas indirectas para acreditar los 
hechos ilícitos en mención, por lo que necesariamente deben ser admisibles en el procedimiento 
administrativo sancionador electoral. Lo anterior se robustece si se tiene en cuenta que en los 
artículos citados se prevén las pruebas indirectas, tanto el indicio como la presunción, aun 
cuando se menciona sólo a esta última, pues considera que es posible obtener el conocimiento 
de los hechos mediante un procedimiento racional deductivo o inductivo, y esto último es 
precisamente lo que doctrinalmente se considera como indicio. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-018/2003.—Partido Revolucionario Institucional.—13 de mayo 
de 2003.—Mayoría de cuatro votos.—Engrose: Leonel Castillo González y Mauro Miguel Reyes 
Zapata.—Los Magistrados Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, José Fernando Ojesto Martínez 
Porcayo y Eloy Fuentes Cerda, no se pronunciaron sobre el tema de la tesis.—Secretaria: 
Beatriz Claudia Zavala Pérez. 
Sala Superior, tesis S3EL 037/2004. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 833-835. 
 

QUEJAS POR IRREGULARIDADES. LOS PARTIDOS POLÍTICOS DENUNCIANTES 
CUENTAN CON INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR LA DETERMINACIÓN FINAL QUE 
SE ADOPTE, SI ESTIMAN QUE ES ILEGAL.—El artículo 40, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, dispone que un partido político se encuentra en 
aptitud de pedir al Consejo General del Instituto Federal Electoral, se investiguen las actividades 
de otros institutos políticos o de una agrupación política cuando incumplan sus obligaciones de 
manera grave o sistemática, lo que muestra que los partidos políticos cuentan con esa atribución 
para incitar el actuar de la autoridad, a fin de que ésta, en uso de sus atribuciones, atienda su 
pedimento y acceda a su pretensión; en otras palabras, para que desarrolle el procedimiento 
atinente y lo culmine, de ser el caso, con la imposición de una o varias sanciones. Así, puede 
afirmarse, que existe una norma objetiva que consigna en favor de los partidos políticos, una 
facultad o potestad de exigencia a la autoridad para que proceda en los términos indicados, la 
cual es correlativa al deber jurídico de cumplirla, lo que se traduce en que, quien la ejerce, 
cuenta con el interés jurídico necesario no sólo para presentar la queja, sino de participar y 
vigilar la adecuada instrucción del procedimiento relativo e, inclusive, de inconformarse con la 
determinación final que se adopte, si estima que se aparta del derecho aplicable. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-012/99 y acumulados.—Partido Revolucionario Institucional.—
30 de junio de 1999.—Unanimidad de votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—
Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 
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Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, páginas 66-67, Sala 
Superior, tesis S3EL 042/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 841. 
 

QUEJAS POR IRREGULARIDADES SOBRE LOS INGRESOS O EGRESOS DE UN PARTIDO 
O AGRUPACIÓN POLÍTICA. PARA SU PROCEDENCIA, EL DENUNCIANTE NO DEBE 
DEMOSTRARLAS DE MANERA FEHACIENTE.—Dada la naturaleza de los hechos 
generadores de las quejas relacionadas con los ingresos y egresos de los partidos y 
agrupaciones políticas, como en la mayoría de los casos, sería prácticamente imposible que el 
partido político denunciante, en ejercicio del derecho consagrado en su favor por el artículo 40 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales recabe los medios de 
convicción necesarios para acreditar, de manera evidente e indubitable, los hechos sobre los que 
versa la denuncia, en virtud de que, por regla general, las pruebas que los demuestren se 
encuentran en poder de autoridades o dependencias gubernamentales que están impedidas a 
proporcionarlas a particulares, de ello se sigue que no puede exigirse al denunciante acreditar 
fehacientemente los hechos atribuidos, porque proceder de tal forma, implicaría hacer nugatorias 
las normas que otorgan el derecho a los partidos políticos de revelar tal clase de irregularidades 
e iría en contra del espíritu del Constituyente Permanente, de transparentar el origen y el destino 
de los recursos de dichos entes políticos; y que tienen derecho de acuerdo con la fracción II, del 
artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que, la Comisión 
de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, está facultada, según 
se desprende del texto del artículo 49-B, del Código Electoral Federal, para realizar las 
investigaciones pertinentes, tendientes a comprobar si son o no ciertos los hechos denunciados; 
en el entendido de que, si bien, para que se dé trámite a la queja no se requiere de prueba plena 
de los hechos denunciados, sí se exige, en cambio, de cuando menos elementos que aunque 
sea de modo indiciario permitan arribar al conocimiento de que existe la factibilidad jurídica de 
llegar a la cabal comprobación de los mismos. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-012/99 y acumulados.—Partido Revolucionario Institucional.—
30 de junio de 1999.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—
Disidente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 
Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, páginas 67-68, Sala 
Superior, tesis S3EL 043/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 841-842. 
 

QUEJAS SOBRE FINANCIAMIENTO. PROCEDIMIENTO PRELIMINAR QUE DEBE 
SATISFACERSE PARA SU TRÁMITE.—Presentada una denuncia por un partido político en 
contra de otro o de una agrupación política, por irregularidades en el manejo de sus ingresos y 
egresos, en términos de lo dispuesto por el artículo 40 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, la autoridad fiscalizadora primero debe verificar si la queja reúne los 
requisitos mínimos de viabilidad jurídica, o sea, que los hechos sean verosímiles y susceptibles 
de constituir una falta sancionada por la ley; luego, en aras de la seguridad jurídica, con base en 
los artículos 2o. y 131 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, deberá 
requerir a las autoridades federales, estatales y municipales —según corresponda—, los 
informes o certificaciones de hechos que coadyuven para indagar y verificar la certeza de los 
hechos denunciados; de manera que, si concluye que la queja no satisface esos requisitos, 
proceda a desecharla de plano. En cambio, si realizada una indagatoria preliminar se constata la 
existencia de indicios suficientes que hagan presumir la probable comisión de irregularidades, la 
Comisión Fiscalizadora debe emprender el correspondiente procedimiento formal investigatorio, 
otorgando al denunciado la garantía de audiencia a que tiene derecho y en su oportunidad 
sustanciado el procedimiento a que se refiere el artículo 270 de la propia normatividad, el 
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Consejo General del Instituto Federal Electoral, en ejercicio de la atribución concedida por la 
fracción I, inciso w), del artículo 82 del código electoral invocado, decidir en definitiva la 
imposición o no de alguna sanción. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-012/99 y acumulados.—Partido Revolucionario Institucional.—
30 de junio de 1999.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—
Disidente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 
Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, página 68, Sala Superior, 
tesis S3EL 044/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 843. 
 

QUEJAS SOBRE FINANCIAMIENTO, SU PRESENTACIÓN ESTÁ SUJETA AL LAPSO 
FIJADO EN LOS LINEAMIENTOS EMITIDOS POR EL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
FEDERAL ELECTORAL, PARA CONSERVAR LA DOCUMENTACIÓN ATINENTE.—El 
derecho consagrado por el artículo 40 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, en favor de los partidos políticos de presentar en contra de otro partido o agrupación 
política, quejas apoyadas en los elementos probatorios necesarios, para que la Comisión de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, proceda a realizar las 
investigaciones a que legalmente se encuentra facultada; debe ejercerse durante el lapso que el 
órgano electoral haya fijado a tales entes para la conservación de la documentación 
comprobatoria de ingresos y egresos, dado que, sólo durante ese tiempo dicha comisión puede 
desplegar las facultades necesarias para llevar a cabo la indagatoria. No entenderlo así, 
pugnaría con los más elementales principios de seguridad jurídica, entre los cuales, se encuentra 
el relativo a la certeza de que, si durante el término en que subsiste la obligación de conservar 
cierto tipo de documentos, el obligado no es requerido para realizar sobre ellos las 
investigaciones que se estimen pertinentes, no puede enjuiciársele fuera de ese lapso. De 
justificarse esto, es claro que sería sujeto de la inseguridad jurídica, proscrita por el orden 
constitucional mexicano. Por tanto, toda queja presentada fuera de ese término, debe 
considerarse improcedente. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-012/99 y acumulados.—Partido Revolucionario Institucional.—
30 de junio de 1999.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo.—
Disidente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: Antonio Valdivia Hernández. 
Revista Justicia Electoral 2000, Tercera Época, suplemento 3, página 69, Sala Superior, 
tesis S3EL 045/99. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 844. 
 

RÉGIMEN ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL APLICABLE A LOS PARTIDOS 
POLÍTICOS EN EL MANEJO DE SUS RECURSOS. SE APEGA A LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES DE CERTEZA Y LEGALIDAD.—Las disposiciones legales que contienen 
el régimen sancionador electoral aplicable a los partidos políticos en el manejo de sus recursos, 
no violenta los principios constitucionales de certeza y legalidad, por lo siguiente. El apartado 
segundo del artículo 269 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales define 
las conductas de los partidos políticos que constituyen faltas, es decir, tipifica las conductas 
sancionables; en tanto que el apartado primero establece las sanciones que deben imponerse a 
dichas faltas. Las sanciones previstas en el citado precepto son de distinta gravedad, que van 
desde la multa (inciso a), hasta cancelación del registro (inciso e); a su vez, las sanciones 
establecidas en los incisos a), b) y c), prevén rangos mínimos y máximos de afectación. El 
artículo 270, apartado 5, del mismo ordenamiento establece que para la individualización de la 
sanción se deben tomar en cuenta las circunstancias del caso, la gravedad de la falta y la 
reincidencia. Por su parte, el Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, 
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catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el 
registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, expedido por el Consejo 
General del Instituto Federal Electoral, establece las obligaciones de los partidos políticos en lo 
referente al registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de los informes, reglamento 
que por provenir del órgano facultado para expedirlo, resulta vinculante para los partidos 
políticos. Ahora, la infracción a las disposiciones del citado reglamento, se ubican en el supuesto 
previsto, en el artículo 269, apartado 2, inciso b), del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, que se refiere al incumplimiento de los acuerdos emitidos por el 
Instituto Federal Electoral. En el caso de violaciones al citado reglamento, las sanciones 
aplicables, por disposición del artículo 21.3 del citado reglamento, son las previstas de manera 
general en el artículo 269 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 
conforme al artículo 22.1 del mismo, para la individualización de las sanciones deben tomarse en 
cuenta las circunstancias del caso, la gravedad de la falta y la reincidencia. Como se ve, el 
régimen sancionatorio electoral aplicable a los partidos políticos en el manejo de sus recursos, 
contenido tanto en el código y el reglamento citados, establece las normas generales y 
abstractas anteriores al hecho que contienen: 1. las faltas; 2. las sanciones que pueden 
corresponderle, y 3. la forma o reglas en que deben imponerse dichas sanciones de acuerdo a 
criterios preestablecidos, por lo que los principios de legalidad y certeza están asegurados. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-015/2001.—Partido Revolucionario Institucional.—13 de julio 
de 2001.—Unanimidad de votos.—Ponente: Leonel Castillo González.—Secretario: José Manuel 
Quistián Espericueta. 
Revista Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, páginas 131-132, Sala 
Superior, tesis S3EL 040/2001. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 874-875. 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. PROCEDIMIENTO A SEGUIR RESPECTO DE 
CONSEJEROS ELECTORALES LOCALES O DISTRITALES DEL INSTITUTO FEDERAL 
ELECTORAL.—De la interpretación sistemática de los artículos 41, fracción III; 108, 109, 
párrafos primero, fracción III, y segundo, y 113 de la Carta Magna, y 1o., 69, 82, párrafo primero, 
incisos t), w) y z), y 86, párrafo primero, inciso l) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, por mandato constitucional, todos los servidores públicos, incluidos 
por supuesto los pertenecientes al Instituto Federal Electoral, están sometidos a la posibilidad de 
que se les exija responsabilidad administrativa respecto de las conductas que asuman en el 
desempeño de sus funciones, con motivo de posibles violaciones a los principios que rigen las 
funciones administrativas y, en su caso, electorales. En efecto, los consejeros electorales de los 
consejos locales o distritales no pueden estar considerados como miembros del Servicio 
Profesional Electoral, ya que no están comprendidos en los supuestos de los artículos 27, 28, 29, 
30 y 32 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y, por otro lado, son designados 
exclusivamente por el Consejo General del Instituto Federal Electoral, empero, esto no obsta 
para que puedan ser sujetos de responsabilidades administrativas, por irregularidades derivadas 
de su encargo, aun y cuando tales consejos estén en receso, sin que la imputación de la 
mencionada responsabilidad esté supeditada a la realización o desempeño de una función 
específica en un momento determinado. Suponer lo contrario implicaría establecer la impunidad 
de determinados funcionarios, lo cual sería contrario al principio constitucional, según el cual 
todos los actos de los funcionarios del Estado deben estar sometidos a los postulados de la 
Constitución, y debe existir la posibilidad actual de que los mismos sean en todo momento 
susceptibles de ser enjuiciados, ya sea mediante la revocación o anulación de los actos o 
resoluciones inconstitucionales o ilegales, o bien, mediante la aplicación de sanciones a aquellos 
servidores públicos que cometan conductas conculcatorias del estado de derecho, principio que 
subyace de lo dispuesto por los artículos 41, fracción IV; 103 a 114 de la Carta Magna. Sin 
embargo, si bien es cierto la ley electoral federal es omisa en cuanto a la existencia de una 
reglamentación de un procedimiento para el análisis de las responsabilidades administrativas 
que se hubieren generado por parte de dichos consejeros, no es suficiente para concluir su 
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impunidad. Lo anterior en razón de que, la imperatividad de las normas constitucionales y legales 
consiste en que éstas deben siempre acatarse, y no sería admisible legalmente justificar la 
inobservancia de las propias disposiciones, por el hecho de que no haya preceptos que prevean 
un procedimiento expreso en la ley electoral, para que el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral esté en condiciones de cumplir con las atribuciones que le impone la ley con relación al 
adecuado funcionamiento de los órganos del instituto y, por supuesto, de la conducta de sus 
integrantes. En estas circunstancias, la necesidad jurídica de acatar normas de orden público, 
aunado al respeto de la garantía de audiencia de posibles afectados con la aplicación de las 
citadas normas, provoca que se haga menester la determinación de un procedimiento, en el cual 
sea posible, tanto la aplicación de las disposiciones de mérito, como el respeto de tan importante 
garantía. En consecuencia, al no existir disposición especial alguna en la normativa electoral, 
resulta directamente aplicable el procedimiento previsto en el capítulo I del título III de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-051/2001.—Convergencia por la Democracia, Partido Político 
Nacional.—25 de octubre de 2001.—Unanimidad de votos.—Ponente: José Luis de la Peza.—
Secretario: Felipe de la Mata Pizaña. 
Revista Justicia Electoral 2002, Tercera Época, suplemento 5, páginas 139-141, Sala 
Superior, tesis S3EL 064/2001. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 912-913. 
 
 
SANCIÓN. CON LA DEMOSTRACIÓN DE LA FALTA PROCEDE LA MÍNIMA QUE 
CORRESPONDA Y PUEDE AUMENTAR SEGÚN LAS CIRCUNSTANCIAS 
CONCURRENTES.—En la mecánica para la individualización de las sanciones, se debe partir 
de que la demostración de una infracción que se encuadre, en principio, en alguno de los 
supuestos establecidos por el artículo 269 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, de los que permiten una graduación, conduce automáticamente a que el infractor se 
haga acreedor, por lo menos, a la imposición del mínimo de la sanción, sin que exista 
fundamento o razón para saltar de inmediato y sin más al punto medio entre los extremos 
mínimo y máximo. Una vez ubicado en el extremo mínimo, se deben apreciar las circunstancias 
particulares del transgresor, así como las relativas al modo, tiempo y lugar de la ejecución de los 
hechos, lo que puede constituir una fuerza de gravitación o polo de atracción que mueva la 
cuantificación de un punto inicial, hacia uno de mayor entidad, y sólo con la concurrencia de 
varios elementos adversos al sujeto se puede llegar al extremo de imponer el máximo monto de 
la sanción. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-043/2002.—Partido Alianza Social.—27 de febrero de 2003.—
Unanimidad en el criterio.—Ponente: Leonel Castillo González.—Secretario: Andrés Carlos 
Vázquez Murillo. 
Revista Justicia Electoral 2004, Tercera Época, suplemento 7, página 57, Sala Superior, 
tesis S3EL 028/2003. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 916. 

SANCIONES A LOS PARTIDOS Y AGRUPACIONES POLÍTICAS POR INFRACCIONES A 
LAS REGLAS INHERENTES AL FINANCIAMIENTO.—El procedimiento administrativo previsto 
en el artículo 270 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales constituye la 
regla general en materia disciplinaria y de imposición de sanciones, en tanto que el diverso 
procedimiento previsto en el artículo 49-A, párrafo 2, del propio código se circunscribe a una 
materia especializada, inherente a los actos cometidos por los partidos y agrupaciones políticas 
en relación con los informes sobre el origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier 
modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, por lo que para que la autoridad 
electoral imponga una sanción a los institutos políticos respecto de irregularidades o infracciones 
cometidas en esta materia especializada, no está obligada a seguir el procedimiento genérico 
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indicado. Esta conclusión se obtiene a partir de los numerales invocados, pues los términos en 
que se desarrolla el procedimiento administrativo especializado a que se refiere el artículo 49-A, 
párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales evidencian, que éste 
cuenta con las características particulares siguientes: a) un órgano sustanciador: la Comisión de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, cuya función es realizar 
la revisión de los informes anuales y de campaña de dichos institutos políticos, en los términos 
precisados en el propio numeral, así como la elaboración del dictamen consolidado y del 
proyecto de resolución, que deben presentarse ante el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, el cual determina, de ser el caso, la imposición de alguna sanción. b) finalidad única: la 
revisión de los mencionados informes que rindan los partidos o agrupaciones políticas, según 
corresponda. En cambio, las principales características del procedimiento genérico estatuido en 
el artículo 270 del código en consulta son: a) un órgano sustanciador: la Junta General Ejecutiva, 
cuyas funciones son integrar el expediente respectivo, mediante la recepción de la queja 
correspondiente y la subsecuente sustanciación del procedimiento conforme lo establece el 
numeral en cita; así como formular el dictamen relativo para ser presentado ante el Consejo 
General del Instituto Federal Electoral, para que éste fije, en su caso, la sanción correspondiente. 
b) un objeto genérico: cualquier irregularidad o infracción administrativa a la normatividad 
electoral en cuestión, exceptuando la materia inherente al financiamiento. En esta virtud, si bien 
conforme con los numerales 49-A y 270 citados existen dos procedimientos administrativos de 
los que puede derivar la imposición de una sanción a los partidos y agrupaciones políticas, la 
pretendida aplicación del procedimiento genérico a que se refiere el artículo 270 se ve excluida si 
las circunstancias del caso concreto se ubican en los supuestos de hecho que prevé el diverso 
numeral 49-A, ya que en la técnica de la aplicación de la ley, impera el principio general de 
derecho de que la norma específica priva sobre la norma general. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-017/98.—Partido del Trabajo.—24 de septiembre de 1998.—
Unanimidad de votos.—Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata.—Secretario: David Solís Pérez. 
Revista Justicia Electoral 1998, Tercera Época, suplemento 2, páginas 83-84, Sala 
Superior, tesis S3EL 060/98. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 916-918.  

SANCIONES. EN SU DETERMINACIÓN, LAS AGRAVANTES O ATENUANTES DERIVADAS 
DE UNA CONDUCTA IMPUTABLE A UN PARTIDO POLÍTICO, NO PUEDEN AFECTAR LA 
ESFERA JURÍDICA DE OTROS SUJETOS O ENTES DISTINTOS A AQUÉL, AUN CUANDO 
INTEGREN UNA COALICIÓN.—Conforme a los artículos 82, párrafo 1, inciso w); 269 y 270, 
párrafo 5, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, para la 
determinación y, en su caso, la aplicación de las sanciones derivadas de infracciones a la 
normatividad electoral, el Consejo General del Instituto Federal Electoral debe tomar en cuenta 
las circunstancias particulares de cada caso concreto y para cada partido político, contando con 
una amplia facultad discrecional para calificar la gravedad o levedad de una infracción. Sin 
embargo, dicha calificación de las agravantes o atenuantes de una conducta no puede realizarse 
en forma arbitraria o caprichosa, es decir, debe contener los acontecimientos particulares que en 
cada supuesto específico se suscitan, así como los razonamientos lógicos, motivos y 
fundamentos en que se apoya, pero sobre todo, no puede afectar la esfera jurídica de sujetos o 
entes distintos a aquél, que haya realizado o tipificado la conducta o circunstancia que merezca 
ser agravada o atenuada, puesto que, el perjuicio o beneficio que se otorgue por la autoridad 
responsable, en la determinación y en su caso, la aplicación de una sanción, exclusivamente le 
concierne a quien la haya generado, siendo imposible extender sus efectos a quienes no se les 
pueda imputar directamente la realización de cada acontecimiento, aun cuando el partido político 
al cual se le deba agravar o atenuar su sanción, pertenezca a una coalición de partidos. Lo 
anterior es así, porque conforme a la doctrina, las conductas agravantes son una serie de 
circunstancias modificativas que determinan una mayor gravedad de la culpabilidad, puesto que 
ponen de manifiesto un riesgo mayor del sujeto o ente que las ejecuta; por ello, las agravantes 
se pueden clasificar en objetivas y subjetivas, siendo las primeras, es decir las objetivas, las que 
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denotan peligrosidad del hecho, bien sea por la facilidad de comisión en atención a los medios, 
sujetos, circunstancias, o por la especial facilidad para resultar impune; y las segundas, esto es 
las subjetivas, las que incluyen la premeditación o la reincidencia, mismas que revelan una 
actitud aún más reprobable en el ejecutante; por su parte, las conductas atenuantes son 
igualmente circunstancias modificativas de la responsabilidad, que son definidas necesariamente 
por el efecto sobre la determinación de la sanción, puesto que son aquellas que inciden en el 
grado en que finalmente se impondrá dicha sanción, y que lo hacen en sentido reductor o 
atenuatorio de la misma, sin llegar al extremo de excluirla, ya que se estaría hablando de otra 
figura jurídica, la de eximentes. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-016/2001.—Convergencia por la Democracia, Partido Político 
Nacional.—25 de octubre de 2001.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: José Luis de la 
Peza.—Disidentes: Eloy Fuentes Cerda, Alfonsina Berta Navarro Hidalgo y José Fernando 
Ojesto Martínez Porcayo.—Secretario: Rafael Elizondo Gasperín. 
Revista Justicia Electoral 2003, Tercera Época, suplemento 6, páginas 195-196, Sala 
Superior, tesis S3EL 133/2002. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 919-920. 

SANCIONES Y MULTAS. IRRELEVANCIA DEL MOMENTO EN QUE SE IMPONGA UNA 
MULTA O SANCIÓN PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE REVISIÓN 
CONSTITUCIONAL ELECTORAL.—En el supuesto del requisito especial de procedibilidad del 
juicio de revisión constitucional electoral previsto en el artículo 86, párrafo 1, inciso c) de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, cabe decir que es 
irrelevante y secundario el hecho de que una sanción o multa se imponga durante el desarrollo 
de algún proceso electoral o en el tiempo en que no se desarrolla ninguno, puesto que lo 
determinante, primeramente, estará en función del monto y su trascendencia en algún proceso 
electoral futuro. Para ello, téngase en cuenta que ni el artículo 99, fracción IV constitucional, ni el 
86 de la ley adjetiva electoral federal, en este aspecto, son categóricos, en el sentido de 
establecer que la violación reclamada, para ser determinante, deba acontecer en el período de 
tiempo en que se desarrolle algún proceso electoral concreto, puesto que la Constitución hace 
referencia al proceso respectivo o resultado final de las elecciones, y la referida ley electoral, cita 
al desarrollo del proceso electoral respectivo o resultado final de las elecciones. 

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-260/99.—Partido del Trabajo.—22 de 
diciembre de 1999.—Unanimidad de votos.—Ponente: José Fernando Ojesto Martínez 
Porcayo.—Secretario: Jorge Mendoza Ruiz. 
Revista Justicia Electoral 2001, Tercera Época, suplemento 4, página 56, Sala Superior, 
tesis S3EL 029/2000. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 920-921. 
 

SANCIONES Y MULTAS. PARÁMETRO A TENER EN CUENTA PARA LA PROCEDIBILIDAD 
DEL JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL.—En el caso del requisito 
especial de procedibilidad del juicio de revisión constitucional electoral, previsto en el artículo 86, 
párrafo 1, inciso c) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, debe tenerse en cuenta que si por virtud de una multa o sanción emitida con violación 
de la Constitución, se afectan los recursos económicos de algún partido político en un monto 
equivalente o superior al costo mínimo de la campaña más económica que dichos partidos estén 
en aptitud de realizar, se está en presencia de una restricción a las prerrogativas de los partidos 
políticos, cuya constitucionalidad debe analizarse estudiando el fondo del asunto. 
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Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-260/99.—Partido del Trabajo.—22 de 
diciembre de 1999.—Unanimidad de votos.—Ponente: José Fernando Ojesto Martínez 
Porcayo.—Secretario: Jorge Mendoza Ruiz. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-102/2000.—Partido del Trabajo.—21 de 
junio de 2000.—Unanimidad de votos.—Ponente: José Fernando Ojesto Martínez Porcayo.—
Secretario: Mario Torres López. 
Revista Justicia Electoral 2001, Tercera Época, suplemento 4, páginas 56-57, Sala 
Superior, tesis S3EL 030/2000. 
Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, página 921. 
 
 
 

Partido Acción Nacional 
Vs. 
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Tesis XXXVII/2008 

 

COMISIÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. ESTÁ 
FACULTADA PARA SUSPENDER LA DIFUSIÓN DE PROPAGANDA POLÍTICA O 
ELECTORAL.—De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 52, 368, párrafo 
8 y 365, párrafo 4, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se 
advierte que la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral está 
facultada para ordenar que se suspenda la difusión de propaganda política o electoral en 
radio y televisión, como medida cautelar, a fin de evitar que se produzcan daños 
irreparables a los actores políticos, se vulneren los principios rectores del proceso electoral 
y, en general, se afecten bienes jurídicos tutelados constitucional y legalmente. En efecto, el 
legislador previó que, en la instauración del procedimiento especial sancionador, se 
dividieran las funciones de los órganos que lo deben instrumentar y resolver; así, reconoció 
a favor de la citada Comisión  la facultad de decretar la aludida medida provisional dada la 
urgencia de la determinación, y dejó el pronunciamiento de la decisión final al Consejo 
General del referido Instituto; sin que lo anterior implique desconocer que el órgano superior 
de dirección, tiene facultades expresas para pronunciarse al respecto. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-58/2008.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—4 de junio de 
2008.—Mayoría de seis votos.—Engrose: Constancio Carrasco Daza.—Disidente: Flavio 
Galván Rivera.—Secretaria: Marcela Elena Fernández Domínguez. 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-64/2008.—Actor: Partido Acción Nacional.—Autoridad 
responsable: Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—11 de junio 
de 2008.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—
Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Enrique Figueroa Ávila, Juan Antonio Garza 
García y Armando González Martínez. 
 

 


